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INTRODUCCIÓN 

En los últimos veinte años en México se han generado, como en 
todo el mundo, cambios que han ido de lo social a lo polltico, de lo de­
mográfico a lo ideológico, y asl en casi todos los órdenes hemos podido 
experimentar el fortalecimiento o la crisis de las utoplas. 

Ello, ha dado resultados que en términos generales podemos se­
ñalar como positivos. En estas crisis es donde el hombre fortalece sus 
capacidades, sus virtudes o empeoran sus debilidades. Quizás el peor 
escenario serla aquél en que todo sigue como en un principio. 

De esta manera, la relación que ha existido entre el hombre y la 
sociedad se ha ido transformando en todos los órdenes. Tan es así que, 
en el plano de los derechos humanos y de la democracia hemos tenido 
avances significativos, mismos que nos han costado hechos sociales bas­
tante dolorosos. 
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En el plano jurídico, el Poder Judicial, concretamente la Suprema 
Corte de Justicia, se ha visto enriquecida y fortalecida de una indepen­
dencia para dictar y hacer cumplir sus fallos en todos los órdenes. Esto 
nos ha permitido experimentar como sociedad una real división de poderes, 
que esperemos se vaya haciendo cada vez más equilibrada, madura y 
consciente en beneficio del bien común. 

En el manejo del poder µúblico, el Poder Ejecutivo ha tenido y tendrá 
que buscar de manera inmediata los causes que fortalezcan su investidura 
para servir mejor a la sociedad y desde el estricto respeto de las garantlas 
individuales de los gobernados. 

Es en este momento de nuestra historia donde se pueden dar 
avances significativos en materia administrativa, ya que, vivimos tiempos 
críticos y por eso creativos. Esta creatividad nos podría permitir llevar a 
cabo nuevos proyectos en materia contencioso administrativa federal. 

De acuerdo con la doctrina clásica administrativa que se originó 
en Francia, los poderes o facultades de los tribunales administrativos pa­
ra dirimir las contiendas sometidas a ellos, son la base para distinguir 
entre tribunales de plena jurisdicción y tribunales de anulación, distinción 
que tuvo una gran importancia (y aun la mantiene en cierta forma) en el 
desenvolvimiento de la materia contencioso-administrativa en Francia y 
en los paf ses que siguieron parcial o totalmente su sistema jurisdiccional 
respecto a las controversias surgidas entre la Administración Pública y 
los gobernados. 

Ahora bien, dentro de la impartición de justicia administrativa en 
México, he de concretarme al Tribunal Fiscal de la Federación, actual­
mente Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, prestigia­
da institución que en sus 65 años ha realizado una intachable labor en 
el campo de lo contencioso administrativo. Sin embargo, dadas las 



reformas de las que ha sido objeto, muchas atinadas y otras muy poco 
estudiadas, es como se hace necesaria una urgente reforma de fondo 
que tienda al fortalecimiento de dicho tribunal, a su permanencia, a su 
evolución en el presente milenio. 

El Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, como ve­
remos, se presentó en sus inicios como un tribunal de anulación o de 
legalidad, su naturaleza como se investigará en el presente trabajo, ha 
dado ciertos cambios, esto ha afectado concretamente en la esfera jurídi­
ca de los particulares, quienes actualmente, se ven en la necesidad de 
iniciar otro juicio, para poder ejecutar las sentencias de dicho tribunal. 

La idea de desarrollar el presente trabajo, surgió como conse­
cuencia de que en ocasiones las autoridades no dan debido cumplimien­
to a las sentencias que emiten las Salas que integran el Tribunal Federal 
de Justicia Fiscal y Administrativa, situación que origina, como ya hemos 
comentado, que los particulares tengan que recurrir a otras instancias a 
fin de obtener la ejecución de dichos fallos. 

En pleno siglo XXI, es indispensable superar las barreras y los lf mi­
tes de todo aquello que no nos permita servir mejor a los demás, esto en 
el plano de la impartición de justicia se ha hecho una necesidad imperiosa. 

En efecto, uno de los problemas que tenemos que enfrentar actual­
mente es la cuestionada limitante que tiene el Tribunal Federal de Justicia 
Fiscal y Administrativa de no poder ejecutar sus propios fallos. Esto junto 
con otros problemas derivados de su naturaleza, nos hacen pensar si di­
cho tribunal ¿puede o no caminar hacia los albores de una evolución hacia 
el reconocimiento de la plena jurisdicción? 

El problema que se manifiesta en la realidad jurídico-social, es 
determinar si la naturaleza del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Admi-
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nistrativa le es suficiente, si es la misma y si la jurisdicción contencioso 
administrativa necesita de la plena jurisdicción con todos sus efectos para 
impartir justicia de manera pronta y expedita y para el fortalecimiento del 
Estado de derecho. 

Para la contestación de las interrogantes, desarrollaré en el pri­
mer capitulo lo concerniente al concepto de la jurisdicción y a la función 
jurisdiccional, a efecto de poder distinguir entre lo tocante al contencioso 
de anulación y el contencioso de plena jurisdicción según la doctrina fran­
cesa. Posteriormente, en el segundo capítulo, tocaré una parte histórica 
para comprender mejor en el derecho patrio el paso por nuestras diversas 
legislaciones, la creación, el desarrollo y funcionamiento del contencioso 
administrativo; en el tercer capitulo trataré desde el punto de vista de la 
teoría general del proceso el tema de las sentencias, para entrar, pos­
teriormente, al estudio específico en el cuarto capitulo, de las sentencias 
que emite el actual Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, 
concluyendo con un quinto capitulo, donde manifestaré mis considera­
ciones hacia la necesidad de un reconocimiento de plena jurisdicción en 
materia de justicia administrativa, cuyos efectos traerían como conse­
cuencia una propuesta de solución a los problemas planteados. 

Para la metodologia de la investigación jurídica del presente tra­
bajo de tesis, me ayudaré del método inductivo en lo general y en algunas 
cuestiones especificas del método deductivo. Esto me permitirá tener 
mejores investigaciones y respuestas a la hipótesis. Por lo que hace a la 
referenciación de normas y hechos pasados que pudieran tener efectos 
en modificaciones legislativas presentes como consecuencia de com­
paraciones históricas en torno a hechos jurídicos y hechos sociales, será 
necesario ayudarse del método histórico. Finalmente, como guía del mar­
co general de la investigación, el método científico será el que me sirva 
para el proceso sistemático y razonado de la búsqueda para obtener los 
hechos y los resultados más apegados a la verdad científica. 
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Finalmente, quisiera señalar que los tiempos de cambio no se tra~ , 

tan de estar de acuerdo con los miembros de un organismo o de un partid~ , · 
polltico en particular, sino de una obediencia a la justicia que nos invifaá ',.''.. 
un compromiso de transformación social. · · 

No se puede dar la militancia a un compromiso social, corno lo es 
el ser abogado sin tener pasión y mística por la justicia. El abogado vive 
en el mundo de las excelencias y de los valores en función de los cuales 
vale la pena gastar tiempo, afrontar riesgos y empeñar la propia vida. 
No se trata de tener ideas, sino de vivir convicciones, que cambien las 
prácticas y transformen las relaciones sociales. 

Las ideas por sí solas no cambian la realidad concreta. Ni la historia 
se hace por sí misma. La historia se escribe por hombres empeñados en 
ella. En eso se revela la esencia de la naturaleza humana, que es libertad 
y creatividad. 

De ahí que la noble y leal tarea de ser abogado, es reconocer y 
defender en cada persona sus derechos inalienables, para ayudar a 
construir el destino personal y social de todos los hombres de nuestro 
país: México. 
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l. La función 
jurisdiccional 
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LA FUNCIÓN JURISDICCIONAL 

1.1 EL HOMBRE, LA COMUNIDAD Y LA JUSTICIA 

Vivimos tiempos críticos y por eso creativos. En los liltimos cin­
cuenta años ha cambiado la cartografía política e ideológica del mundo. 
Cayeron estructuras y con ellas muchos esquemas mentales. Quedaron 
los sueños. Como pertenecen a la substancia del ser tiumano, siempre 
quedan. Permiten nuevas visiones y proporcionan el entusiasmo nece­
sario para el pensamiento y la creatividad. 

Esta creatividad es la que nos permite llevar a cabo nuevos pro­
yectos para detenninados fines, superar rezagos, avanzar en la abreviatura 
de los términos, pensar en nuevas estructuras que nos ayuden a servir 
mejor a los demás y en general, en toda aquella idea que nos dé los ins­
trumentos necesarios para obtener lo que deseamos en las mejores 
condiciones necesarias para una persona o para la sociedad en general. 
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Asl, podriamos preguntarnos validamente ¿La impartlción de 
justicia1 es un bien2 necesario? Y podriamos agregar otra¿ Toda Institu­
ción o Tribunal que imparte justicia, está determinado a ser siempre el 
mismo, sin derecho a ninguna evolución? 

Podríamos contestar esto de inmediato, pero preferimos hacer las 
siguientes consideraciones que están vinculadas con el presente traba­
jo de tesis, como afirma Boff,3 «las reflexiones son fruto de la crisis, que 
siempre posee una función de crisol. Como un crisol, ella libera el oro de 
la garganta. Lo esencial sale a la vista. Con ello podemos construir. O 
se hace simiente de un nuevo camino». 

Retomando nuestras preguntas anteriores, no podemos dejar de 
considerar que «el hombre esta siempre en camino y en la autorealización 
existencial se supera constantemente a si mismo, y en la iluminación de 
su existencia que tiene arranque en las situaciones !Imite, en la experiencia 
del fracaso, es donde experimenta el sentido de trascendencia por que­
rer hacer las cosas».4 

1. Ln definición llornana clásica de Jus1icia, sostenida por lJlpiano considera que es: lus1itiaest crnutant 

et perpetua l'!lluntas. ius sumrn cuiquc trihuerc. La Justicia es la constante y pcrpe1ua \'Oluntnd de dar 

a cada quien lo SU)'O. 

2. Bien es In drn·;1hlc o apcll'Cihlc, siguicnd<1a1\RISTÓTE!.ES que dice es appctiblc. Con ello se indica que 

aquello que cslá cons1i111ido de tal modo que puede conl'ertirn en el objetil'o de un deseo o de una 

l'Olición. !.o cual supone que posee un contenido esencial que responde a la aspiración de un ser hacia 

su desarrollo y perfección. 

J. BOFF, Leonardo,• /.a di¡:11icú1d dt la tierra, frolo¡:ia, m111ulialización, espiritualidad /,a tmtrge11cia d~ 

11111111r1·0 ¡xmuli¡:ma •,Edil. Trona, Bn1sil, 2000. 

4. JASl'EllS, Knrl. • l'lti/osoplt/r 1 llcrlín, 1966, pág. 37. 
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Asf, el hombre está en conexión con una amplia corriente de pen­
samiento y de acciones, que ponen de relieve la singularidad del ser 
personal y de las relaciones interpersonales, 5 ya que vive en sociedad. 
Por una parte, como persona individual el hombre posee una singulari­
dad e irrepetibilidad indeclinables. Se constituye a «sí mismo» en libertad, 
autodecisión y autorresponsbilidad. Por otra parte, también le corres­
ponde, y de modo esencial, la relación personal con el «otro», la relación 
entre el yo y el tú. Con la relación personal viene dada asimismo la di­
mensión social. 

El hombre se experimenta no sólo como referido a un «tú» sino 
también al «nosotros». Se encuentra de antemano en el todo de una 
comunidad y sociedad. Por ello, no hacen justicia al ser personal y social 
del hombre: ni el individualismo que le considera como un ente particu­
lar y aislado, ni tampoco un colectivismo que le diluye por completo en el 
acontecer social.º 

Al regular el orden jurldico la vida de las personas humanas en 
sociedad, establece al mismo tiempo una estrecha relación y una distin­
ción profunda entre persona y sociedad. Ya que la persona es la realidad 
substancial, que existe en otro, es decir, en por y para los seres humanos 
que la constituyen. Éste es el fundamento de la democracia y de los 
derechos humanos en la vida social, frente a las posiciones totalitarias y 
antidemocráticas, que substancializan a la sociedad y convierten al hom­
bre en accidente o momento transitorio del todo colectivo substancial. Sin 
substancia humana no hay personalidad humana sólida, ni sólida titulari­
dad de derechos y obligaciones de los seres humanos en las relaciones 
interpersonales y sociales. 

5. Cfr MOUNIER, Enunanucl. •flp11rJtodd l/vm1"1't•11e/Ci~<mru•Occidcn1c.M:s<lrid. 19%,pág. 134. 

6. Cfr. COREHI, Emcrich, •¿Queml hombf'I'? Edit lkrdcr,ll;ircclona, 1991. pág. 75. 
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Por ello, como ya hemos dicho, junto con la substancialidad la fi-
. losofla del derecho afirma la individualidad de cada persona humana, es 

decir, el carácter único, inmultiplicable e intransferible de cada ser huma­
no. El hombre es persona, de acuerdo a la definición clásica, porque es 
substancia individual de naturaleza racional. 7 Esta característica permite 
afirmar, al mismo tiempo, la individualidad y la socialidad de las personas 
humanas. De acuerdo con este criterio, ni el individualismo ni el colecti­
vismo pueden ser explicaciones satisfactorias de la realidad humana, sino 
solamente la afirmación y la práctica constante y difícil de la solidari­
dad entre persona y sociedad, entre persona y persona y entre sociedad 
y sociedad. 

La interdependencia dinámica entre las personas y las sociedades 
es la expresión de las características esenciales de la naturaleza huma­
na, al mismo tiempo individual y social. Una correcta concepción jurídica 
-como sostiene Don Efrafn González Morfín-8 de estas cuestiones afir­
ma que la vida social no es optativa o secundaria para los seres humanos, 
sino que estos tienen necesidad absoluta de vivir adecuadamente en 
sociedad y ésta depende, de su existencia y niveles cualitativos, de las 
personas individuales que la constituyen. 

En razón de lo anterior, es como se hace indispensable formar y 
caminar hacia una sociedad que busque el bien común9 y una correcta 
impartición de justicia, considerando aquella en que se dan las condi-

7. Definición dada por Sc\'erino Lloccio. 

8. Cfr. GONZÁLEZ MORFIN. Efraln, • 7cmm dt f//osojia del /Jertcho•. Edil. Oxíord·UIA, M~xico, 

1999,pag.l 

9. El bien común hn sido considerado como el conjun10 de condiciones sociales de lodo tipo que posibili· 

lan )' fa\'oreeen el •ksarrollo de lodos los miembros de la sociedad. 
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cienes sociales de todo tipo que permiten y favorecen el desarrollo de los 
miembros de la sociedad. 

En el fondo de todos los derechos humanos existe como fundamen­
to de los mismos el derecho de vivir en una sociedad con paz, seguridad, 
prosperidad económica, orden jurldico y democracia política. A su vez, 
este derecho está esencialmente vinculado con la obligación de participar 
en el esfuerzo encaminado a lograr las características señaladas en la 
sociedad, que permitan ejercer y respetar con eficacia todos los demás 
derechos. El derecho a una sociedad donde se aplique la legalidad, la 
correcta impartición justicia pronta y expedita e impere el Estado de 
derecllo'º es condición esencial de posibilidad de los demás derechos 
humanos en la vida concreta de los hombres. 

De esta manera el derecho es el mejor instrumento para la con­
vivencia, «pues sin el ninguna sociedad humana es concebible, puesto 
que es un elemento que asegura las relaciones individuales y colectivas 
en que su dinámica se manifiesta». 11 En este sentido es importante seña­
lar que la reflexión filosófica sobre el derecho y su impacto en la sociedad 
se debe dar coherentemente en sus tres aspectos de la realidad jurídica, 
a saber: lo justo objetivo, la norma y la facultad. Lo justo objetivo o derecho 
objetivo es la cosa o conducta que se debe a otro. La norma jurldica o 
derecho normativo reconoce y determina lo justo objetivo y las facultades 

1 O. Entendido este como u La cdi licadón jurldica del cstndo cuyos órganos que fo integran rtali1M íun· 

cioncs normndas por el derecho, limitadas por la ley )' controladas entre si por un sistema de lega· 

lidad )'de justicia.1• NAVA NEGRETE, Alfonso, rJ)mclio l'rousa/ Adml11istrati1•at, Editorial 

l'orrúa,MéxicoD.F .. l'l59,pág.31. 

11. llURGOA OIUllUEl.A, Ignacio, •Dmc/JoC01Utitucl0110l.lle.ricano•. 5' edición. Edit. Pomia, S.A., 

Mé\ico, 198·1, p;lg. l.f. 
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y obligaciones de las personas al respecto. La facultad jurldica o derecho 
subjetivo es la potestad moral del titular del derecho sobre lo justo obje­
tivo que le debe el obligado. 

Estos tres derechos se parecen y se distinguen entre sr. El derecho 
es análogo y se dice sobre todo y prioritarimente de lo justo objetivo, que 
es, por consiguiente, el analogado principal. El derecho normativo y el 
subjetivo existen y se necesitan para establecer, promover y defender 
lo justo objetivo de los seres humanos en la vida social. La misión de 
legisladores, ministros, magistrados, jueces, administradores ejecuti­
vos y abogados es el servicio del hombre al contribuir a que se dé a cada 
quien, personas individuales y sociedades, lo justo objetivo que se les 
debe de acuerdo con las exigencias de la justicia. 

Aristóteles dice en la Ética que la gente acude a los jueces para 
que los jueces les resuelvan sus conflictos y les digan qué es lo justo obje­
tivo que se le debe a cada quien, y esto porque Aristóteles dice en una 
frase muy hermosa y profunda: «porque los jueces son lo justo objetivo vi­
viente», las traducciones dicen iustu animatum, lo justo animado. 12 

Así, el derecho subjetivo como facultad de cada quien, es la fa­
cultad de cada quien sobre lo justo objetivo que se le debe, de allí que 
surja la famosa dualidad facultad-deber; derecho-obligación. De esta 
manera la justicia tiene una característica formidable, que su objeto es 
determinable y exigible. 

En este orden de conceptos, podemos regresar a nuestras 
preguntas iniciales y considerar que estamos relacionados con el mun-

12. Cfr. ARISTÓTELES ci1aJo por GONZÁLEZ MORl'ÍN, Efraln. op. cit, supra, noia (8), pág. 217. 
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do, con la sociedad, 13 con el tú. Salimos de cierto modo de nosotros 
mismos y estamos obligados con la comunidad a dar lo mejor, a explo­
tar nuestros talentos y ponerlos al servicio de los demás, quizás hay quien 
no tenga las posibilidades pero en aras de la justicia, bien necesario, y 
bajo el sostén de los principios de solidaridad, 1• subsidiaridad'5 y bien 
común exigirnos a nosotros mismos y a la autoridad la correcta aplicación 
de lo justo objetivo. 

No puede haber estructuras que pretendan sostener lo contrario, 
ya que en el reconocimiento de los tiempos de cambio que solicitan una 
impartición de justicia pronta y expedita, se debe fortalecer principalmen­
te las instituciones que la imparten, ya que en la supresión de la alienidad 
e incorporándolas necesidades reales de cambio al contenido actual, se 
puede lograr la realización y enriquecimiento de nuestro sistema juris­
diccional, principalmente el admistrativo. 

13. A la convivencia y coluhoración de la pluralidad del noso1ros la llamamos comunidad o sociedad. 

CORETll, Emerich, •¿Q11rrs 1•//Jvmbre? op. cil., pág. 226. 

14.1.n solidaridad es inlerdepcndencin ac1irn. inlcrdepcndencia din:lrnica de mes humanos para rcali1.ar 

cnlre !Olios un fin o hien corn1in. El principio 1le solidaridad liene !res niveles fundamenlalcs, solida· 

ridad de persona a persona, segundo, pcrsona·socicdad: lercem. sociedad-sociedad. Los !res se ncce· 

silan. Cfr. GONZAl.EZ MORFIN. Efrnln, op.ci1 .. supra, nola (R), pág. 19·1. 

15. l.n suhsidiaridad <¡ukre decir "ª)'uda compicmenlaria•, complcrnentaricdad suplcloria porque se 

da cnlrc seres humanos diícrcnles )'desiguales)' cslahlccc cnlrc ellos una wnc(la relación de res. 

pelo )'de mu1ua inlcgrnción. De acuerdo con la c\igcncia social de suhsidiaridad, la persona que 

1icnc. sahc y puede m:I.~ no dchc aprol'cchar su propia 1 enlaja conlra la pc™1na que lienc, sahc 

y puede menos, sino que debe cslabkccr una relación de rcspclt> ) wmplcmcnlariedad wn ella. 

En 1érminos con>lilucionales, se maniliclla csla suhsidiaridad cnlre sociedades en la relación 

cnlrc municipios )' cnlidades frdcra1í1·as )' ícdcración. GONÚl.EZ MOIU'ÍN. Eírain, ldcm .. p:lg 

1 ·1 .. 1.1 NOTA PREVIA 
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1.2 Concepto sobre la jurisdicción 

Desde el punto de vista etimológico, jurisdicción proviene de dos 
palabras latinas:jus-derecho, y dicere, decir, o sea, decir el derecho. 

El Maestro Becerra Bautista 16 sostiene que, la jurisdicción es la 
facultad de decidir, con fuerza vinculativa para las partes, una detenninada 
situación juridica controvertida. 

Donellus17 afirma sobre este concepto que, es la potestad de cono­
cer y de juzgar de una causa, con la potestad anexa de ejecutar lo juzgado. 

Entre los elementos de las definiciones que hablan estos juristas, 
destacamos la facultad que tendrá el órgano jurisdiccional de ejecutar y 
hacer ejecutar lo sentenciado, constituyendo un elemento fundamental de 
este concepto. 

D'Onofrio18 por su parte define a la jurisdicción, como la facultad 
conferida al juez de declarar la voluntad de la ley, con efecto obligatorio 
para las partes y con relación al objeto de tal declaración y de efectuar 
todo cuanto la ley le ordena o le consiente para realizar tal fin. 

Chiovenda 19 sostiene que la jurisdicción es la función del Estado 
que, tiene por fin la actuación de la voluntad concreta de la ley mediante la 

16. Cfr. ílECEllRA llAlfflSTA, José, «El l'roceso CM/ c11 .\lé.tico•, Edil. l'orrúa S. A, IJ' edición, 

México D.F., 1990, p. 5. 

17. Cfr. DONELLUS, ci1. por BECERRA BAUTIS'li\, José, loe. cil. 

18. Cfr D'ONOFOlllO, cit. por llECEllRA BAUTISTA, José, loe. ci1. 

19. Cfr ClllOVENl>A, CÍI. por llECEllllA llAU'JlSli\,José, loc.cil. 
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substitución, por la actividad de los órganos públicos, de la actitud de los 
particulares o de otros órganos públicos, sea al afirmar la existencia de la 
voluntad de la ley, sea de hacerla prácticamente efectiva. 

Ugo Rocco,20 con el deseo de abarcar todos los aspectos que en­
cierra este concepto considera que la jurisdicción es la actividad con que 
el Estado, a través de los órganos jurisdiccionales, interviniendo a petición 
de los particulares, sujetos de intereses jurídicamente protegidos, se 
substituye a los mismos en la actuación de la norma que tales intereses 
ampara, declarando, en vez de dichos sujetos, que tutela concede una 
norma a un interés determinado, imponiendo al obligado, en lugar del titu­
lar del derecho, la observancia de la norma realizando, mediante el uso de 
su fuerza coactiva en vez del titular del derecho, directamente aquellos 
intereses cuya protección está legalmente declarada. 

Sin embargo, la jurisdicción corno parte de un procedimiento, ad­
quiere relevancia ya que es un requisito procesal, el primero y más impor­
tante de los requisitos procesales. Para que un órgano jurisdiccional pueda 
conocer una pretensión que ante él se deduzca, es necesario que tenga 
jurisdicción, es decir, que, por su fundamento jurídico- material, esté dentro 
del ámbito de su esfera de atribuciones. 

Este requisito-la jurisdicción-, respalda y cohesiona a las partes 
en la sentencia que emite el juez y que es vinculativa para las partes. La 
obligatoriedad de esta determinación proviene del sujeto que la dicta y de 
los efectos que produce. 

De esta manera se dice que el sujeto que la pronuncia es el Esta­
do, por cuyo impetium resuelve la contienda, los efectos de la vinculación 

20. C/~ ROCO, Ugo, cit. J!Or BECERRA BAUTISTA. José, loe. cit. 
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no quedan en algo especulativo, sino en algo efectivo: se aplicará la 
coacción para poder restablecer la vigencia de la norma abstracta, vio­
lada o desconocida por alguna de las partes. 

Sobre la intervención del Estado en este respecto, el maestro Jesús 
González Pérez sostiene que «es el Estado, en el ejercicio de la función 
jurisdiccional, el que satisface las pretensiones que una parte esgrime 
frente a otra; incide como tercero en una relación jurldica, diciendo con 
arreglo al ordenamiento jurfdico la pretensión ante él deducida». 21 

De esta manera, considero, que cuando es el Estado la parte o 
frente a la que se deduce la pretensión, únicamente existirá proceso -y 
función jurisdiccional- en la medida en que se dé una independencia 
real del órgano estatal al que se confla la satisfacción de la pretensión y 
la autoridad administrativa, ya que, aún cuando los dos son parte de ese 
ente único que es el Estado, deben ser realmente distintos e indepen­
dientes. Lo que sólo ha sido posible a través de una estructuración orgá­
nica del mismo en función del ordenamiento jurídico. 

De acuerdo a lo anterior, la jurisdicción imprime la fuerza sufi­
ciente para que un juez tenga la facultad de resolver y decidir una situa­
ción jurldica determinada entre dos partes, mismas que por la potestad 
que fue conferida al órgano de justicia, podrá conocer y juzgar de la causa, 
y en l>U caso, ejecutando lo sentenciado. Por ello, la independencia entre 
la autoridad demandada y el órgano jurisdiccional (para el caso del ju­
cio de nulidad que se ventila ante el Tribunal Federal de Justicia Fiscal 
y Administrativa) es indispensable. Considerando, que en la fortaleza de 

21. GON7J\1.EZ PEREZ, Jcsus, 11/Jmc/10/'rocfsal Admi11istnlli1'0Mtxlca110•, Editorial Pomia, 2' cdi· 

ción, México D. F., 1997, p. ·IS 
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la jurisdicción del Tribunal se consolida la impartición de justicia y la im­
parcialidad de la misma. 

1.3 Elementos de la jurisdicción 

El maestro José Becerra Bautista al hablar de los presupuestos 
procesales define la jurisdicción como: «la facultad de decir, con fuerza 
vinculativa para las partes, una determinada situación juridica contro­
vertida»22 y considera que dentro de dicha definición se encuentran es-· 
tablecidos los tres elementos esenciales de la jurisdicción, a saber: 

a) «La notio», que se refiere al conocimiento de la controversia, 
b) «Lajudicium» que representa la facultad de decidir y, 
c) «La execulio» que constituye la potestad de ejecutar lo 

sentenciado. 23 

Cabe señalar que respecto a los elementos que integran la idea 
o concepto de jurisdicción hay en la doctrina uniformidad en cuanto a 
los dos primeros, en el sentido de considerarlos notas esenciales; sin 
embargo no es asi en lo que se refiere a «la executio», ya que algunos 
consideran que es una consecuencia de la jurisdicción, y no asi un ele­
mento esencial de la misma. 

22. BECERRA BAUTISTA, José, op. cit, supra, nota ( 1 ), p. 6. 

211 listóricamente •la <'l!'culio" se ha considerado como el poder de ejecutar lo juzgado, que se dil'idia 

en el poder de hacer cfectil'as las sentencias en las causas en que recayere pena de mue11e, mutilación o 

destierro, y mixto, p•idcr 11ara ejecutar l:t\ senknci:is dictadas en los juicios cil'iles o en los crimina· 

les cuando la pena impuesta era inferior a las indicadas. Esta conccpci,\n de la jurisdicción no encaja 

en la realidad posilil'a ¡¡ctual, en la que le órgano jurisdiccional, generalmente, sobre todo en lajurisdic· 

ción cil'il, ju1ga y ejecuta lo jurgado. 
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. ·Podemos recordar, por ejemplo, con relación a lo anterior, lo 
que estableció la Ley española de 1856, al llevar a cabo la reforma 
del contencioso administrativo, expresa san do en la exposición de moti­
vos lo siguiente: 

... no hay ninguna razón de seguir este perjudicial modelo 
francés que lm distinguido ficliciamenle entre la mera anulación 
y la plena jurisdicción. 24 

Esta afirmación supone que la ejecución de una sentencia es una 
consecuencia del ejercicio de la jurisdicción, más no un elemento esencial. 
Lo cual supondría que aun cuando los tribunales pueden conocer y decidir 
de un asunto, no pueden ejecutar sus decisiones como consecuencia de 
un problema de competencia (entendida como el límite de la jurisdicción), 
por lo que en el caso del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrati­
va, bastaría decir que no tiene competencia para ejecutar sus decisiones. 

Sin embargo, para nuestra historia, considero lo contrario a la Ley 
Española en cita, ya que el drama y la virtud del procedimiento contencioso 
administrativo mexicano, ha sido más para el fortalecimiento de un sistema 
auténtico, autónomo, que para el detrimento de nuestra impartición de jus­
ticia administrativa. Resulta pues, fundamental reconocer el hecho de que 
efectivamente nos inspiramos en el Consejo de Estado francés, pero creo 
que hemos hecho un buen papel, ya que no nos hemos conformado con el 
sistema heredado y hemos comenzado a evolucionar en el desarrollo de 
este modelo para México, que gran parte es el objetivo del presente Ira-

24. DELOADILLO, Luis l lumbcno. •Ln odccuación del sistema tributario mc~icano, en el ilmbitodc la 

rama de libre comercio de américa del norte•. En Rt\•istade fm'f!stigacio11esJurídlcw de la UNA.lf. 

Núm. 69, Mo VI, 2' época, septiembre 1993, México D.F., pp. 56-78 
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bajo, consistente en determinar hacia dónde podrá caminar el Tribunal 
Federal de Justicia Fiscal y Administrativa en los próximos años, y sf estará 
condenado a la fusión, a la desaparición o por el contrario, a enfrentar los 
retos que se presentan y a reconocer su propia naturaleza y sobre todo, 
los requerimientos que demanden los gobernados para hacer cumplir ef 
mandato constitucional de llevar a cabo una impartición de justicia pron­
ta y expedita, dentro del marco de la legalidad, la seguridad jurídica y el 
Estado de derecho. 

Así, continuando con el tema de la «executio», y bajo la premisa 
de que el límite a la jurisdicción es la competencia, considero que existe 
sólo una clase de jurisdicción y en torno a esto me adhiero a la opinión 
de Héctor Alvarado25 que sostiene, que no puede hablarse de clases o 
categorías de ella. 

En efecto, no puede hablarse de clases de jurisdicción y es que 
sobre el tema de las sentencias o los tipos de sentencias que se emiten, 
este concepto adquiere una relevancia importante en el presente trabajo, 
aunado al concepto de ejecución. La jurisdicción incide profundamente en 
la emisión de un fallo, mismo que podrá ser, esencialmente, declarativo, 
constitutivo o de condena y que el tribunal, por la fuerza que del Estado le 
fue conferido, podrá, si el caso lo requiere, llevar a cabo la executio. No 
necesariamente se llevará a cabo en todos los casos, como por ejemplo 
en las sentencias declarativas o constitutivas. Pero si las circunstacias 
del caso to requieren y las particularidades del asunto así lo ameritan, 
el tribunal podrá, en ejercico de su potestad jurisdiccional, llevar a cabo el 
ejercicio de la executio para otros casos. 

25. Cfr ALVARADO, l Jcrtor, nl.ijurisdiccióndcl Tribwlal FiSCJI de Ja Ftdcración•cn !kl'istadc /11Wstlga­

clo11e.f Jurídicas el•• /11 ElD, núm. Correspondiente a 1984, Mt~ico ().!'., pp. 134-179. 
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En una opinión adicional por parte de Héctor Fix Zarnudio,20 consi­
dera que la jurisdicción pública tiene por objeto resolver las controversias 
que se plantean entre dos partes contrapuestas, y que se someten al 
conocimiento de un órgano del Estado, éste decide dichas controversias 
de manera imperativa y en una posición imparcial. 

Nos parece muy acertada la opinión de Rafael De Pina27 que con­
sidera a la jurisdicción corno la actividad del Estado encaminada a la 
actuación del derecho objetivo mediante la aplicación de la norma ge­
neral al caso concreto. De la aplicación de la norma general al caso con­
creto, él deduce que a veces, puede existir la necesidad de ejecutar el 
contenido de la declaración formulada por el juez, y entonces, la actividad 
jurisdiccional es no sólo declaratoria sino ejecutiva también. 

Con las ideas anteriores, considero que sólo puede hablarse de 
jurisdicción si el vencedor de un proceso puede imponer al vencido la 
ejecución forzosa de la sentencia y si la naturaleza de la sentencia hace 
posible la ejecución del fallo, de tal suerte que se pueda garantir por ese 
órgano de irnpartición de justicia, de una manera pronta y expedita, for­
talecientdo con ello al sistema jurldico que lo imparte, la calidad de segu­
ridad juridica. 

Asilo ha sostenido García de Enterria, señalando que el contencio­
so no puede limitarse a procesos puramente declarativos y retóricos, sino 
que ha de incluir procesos de condena bien via principal o subsidiaria, 
esto último, al menos, para poder imponer la ejecución de un fallo y que 

26. Cfr. FIX-ZAMUDIO. l léctor, «1111rodurcióna laJwtic/a Admi11/.rtra1iw1t11tl Orrk11a111itnto .lfexiro110•, 

El Colegio Nncional, México, D. F., 1983, p.1g. 54. 

27. Cfr. IJE PINA VARA, llafacl, «l'Jtrtcho /'roa.mi C/l'i/1, f:.di1orial romia, 19' edición, D.F .. 1990, 

p. 59. 
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dicha ejecución no quede sólo remitida a la buena voluntad de los fun­
cionarios administrativos o entendida como un mero deber moral, como 
una obligación natural, ya que sería absolutamente incoercible. 

En efecto, para el presente trabajo y sus fines consideramos que 
no sería posible sostener lo contrario, ya que el efecto claro de una emi­
sión de sentencia es su cumplimiento cabal y exacto, mismo que si el 
vencido no lo lleva a cabo, tendría que operar el poder de sustitución del 
juez, si aquél no lo hiciere por sí mismo. 

Lo anterior, bajo la tutela de un derecho subjetivo y con el objetivo 
de cumplir sentencias firmes y de prestar la colaboración requerida por 
los Tribunales en el curso del proceso y en la ejecución de lo resuelto. 

Sobre este respecto, es muy importante hacer hincapié que sobre 
el poder de sustitución que llega a tener un juez sobre la autoridad de­
mandada, se llevó a cabo en el Código Fiscal de la Federación una refor­
ma en el artículo 239, adicionándolo con una fracción IV, que posibilita 
una cierta sustitución, reconociendo en el contribuyente un derecho subje­
tivo y condenando a la autoridad a su reconocimiento, pero de esto nos 
ocuparemos más adelante, ya que los efectos en la justicia administrativa 
son muy interesantes. 

Por el momento, podemos decir que dentro de los elementos 
esenciales de la jurisdicción, la executio ocupa un lugar preponderante 
dentro de la definición de dicho concepto, opinamos que es inherente y 
que el órgano juzgador podrá echar mano de ella si las circunstancias y 
las particularidades del caso así lo requieren, pero que, por el contrario 
sería adverso para la impartición de justicia, caer en juicios declarativos, 
sin que por ello se puedan hacer uso de la executio. Evidentemente, para 
los efectos del presente trabajo y por tratarse de un tribunal administra­
tivo y de un juicio declarativo, tal vez no tendría mucho caso el presente 
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análisis, pero en función de esta necesidad jurisdiccional de hacer más 
efectiva la impartición de justicia, es que vinculamos estos conceptos, ya 
que el efecto claro de una emisión de sentencia es su cabal cumplimiento, 
mismo que si el reo no lleva a cabo, tendría que operar el poder de sus­
titución del juez, si aquel no lo hiciere por sf mismo, bajo el estandarte de 
un derecho subjetivo. 

1.4 Clasificación de la jurisdicción 

Al hablar de jurisdicción se ha considerado generalmente la si­
guiente clasificación: 

a) Por materia, ya sea civil, penal, laboral, mercantil y admi­
nistrativa, etc. 

- En el derecho mexicano se reconoce la existencia de una llamada 
jurisdicción concurrente, originada en la fracción l·A, del artículo 104 de la 
Constitución Federal, en virtud de la cual se sostiene: 

De todas las controversias del orden civil o criminal que 

se susciten sobre el cumplimiento y aplicación de leyes federa­

les o de los tratados internacionales celebrados por el Estado 

Mexicano. Cuando dichas controversias sólo afecten intereses 

particulares, podrán conocer también ellas, a elección del actor, 

los jueces y tribunales del orden común de los estados y del 

Distrito Federal. Las sentencias de primera instancia podrán ser 

apelables ante el superior inmediato del juez que conozca del 

asunto en primer grado. 

En este sentido y en aplicación de algunas leyes federales pueden 
conocer, indistintamente, a elección del actor, bien los jueces o tribuna-
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les locales del orden común de los Estados y del Distrito Federal, bien los 
Jueces de Distrito.26 

As!, la jurisdicción concurrente, originada en la fracción 1-A del 
artlculo 104 constitucional, otorga al Poder Judicial Federal una doble 
función, la propiamente constitucional, que consiste en proteger las 
garantlas individuales frente a las autoridades y en mantener en órbita a la 
justicia federal local, y la función ordinaria, dirigida a interpretar y aplicar 
la ley como cualquier juez. 

b) Por el carácter del tribunal y del procedimiento se clasifica, en 
federal y local. 

En los Estados la jurisdicción se clasifica, en federal y local. 

- La federal se ejerce sobre todo el territorio nacional, de acuerdo · · 
con las normas constitucionales, 

- La local tiene su actividad limitada al territorio de la entidad 
federativa a que correspondan los juzgados o tribunales que la 
ejerzan. 

Una y otra se distinguen no sólo por lo que se refiere a su efica­
cia territorial, sino también por razón de la materia que cada una de ellas 
está atribuida. 

Por otra parte, la existencia de «jurisdicciones especiales», cuyo 
origen se eleva en su mayor parte, al régimen de la monarqu!a absoluta 
y que fueron establecidas en consideración a las personas, con carácter 

28.1'1,r ejemplo en las dc111a11d;1\ de un juicio ordinario o cjecull''' mcrc:uu1I. puc1k 10111ctcr..c indi\llllla· 

mente. a un juenk primera in\tancia civil o a unjuc1de1hslrll<•.1wr que la k) mercanlil c1 federal 
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de privilegios, no responde hoy a este criterio, sino a motivos puramente 
objetivos y de conveniencia e interés público. 

En la actualidad las diferentes disciplinas jurídicas se han venido 
especializando, por lo que en la resolución de los asuntos y las controver­
sias surgidas de esas materias los jueces y los abogados han tenido que 
ceñir su campo de conocimiento hacia materias muy concretas y cono­
cimientos técnicos. 

Esta situación ha provocado que en ciertas ramas del derecho se 
haya tenido que abrir una jurisdicción especializada en esos conocimientos. 

Las jurisdicciones conocidas con el nombre de especiales no 
tienen hoy la connotación o el carácter que en otras épocas, en cuan­
to no se consideran ya como instituidas en beneficio del particular de 
un gremio, una clase o determinadas personas, sino que responde a 
razones de conveniencia práctica, sobre todo las que derivan de la di­
visión del trabajo, por lo que es más correcto llamarlas «jurisdiccio­
nes especializadas». 

La diversificación en cuanto los tipos de jurisdicción sólo existe y 
se manifiesta en la vida práctica, con relación a los órganos que la ejercen. 
Pero la función sigue siendo la misma: conserva su carácter y amplitud, 
y es siempre una en su esencia. 

Por ello, procesalmente, la jurisdicción conserva su unidad de 
concepto y las disciplinas del derecho son las que se van haciendo cada 
vez más prolija. 

Sobre el origen de la jurisdicción administrativa que ejercen los tri­
bunales administrativos, concretamente la que lleva a cabo el Tribunal 
Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, hablaremos en otra parte, por 
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el momento podemos decir que la jurisdicción tiene una doble clasifica­
ción que se centra en la materia y por el carácter del tribunal, como también 
por las disciplinas jurídicas que se han ido especializando cada vez más, 
pero en realidad, la jurisdicción es la misma, es única, y conserva su ca­
rácter y amplitud para impartir justicia. 

1.5 El arbitraje como sustitutivo de la jurisdicción 

Dentro de las formas de terminar una controversia distinta a la vía 
jurisdiccional y que tienen un tratamiento singular, se encuentran: la tran­
sacción, la conciliación, los convenios judiciales y el arbitraje. 

Me interesa hacer breve mención en el presente trabajo al arbitraje 
como una de las formas de dirimir controversias que ha tomado relevancia 
en los últimos tiempos. 

El arbitraje que etimológicamente viene del latln arbiter que era de­
finido como: arbiter est qui honoris causa deligitur ab his qui controver­
siam habent, u/ ex bona fide, exaequo el bono, controversiam dirima/.~ 

El arbitraje es la institución jurídica que pem1ite a las partes confiar 
.. la decisión de una controversia, a uno o más particulares. 

La institución del arbitraje resulta ser en la resolución de los asun­
tos y los negocios nacionales e internacionales un substitutivo de la ac­
tividad de los jueces,30 de tal manera que las partes pueden someter 

29. Arhi1ro es el escogido, por honorificas ra1oncs, por aquellos que 1iencn una conlrovmia, para que la 

dirima b:Lsado en la hucna fe y en la equidad . 

.10. l.1Ls panes han decidido a wmclcr al conocimienlo de un lerccro la resolución de una conlnivcrsia 

en lugar de acudir a le>s tribunales. 
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sus diferencias no a los jueces estatales, sino a personas privadas de 
jurisdicción para que sean éstas las que resuelvan una determinada 
situación jurídica. 

El arbitraje es considerado como una institución de carácter pri­
vado, en atención al origen (compromiso), que es la voluntad de las par­
tes. Las partes renuncian, en el compromiso, al conocimiento de una 
controversia por la autoridad judicial; pero no a la resolución justa del 
conflicto de interés que ella supone. Lo que hacen es restituir un órgano 
por otro. 

Considero que los árbitros no es que tengan o ejerzan una función 
jurisdiccional. Lo que sucede es que el laudo provisto de fuerza ejecutiva 
mediante la homologación, es equiparado al acto jurisdiccional. Lo que 
los árbitros hacen -y se nos hace irnportantlsimo, dice Chiovenda31- es 
preparar la materia lógica de la sentencia. 

El árbitro como verdadero substitutivo de la jurisdicción y aten­
diendo al compromiso arbitral establecido por las partes emite un laudo, 
da los lineamientos con sus conocimientos especificas en alguna materia 
abordada por los contratantes. 

Al respecto, considero que el árbitro no ejerce funciones juris­
diccionales, ya que no dice el derecho y no emite sentencias, sino que en 
función del compromiso arbitral podrá encontrar las vías idóneas para 
la resolución de la controversia pero nunca decir el derecho, de tal for­
ma que pueda resolver como un juez y resolver con fuerza vinculativa 
para las partes. 

J l. Cfr. CI llOVENDA, cit. Jl\lr BECERRA ílAlffiSli\, Jos.!, op. cit.,suprn nota (1 ), p.17. 
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No obstante lo anterior, no quería dejar pasar la ocasión para ha­
cer mención a tan importante Institución Jurídica, misma que en mi época 
de universitario fue de mi interés. Veo en ella, un instrumento muy poco 
explotado en nuestro pals y que sirve más para dirimir controversias Inter­
nacionales que asuntos del Foro domésiico. 

1.6 Caracteres de la jurisdicción 

En este punto hay que distinguir de los caracteres esenciales y 
los formales, considerando que se atribuye como caracteres esenciales 
los siguientes: 

- La facultad decisoria; 

- La facultad de coerción y, 

- La facultad de documentación. Las dos primeras, de alguna 
manera ya se comentaron a lo largo de este capitulo por lo que, 
diremos de la última significa que lo actuado ante los órganos 
jurisdiccionales debe tener fe pública. 

Se consideran como caracteres formales: 

- La existencia de un órgano especial (jurisdiccional) distinto de 
los órganos que ejercitan las demás funciones del Estado, pero 
composición independiente; 

- La igualdad de las partes, y 

- Un procedimiento preestablecido con formas predeterminadas 
que garanticen la libertad de las partes y la independencia. 
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1. 7 Límites objetivos de la jurisdicción 

El principio general es que la competencia es el llmite de la 
jurisdicción. 

. . La jurisdicción -podrfamos decir- se fracciona entre muchos 
. tribunales yjueces en porciones iguales o desiguales. Esta distribu­

. ·· ..... ciór esconel. fin obligar a las partes a acudir, precisamente, al tribunal 
. ; gi1Tipe!én~~· · . 

. :. .< '1a: do~trina tradicional sobre derecho procesal ha considerado 
· pri~cipalmente la competencia por territorio, cuantla, grado y materia. 

Se les ha llamado limites objetivos de la jurisdicción a todas las 
competencias, porque objetivamente pueden ser establecidos para 
distinguirlos de los límites subjetivos que tienen algunos jueces para co­
nocer de determinados asuntos o negocios. 

1.8 Límites subjetivos de la jurisdicción 

No es suficiente que un juez sea objetivamente competente para 
conocer de un negocio, es necesario que tenga absoluta independen­
cia respecto al negocio y a los litigantes, pues sólo siendo un tercer extraño 
a la controversia y a los interesados tertium neute, 31 tendrá la libertad 
necesaria para f armarse un juicio exacto e imparcial. 

La parcialidad trae como consecuencia la injusticia y por ello el 
legislador ha querido resguardarla creando presunciones juris et de jure 

32. Tercero imparcial. 
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que derivan de vínculos familiares de las partes con el juez, de lazos de 
amistad, de parentescos espirituales y de interés en el negocio mismo. 
En una palabra, se protege la imparcialidad e independencia que pue­
dan influir en el ánimo del juzgador para impedir la serenidad indispen­
sable para formar una convicción justa. 

Desde un punto de vista moral, el juez no debe exponerse a dar 
una sentencia injusta, aceptando antes de la resolución del asunto 
donaciones, aunque éstas sean ofrecidas espontáneamente, pues po­
dría dejarse arrostrar por ellos para dar una sentencia inicua buscada por 
el donante; no debe exigir lo más mínimo en recompensa de lo que es 
debido en estricta justicia. 

1.9 La función jurisdiccional 

Como se menciona al principio del presente capítulo, la jurisdicción 
es una función Estatal y es el Estado en el ejercicio de la función jurisdic­
cional, el que satisface las pretensiones que una parte esgrime frente a 
otra. Esto es así, ya que el Estado administra un interés público como es 
la justicia. 

De esta manera considero junto con González Pérez" que la ju­
risdicción es un requisito procesal, el primero y más importante de los 
requisitos procesales. 

Para que un órgano judicial pueda conocer'una pretensión que 
ante él se deduzca, es necesario qué tenga jurisdicción, es decir, que por 

33. Cfr. GONZALEl l'ERl:Z, Jesús, op. cil., supra nolA (4), p. 51. 
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su fundamento jurldico material, esté dentro del ámbito de su esfera 
de atribuciones. 

Con lo anterior, el Estado crea la organización como una necesi­
dad ineludible de orden, armenia y estabilización del orden jurldico, de lo 
contrario la organización social serla caótica, sostiene el jurista Andrés 
Serra Rojas. 34 

La función jurisdiccional -menciona Serra Rojas35- correspon­
de al tercer grupo de actividades del Estado (autonomlas funcionales) y 
se manifiesta en su acto fundamental que es la sentencia. 

Asl, el instrumento especifico de la función jurisdiccional es, pues, 
el poder Judicial, que si bien no agota el volumen de las actividades judi­
ciales ejerce la mayor parte de ellas. 

Pero aunque el poder judicial no absorbe totalmente la función de 
juzgar, la aspiración a que llegue a absorberla algún día, está sin duda, en 
armonía con la aplicación de la teoría de la división de poderes del Es­
tado y con la conclusión lógica que de ella debe sacarse y que, admitida, 
conduciría a la integración de los servicios que cumplen funciones juris­
diccionales fuera de la organización del Poder Judicial, dentro de la esfera 
de éste, entregando así el ejercicio de estas funciones en toda su extensión 
al poder del Estado al que en el orden de los principios corresponde, con 
exclusión de los demás. 

34. SERRA ROJAS, 1\ndrés, «Dmdro Adminl.i1ra1il'o•, t. I, Editorial Porrúa, 18' edición, Ml!.>tico DJ:, 

1997, p. 52. 

35. Loe. cit. 
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Así, el fin de ía función jurisdiccional es la aplicación de la ley y la 
ejecución de lo juzgado en caso necesario. Además podemos considerar 
también que uno de los fines de esta función está la procuración directa 
de satisfacer aquellos intereses en abstracto establecidos en el derecho 
objetivo, cuando éste no sea o no pueda ser espontáneamente actuado. 

Al respecto Rafael De Pina36 opina que «con la actividad juris­
diccional el Estado provee, a hacer eficaz la tutela consagrada en las 
normas generales, procurando en los casos singulares y particulares la 
satisfacción de los intereses que la norma general ampara cuando, por la 
razón que se quiera, llega a faltar la espontánea sumisión de los particu­
lares a los mandamientos o prohibiciones de la norma». 

Asl, el acto jurisdiccional no sirve para crear el derecho para el 
futuro, sino para hacer observar el derecho que ya ha concretado e indi­
vidualizado en el pasado. Este carácter no innovativo del acto jurisdiccional, 
si es típicamente visible en la declaración de mera certeza (con la que el 
juez se limita a declarar cuál es el precepto jurídico ya individualizado y 
aplicable a los hechos ya ocurridos), que se encuentra siempre en la base 
de toda actividad jurisdiccional. 

También cuando el juez, en las sentencias de condena y en las lla­
madas constitutivas formula un precepto jurídico diverso del primero, es 
necesario que antes reconozca, las circunstancias a las cuales la ley co­
necta el poder de formular aquel precepto diverso, que no es otra cosa 
que individualización y especificación de una norma preexistente. 

Y, finalmente, el acto de ejecución forzosa, como fase intermedia 
para alcanzar su objetivo último, crea nuevas relaciones jurídicas y extin-

36. Dll l'IN1\, Rafocl, op. cit., supra nota ( 13), p. 71. 
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gué, las preexistentes, finalidad innovativa, por que trata, en conclusión, 
• d$ h~cer observar, el precepto primero preexistente a la ejecución. 

',.' ~ .. 

C/ ··. •De lo expuesto podemos deducir que la jurisdicción es una acti­
vidad por la que el Estado-juez trata de realizar la vigencia efectiva de la 
norma jurídica violada o desconocida por los particulares. 

Por otra parte, Chiovenda 37 agrega como característica de la fun­
ción jurisdiccional, la sustitución de una actividad pública a una actividad 
ajena. Tanto en el período de conocimiento como en el de ejecución, el ór­
gano jurisdiccional desarrolla una actividad de carácter público, no ya en 
representación de otros, sino en lugar de otros. 38 

Es interesante destacar la opinión que al respecto guarda Hans 
Kelsen39 al considerar que los poderes ejecutivo y judicial crean normas 
generales solamente por vfa de excepción. Su tarea típica es crear nor­
mas individualizadas sobre la base de las normas generales creadas 
por la legislación y la costumbre, y hacer efectivas las sanciones esti­
puladas por esas normas generales y por las normas individualizadas. 

El acto por el cual-afirma Don Andrés Serra•0
- se hace efectiva 

una sanción es la ejecución, en el sentido mas estricto del término.41 

37. Cfr CI llOVENDA cit., por GONZÁLEZ l'EREl~ Jcsús, op. cil. supra nola (4), p.57. 

38. Asi como d propimriu obra por cuenla propia en los lirniles Je su derecho de propiedad, a.~f In 

adminislrnción pi1blica, en los limi1cs de su poder, obra por cuenta propia, O\) en lugar de otros. 

39. Cfr KELSEN. I fans. cit., por SERRA ROJAS, Andrcs, Ofl. cit., supra nota (20), p.36. 

40. ldem. p. 53. 

·11. Loe. cit. 
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La función ejecutiva se desenvuelve en dos ramas importantes: 

a) La función ejecutiva en sentido estricto, se relaciona con las ac­
tividades administrativas del Estado; y 

b) La función jurisdiccional resuelve los asuntos controvertidos 
que se suscitan por la aplicación de las leyes, y es también una 
actividad ejecutiva que se diferencia por su naturaleza, motivo 
y finalidad. 

La función jurisdiccional es la función que normalmente se encarga 
al Poder Judicial y se define como la acción jurfdica encaminada a la 
declaración del derecho, en ocasión de un caso determinado, contencioso 
o no y con fuerza de cosa juzgada. 

La función jurisdiccional desde el punto de vista formal alude a la 
organización constitucional que asigna la tarea de ejercer dicha función al 
Poder Judicial de la Federación, fundamentalmente para preservar el 
Derecho. La función jurisdiccional llamada también función judicial'2 des­
de el punto de vista formal, es la actividad que normalmente corresponde 
al Poder Judicial. 

La función jurisdiccional-<:oncluye don Andrés Serra Rojas'L 
es una actividad del Estado subordinada al orden jurídico y atributiva, 
constitutiva o productora de derechos, en los conflictos concretos o par­
ticulares que se le someten para comprobar la violación de una regla de 

·12. t\clos que deben considerarse fom1almcn1cjurisdiccion:ilcs; su propósih1 es rcalim la jus1icia en el 

marco que cllnhkccn las leyes. 

43. SEIUv\ ROJAS, Andrés, op. cil., supra, nota (20), p. 65. 
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derecho o de una situación de hecho y adoptar la solución adecuada. Esta 
. ·actividad da solución a un conflicto de intereses. 

En este sentido podernos decir en resumen que, la función juris­
diccional es la realización de la facultad de resolver las controversias que 
se le presenten al órgano competente, es la concretización de la facultad 
de decir el derecho con fuerza vinculativa para las partes una detenninada 
situación jurídica. 

1.1 O La jurisdicción contencioso administrativa 

Al1ora bien, de acuerdo al tema que estamos desarrollando en el 
presente apartado, y como ya mencionarnos anteriormente, la jurisdicción 
de la cual gozan los representantes del Estado, que es el único que tiene 
el ius imperi para delegarla a los funcionarios jurisdiccionales, podrán, de 
acuerdo a las ramas del derecho, encontrar su especialización. De esta 
manera es corno existen jueces y magistrados que conocen diversas dis­
ciplinas jurídicas. Es decir que se enfocan al estudio y al conocimiento de 
alguna materia en particular para hacer una justicia pronta y expedita. 

Es de esta manera como se ha estudiado y desarrollado en 
nuestro país, el estudio de la jurisdicción contencioso administrativo, que 
dentro de la doctrina, Cabanellas se ha considerado como <da jurisdicción 
encargada de resolver las cuestiones surgidas entre los particulares y la 
Administración»:~ 

En este orden de ideas, la relación juridica que se establece entre 
el particular y la Administración Pública, generará eventualmente conse-

44. C1\llANELl.AS, «l>iccio11ariotl1• l\'rt'cho Usual•, Tomo I, pjg. 491. 
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cuencias de índole contenciosa que tiene su origen precisamente en el 
momento en que el particular no está de acuerdo con una decisión del 
Poder Ejecutivo y opta por reclamarla dentro de los causes legales. 

Así, la problemática que nutre lo contencioso-administrativo surge 
cuando la administración en ejercicio del interés público, que es el que re­
gula sus actos, al actuar, toca derechos ya sean originales o adquiridos, 
pretendiendo apoderarse de ellos o causarles un perjuicio, en este su­
puesto nace lo contencioso, es decir, la posibilidad o la necesidad que 
tiene el particular de defenderse del perjuicio o del resquebrajamiento 
de su derecho. 

En efecto, uno de los presupuestos para la procedencia del juicio 
contencioso-administrativo, es que el acto o resolución que se impugne 
afecte derechos subjetivos~5 del demandante. Esto de vital impor­
tancia para el presente trabajo de tesis, ya que, para acudir al órgano 
contencioso administrativo y solicitar el ejercicio de la jurisdicción al caso 
concreto, el actor debe estar debidamente legitimado. De ahí la impor­
tancia de decidir en una sentencia con fuerza vinculativa para las partes 
la solución al caso. 

Asl, el interés jurldico, reputado como un derecho reconocido por 
la ley, no es sino lo que la doctrina jurldica conoce con el nombre de derecho 
subjetivo, es decir la facultad o potestad de exigencia que consigna la 
norma objetiva del derecho. El derecho subjetivo supone la conjunción en 
esencia de dos elementos inseparables, a saber: una facultad de exigir y 
una obligación correlativa traducida en el deber jurídico de cumplir dicha 

H. La doc1rina corno la jurisprudencia han considerado que el interés jur!dico se idenlilica con el dcrc· 

cho subjetivo. 
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exigencia, y cuyo sujeto, desde su posición sirve para saber clarificar en 
derechos subjetivos privados o públicos.46 

En este orde de ideas, en el campo del derecho administrativo la 
aplicación de la relación jurídica tiene lugar con el surgimiento del Estado 
de Derecho, con el cual se transformó al individuo de un sujeto de poder a 
un sujeto de derecho, al someter al derecho a la actuación del estado y 
proteger los derechos subjetivos del gobernado. 

Cuando en esa relación, de derechos y obligaciones, uno de los 
sujetos es la Administración Pública, se le denomina jurfdico-adminis­
trativa. Pero tendrá tal carácter cuando esos derechos y obligaciones 
estén regulados bajo un régimen de derecho administrativo, puesto que si 
aquéllas surgen por el sometimiento de la Administración a normas de 
derecho privado, la relación que se produzca tendrá dicha naturaleza. 

Así, el sujeto activo y el sujeto pasivo puede ser cualquiera de los 
dos, ya que, la titularidad de derechos y obligaciones puede recaer en 
ambos sujetos. 

A través de la relación jurídico-administrativa se tutela y sega­
rantizan los derechos y deberes de la Administración y de los adminis­
trados recíprocametne, por lo cual se encuentran en una situación jurídica 
especial. En tal virtud, es posible que con el derecllo subjetivo el afectado 
pueda solicitar la anulación del acto de autoridad y la indemnización por 
los daños y perjuicios causados por el desconocimiento de esa situación 
jurídica, en cambio, con el interés legitimo no se podrá solicitar indem­
nización alguna pero sí la anulación del acto ilegal. 

·16. Sabemos ni rc~pcclo que pueden llegar a cxiMir otro lipo de intereses diversos ni jurldi1.'0, romo el inlc· 

res legitimo)' el interés simple. 
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Por su parte, en el interés simple dado que sólo autoriza presen­
tar quejas o denuncias son los actos o actuaciones ilegítimas, ello no 
otorga el derecho de obtener la anulación de la actuación administrativa. 
Veremos más adelante al hablar de los diversos tipos de contenciosos, 
como este comentario en torno a los diversos tipos de interés con que se 
presenta un sujeto es corno adquiere importancia. 

Nuestra meta es llegar hasta el procedimiento contencioso 
administrativo, jurisdicción que se ventila ante el Tribunal Federal de Jus­
ticia Fiscal y Administrativa, con las transformaciones que ha tenido será 
indispensable ir descubriendo y determinando el tipo de jurisdicción a 
que pertenece, con base en su propia evolución, en las necesidades 
juridicas de los gobernados y por el tipo de derechos que protege, saber 
que ha sido del contencioso de anulación a que dio origen la Ley de Justi­
cia Fiscal. 

En este sentido, y enfocando este estudio a nuestro tema, corres­
ponde analizar dentro del orden de la teoria general del proceso la 
distinción entre jurisdicción por anulación y jurisdicción plena. 

1.11 El tribunal de anulación y el tribunal de plena 
jurisdicción 

Para poder tocar y entender este tema, es necesario que revise­
mos desde sus orlgenes las figuras en cuestión, y bajo la lupa y el contexto 
del derecho francés conocer sus fines. 

1.11.1 Antecedentes de los tipos de contencioso 

En el derecho francés para que surja un proceso administra­
tivo, es necesario que una persona pida algo de un órgano de la juris-
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dicción administrativa, frente a otra persona distinta del autor del 
acto administrativo que se impugna por estimar que éste no se ajusta 
a Derecho. 

Así, el demandante debe fijar qué es lo que va a pedir a los órganos 
de la jurisdicción administrativa y saber distinguir esto, para pedir a los 
diversos tipos de contencioso que hay, a saber: 

1. El Contencioso de anulación 

2. El Contencioso de Plena Jurisdicción 

3 .. El Contencio.so de represión 

4. El Contencioso de Interpretación 

De los contenciosos en cita, son los dos primeros los que adquie­
ren relevancia para la distinción los dos grandes tipos de Contenciosos 
Administrativos y los que nos importan para el presente trabajo. 

A) El Contencioso do Plena Jurisdicción 

En sus orígenes, este contencioso funcionaba en Francia como el 
llamado Contencioso de la Imposición y según los tratadistas france­
ses, entre ellos Louis Deán Trotabas, señala al respecto: 

El contencioso fiscal no tiene por objeto precisar los de­
rechos subjetivos del contribuyente como generalmente se 
piensa, sino más bien precisar su estatuto y controlar el poder 

fiscal. El contencioso fiscal tiene esencialmente por objeto 
controlar la actividad del fisco, del poder fiscal y no la defensa de 
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los derechos subjetivos de los contribuyentes. La cuestión plan­
teada al juez fiscal tiende, a investigar primero si un acto o un 
hecho de imposición es contrario o no a la legalidad fiscal orga­
nizada por una ley a la que está sometido el contribuyente. El 
juez de la causa debe determinar esa ley e investigar si el direc­
tor fiscal la ha respetado. 47 

En este comentario se deja entrever el postulado de la igualdad 
ante el impuesto, que consiste en una situación general e impersonal que 
implica una igualdad de tratamiento, ante la cual los contribuyentes se 
benefician, la cual, guarda gran similitud con el principio que en nuestro 
derecho establece la fracción IV del articulo 31 Constitucional. 

No fue hasta que el Consejo de Estado, en 1962, proclamó con vi­
gor que el Contencioso de la Imposición correspondía por naturaleza al 
Contencioso de plena jurisdicción, y donde el juez tiene las más amplias 
facultades y no se limita únicamente a anular la resolución o procedimiento 
de la autoridad, como corresponde a un Contencioso de anulación. 

Asi, en el derecho francés, este contencioso consiste funda­
mentalmente en un reconocimiento jurisdiccional de un derecho subjeti­
vo violado y la reparación de esa violación por la reforma del acto que 
lo vulnera. 

4 7. Cfr TRffli\llAS, l.ouis, • l.<11111/urr juricliqut e/u ccm/tntir1u fiscal tn /Jruit franca is., Mélangue1 

l lnuriou 1929, pág. 709, citado por COZIAN, Mauricc, en la Coníerencia Ma~i1tral • fJContrnciruu 

flm1/ tll Fre111cia. a11tr los Tri/o111u1fn Jucliclalrs y Aámi11ú1ra1ims •. puhlicada en Memorias del pri· 

mcr Cl1ngrcso Internacional <le Ju1ticia focal y Administrativa, Tomo\', Tribunal focal de la Fcde· 

mción, Primera Edición 1982, pág. 7(•. 
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El juez que conoce del recurso de plena jurisdicción en primera 
instancia es el juez del Derecho Común, bajo la apelación ante el Con­
sejo de Estado, y una vez que se constata la existencia y la violación del 
derecho subjetivo; y se afirma que el contenido de Plena Jurisdicción es 
tal porque protege un derecho subjetivo del contribuyente, procede a dictar 
su resolución en la cual no sólo anula el acto administrativo impugnado, 
sino que al dictar su resolución condena a su emisor, a quien obliga a que 
respete latu sensu el derecho subjetivo reclamado, e inclusive, puede 
reformar o substituir el acto administrativo impugnado, produciendo sólo 
efectos de cosa juzgada entre las partes. 

La legitimación activa en este contencioso se cumple invocando 
un derecho subjetivo violado, y se conoce también como contencioso de 
fondo por estimar que constituye las decisiones por las cuales la juris­
dicción administrativa juzga el fondo de las demandas suscitadas parios 
actos administrativos. 

El juez que conoce de este contencioso tiene las más amplias 
facultades, por lo que puede llegar incluso a condenar a la Administra­
ción a cubrir indemnización por daños y perjuicios; es decir, se reconoce 
plenamente al juez potestades de reformar, diferencia del Contencioso de 
Anulación, el cual se considera en este orden subsidiario o extraordinario. 

B) El Contencioso do Anulación 

El Contencioso de anulación en Francia sólo tiene origen por la 
promoción del recurso por exceso de poder, cuyo único propósito es el de 
establecer una vía procesal idónea para recurrir un acto por existir inar­
monla entre el mismo y la Ley. Es decir, un control de la legalidad, como se 
le ha llamado. 

45 



Este contencioso nace como un recurso semi-administrativo, bajo 
el principio de jurisdicción retenida, que consiste en que sus resoluciones 
van a ser proyectos, que serán revisables de oficio por el titular de la rama 
administrativa en la que encuadre el asunto debatido. Lo que va a signifi­
car que es la propia administración la que administra y juzga. 

Es a partir de la Ley del 24 de mayo de 1872, fecha decisiva en la 
evolución del Consejo de Estado, pues se va a confiar al alto cuerpo con­
sultivo la facultad de decidir por si los litigios administrativos, y que marca 
el nacimiento de lo que se llamará jurisdicción delegada en a diferencia 
de la jurisdicción retenida, sus resoluciones ya no serán revisables por 
ningún órgano ministerial; en que se inicia una franca transformación del 
recurso para llegar a jurisdiccional. 

Los vicios por supuesto exceso de poder, y que constituyen las 
causas de anulación de los actos de la Administración y únicos motivos 
de procedencia del recurso, son cuatro, a saber: 

1. La incompetencia 

2. La violación de las formas 

3, El desvlo de poder 

4. La violación de la Ley 

En cada uno de estos supuestos, el derecho francés otorga el ago­
tamiento del recurso, y cada caso en particular presenta distintas hipó­
tesis de anulación, siendo imposible abarcar todos estos temas en el 
presente trabajo. Pero hacemos hincapié, para referir al lector al sub­
título denominado «Causas de ilegalidad de las resoluciones adminis­
trativas», donde aplicamos este estudio en el articulo 238 del derecho 
fiscal mexicano. 
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1.11.2 Distinción entre el contencioso de anulación y el 
de plena jurisdicción 

En sus orlgenes no existía distinción entre este tipo de contenciosos, 
fue hasta 1864 cuando se llevó a cabo tal distinción. 

En un principio se llevó a cabo la distinción de acuerdo a los po­
deres del juez, entendiéndose que, en el de plena jurisdicción se puede 
llegar a condenar a la Administración a realizar el pago o indemniza­
ción por daños y perjuicios, si es que proceden, mientras que en de 
anulación, únicamente ha de limitarse a declarar la ilegalidad del acto. 
Distinción, que es la que ha llegado a diferenciarlos tanto en la juris­
prudencia, como en la doctrina actual. 

La diferencia fundamental pues, estriba en la función de la natu­
raleza de los poderes del juez, asi como en las pretensiones del de­
mandante (derechos subjetivos de los que goza); así pues, lo intentado 
en el contencioso de anulación, el órgano jurisdiccional debe limitarse 
única y exclusivamente a anular el acto o procedimiento llevado a cabo 
por la autoridad administrativa, en el de Plena Jurisdicción puede adoptar 
cuantas medidas sean necesarias para satisfacer las pretensiones 
del demandante. 

Sobre las materias que versa el contencioso de plena jurisdicción 
la doctrina ha considerado las siguientes: 

1. Responsabilidad de la administración 

2. Contratos 

3. Contribuciones directas 

4. Materia electoral 
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5. Funcionarios, cuandono es posible satisfacer las pretensiones 
con la anulación. -

6. Aquellos establecimientos que sean incómodos, insalubres y 
peligrosos. 

Es importante hacer notar al lector, que el contencioso de anula­
ción es importado a nuestro pafs y que le atribuye la Ley de Justicia Fiscal 
al entonces Tribunal Fiscal de la Federación, hoy Tribunal Federal de 
Justicia Fiscal y Administrativa, en su nacimiento en 1936. En este tipo 
de contencioso, lo que se solicita del órgano jurisdiccional, es la anula­
ción de un acto administrativo, por existir inarmonia entre el mismo y la ley. 

Asf, y como se vio en sub incisos anteriores, el Consejo de Estado 
francés, ha determinado las diversas modalidades de violación a la Ley; y 
que son los casos de anulación ya estudiados y establecidos para la 
procedencia del recurso por exceso de poder y que tradicionalmente son: 
la incompetencia, los vicios de fonna, violación de la Ley y de los derechos 
adquiridos y la desviación de poder_ 

De esta forma, si cualquiera de los cuatro casos se señala por el 
Consejo que existe violación a la Ley, su resolución declarará en nom­
bre del pueblo francés, que el acto administrativo es nulo, limitándose a 
declarar dicha nulidad, cuyos efectos son retroactivos_ En ella el órgano 
jurisdiccional no puede sustituir a la Administración, por lo que no puede 
dictar algún acto en sentido contrario, o reformar el acto que ha sido anu­
lado, sino únicamente declarar la nulidad en la que constatando el error de 
Derecho cometido por la administración, declara que el acto está afectado 
de ilegalidad. 
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Algunos autores franceses, 48 destacan el hecho de que el órgano 
jurisdiccional pueda dar diferentes mandatos a la Administración, ésta 
última situación no ha sido aceptada del todo por el Consejo de Esta­
do, que reconoce que la anulación, sólo puede producir dos tipos de 
obligaciones para la administración y que constituyen los efectos jurídi· 
cos-materiales de la sentencia en este tipo de contencioso, que son: 

Negativos.- En los que la Administración debe abstenerse de dic­
tar medidas ejecutorias del acto anulado. 

Positivos.- En los que la Administración debe adoptar cuantas 
medidas sean necesarias, para reestablecer la situación que hubiera 
existido, si el acto anulado no hubiera sido dictado jamás. 

J.I. Cfr. l'OUSSI ERE. • Ri•cours ¡iour tlcts ¡/~ pual'Oír. lcs rffe/J • OON7.,\ LEZ PÉREZ. Jcsüs, Derecho 

Procesal Adntinimntivo, Tomo 1, Segunda Edición, lns1i1u10 de Estudios l'olllicos, Mndrid, l 9SS, 

pág. 35-1. 
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11. La jurisdicción 
administrativa contenciosa 

en México 



LA JURISDICCIÓN ADMINISTRATIVA 
CONTENCIOSA EN MÉXICO 

2.1 El contencioso administrativo 

El desarrollo de la justicia administrativa en nuestro país nos lleva 
a considerar, primero las raíces mismas del tema, las cuales podrlamos 
dividir en dos, una de carácter histórico y otra de carácter ideológico, 
entendiendo por la primera el movimiento político social de la Revolución 
Francesa de 1789, que marca el inicio del derrumbe de las monarquías 
absolutas, en el cual los gobernados tratando de tener derechos y no tan 
sólo deberes, iniciaron las rebeliones y movimientos encaminados a 
establecer un límite a la voluntad del rey, tomando como bandera el espíri­
tu revolucionarios del pensamiento individualista, que como segunda raíz 
la de carácter ideológico, inicia el establecimiento de los principios fun­
damentales de los derechos de los particulares, cuyo origen y esencia se 
encaminó en un principio a combatir la voluntad omnímoda del monarca 
en el Estado absoluto, Estado en el que se fundían en el príncipe los tres 
poderes clásicos de legislar, administrar y enjuiciar, el combate a este ti­
po de estado originó la semilla de un nuevo carácter tanto económico como 
social y político, pero fundamentalmente jurídico de la vida estatal, nos 
referimos a lo que se conoce con el nombre de« Estado Constitucional o 
Estado de Derecho», tema del que hablamos al inicio del presente trabajo. 
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En un inicio fue el pensamiento individualista el movimiento que 
entregó a los gobernados los instrumentos legales para la defensa de sus 
derechos e intereses legltimos, estableciendo un limite de carácter jurfdi­
co a la voluntad estatal, es decir; teniendo como finalidad el debido control 
legal de los actores estatales. 

No es posible pensar en la instancia de una Justicia Adminis­
trativa desvinculada de la noción primordial de un Estado de derecho. 
Entendiéndose por el mismo «la construcción jurídica del Estado, que nos 
entrega un estado dividido en: Poder Ejecutivo, Poder Legislativo y Poder 
Judicial, (con el antecedente lógico de la separación de sus funciones: 
Administrativa o Ejecutiva, Legislativa y Judicial); controlado jurídica y 
jurisdiccionalmente en su actividad, (principio de legalidad y justicia 
administrativa); limitado jurídicamente por el respeto que debe a los de­
rechos del particular, (competencia constitucional y legal)».1 

De esta forma, el nacimiento del Estado de derecho trae como 
consecuencia que los órganos que lo integran, realicen funciones, que en 
cumplimiento de sus atribuciones, estén reguladas por la Ley y normadas 
por el Derecho, pasando de la monarqula absoluta al imperio de la Ley 
con la plenitud del derecho, es por ello que se afirma que el Estado de 
derecho «es aquél Estado que elabora y realiza un derecho propio, 
aplicable a todas las manifestaciones, de la actividad del estado y al estado 
mismo r.omo generador de esa actividad»2 • definición de la cual se consti­
tuyen las partes orgánicas que estructuran el ser del Estado de Derecho. 

El establecimiento del Estado de derecho trajo consigo el princi­
pio de legalidad, que consiste fundamentalmente en que ningún órgano 

1. NAVA NEGRETE. Alfonso, op.cit, supra 11111a (2), pág 22 

2. l'OSADAS, Adolfo,• Tratado di• /Jmcho l'"li:ico., To11111 I, pág. 450, 5' edición. 
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del Estado puede tomar una decisión individual que no se conforme a una 
disposición general anteriormente dictada. 

Bajo el imperio del Estado de derecho se instauran tres aspec­
tos fundamentales: la separación de funciones, la regulación jurídica del 
proceso de elaboración de los actos del Estado, y el control de ellos en 
defensa de los derechos de los particulares. En el Estado de derecho es 
la normación jurídica de la Administración la que regula la legalidad de 
los actos administrativos y muy especialmente la no injerencia de la 
administración en los derechos e intereses legítimos de los particulares, 
sino con arreglo y en los casos que el derecho así lo determine, estable­
ciendo asimismo un control de legalidad de los actos administrativos, con­
trol jurídico y jurisdiccional que constituye la esencia del Estado de dere­
cho, estableciendo la diferencia fundamental con Estados totalitarios, que 
no tenfan límite en la arbitrariedad, capricho y despotismo, atributos que no 
tiene lugar en el Estado de derecho, que establece garantías de defensa 
los particulares y contribuyendo a la mejor realización de los principios de 
legalidad, seguridad jurídica, mediante la separación de poderes, lo que 
implica una circunscripción de competencia que complementa para for­
mar la unidad de poder del Estado, poder que se deslinda en parte por 
razones de orden funcional y ético, Estado que reconoce y protege la 
existencia de derecho subjetivo de los particulares. 

Así en la actualidad, el Juicio Contencioso Administrativo que encua­
dra en lo que se denomina sistema continental europeo, que no es otro 
que el del Derecho Procesal Administrativo Francés, corno acontece en 
nuestro país actualmente nos hace pensar en que un modelo que nos fue 
dado, ha funcionado desde 1936 a la fecha, pero que la urgente necesidad 
de la consolidación del sistema de impartición de justicia en cumplimien­
to del mandato Constitucional que exige, que aquélla deberá de impartirse 
de manera pronta y expedita, obligará y está obligando a la evolución de 
las instituciones, como al propio Tribunal Fiscal de la Federación hoy Tri-
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bunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa ha revalorar su natura~ 
leza y encaminar sus logros hacia un avance a la plena jurisdicción para. 
contribuir a esta idea, a este hito que es la Seguridad Jurldica y formar un 
verdadero Estado de derecho. 

Con estas ideas, demos paso al estudio sobre el contencioso ad­
ministrativo en nuestro pals y comencemos diciendo que con lo vertido 
anteriormente, estaremos de acuerdo en considerar que la administración 
requiere someter sus actos a ciertas formas judiciales de procedimiento. 

Una parte importante del procedimiento administrativo está tomada 
de la Teorla General del Proceso de la cual se han adoptado importantes 
instituciones, conceptos y teorías.3 

Durante mucho tiempo el derecho procesal ha sido estudiado como 
un cuerpo de conocimientos autónomos y como una importante rama del 
derecho público general. 

Los procedimientos judiciales forman un sistema de normas obli­
gatorias para funcionarios judiciales y particulares, en la secuencia que 
conduce a la sentencia y a su cumplimiento voluntario o coactivo según los 
casos. Son-como afirma Andrés Serra Rojas•- procedimientos que 
corresponden al desenvolvimiento de la función jurisdiccional, e implican 
en forma frecuente, una controversia judicial. 

A diferencia del procedimiento judicial, el procedimiento adminis­
trativo propiamente dicho, y el contencioso administrativo son relativamen-

3. Cfr. N1\VA NEGRETE, Alfonso, op.cit, supra nota (2), pág. 409. 

4. SERRA ROJAS, Andrés, op. cit., supra nota(20), p~g. 288. 

54 



te nuevos, pues su configuración surge del siglo XIX, con la aparición del 
derecho administrativo. 

El procedimiento contencioso administrativo, es un procedi­
miento de tipo jurisdiccional, que implica la afectación de un interés par­
ticular y en ocasiones de un interés público como en el procedimiento de 
lesividad, y es la forma o manera de actuar o de conducirse en juicio, an­
te tribunales administrativos o ante tribunales judiciales que conozcan de 
las controversias de los particulares por un acto de Administración que 
los agravia. 

En una teoría sostenida por el gran jurista español Jaime Guasp 
Delgado,5 opina que el proceso administrativo no es otra cosa que sino un 
proceso singularizado, mencionando que el contencioso administra­
tivo en su verdadera naturaleza procesal, es una forma de control de los 
actos administrativos y constituye una revisión jurisdiccional o proceso de 
impugnación de los actos administrativos ineficaces. Por lo que, este pro­
cedimiento ha dado origen al moderno derecho procesal administrativo, 
y se apoya en los principios generales del derecho procesal o conjunto de 
normas que regulan el proceso administrativo. 

Hay también actividades jurisdiccionales de la Administración 
que no dan origen al contencioso administrativo, porque no son controver­
sias entre un particular y la Administración, tales como los procedimientos 
administrativos de oposición, los juicios agrarios, los conflictos obrero 
patronales y otros. 

S. Cfr. GUASP Df:LGADO, Joimc, cit., por GONZALEZ PERE7., Jcsus, op. cit., supra nola (4), p. 67. 
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. En nuestra legislación el contencioso administrativo se manifiesta: 

a) En l~s controversias ante el Tribunal Federal de Justicia Fiscal y 
· Administrativa en procedimientos de anulación, a través de los 

procedimientos tributario. 

•; b)Ante el Tribunal Federal de Conciliación y Arbitraje de los ser­
vidores públicos. 

El contencioso administrativo del Distrito Federal. 

d) El contencioso administrativo material del cual conocen los Tri­
bunales Judiciales Federales en las Controversias entre los 
particulares, los estados y la Administración en relación con el 
articulo 104, fracción 1 de la Constitución, el Código Federal del 
procedimientos Civiles y la Ley Orgánica del Poder Judicial 
de la Federación. 

De este modo, el maestro Eduardo Pallares6 define a la jurisdic­
ción contenciosa administrativa como «aquella facultad de los órganos 
competentes que se proponen poner término a los litigios que tengan lugar 
por actos de la autoridad administrativa que, lesionen los derechos de los 
particulares o de las personas morales, sean de orden privado o de orden 
público cuando dimanan de una autoridad administrativa incompetente, 
violen la ley aplicable al caso o constituyan un abuso de poder». 

6. PALLARl~S. Eduardo, «IJell!c/10 froccml Aclml11iJtra1ivo• Editorial l'ornia, 2'cdición, México. D.F., 

1979, p. 74. 
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~· Por su parte, Rafael Bielsa1 -administrativista argentino-, 
.· define la jurisdicción contencioso administrativa como una «función 
qu~ tiene por objeto aplicar en casos contenciosos las normas positi-
vas administrativas». 

2.2 Antecedentes del Tribunal Federal de Justicia Fiscal 
y Administrativa 

A continuación estudiaremos brevemente, los antecedentes de la 
justicia administrativa en nuestro pal s. 

La justicia administrativa en México, tuvo en sus albores un 
desarrollo inicial al amparo de tribunales ubicados en el Poder Judicial, 
siguiendo la tradición hispanica y el sistema judicialista o angloameri­
cano, en virtud del cual son los tribunales ubicados en el Poder Judicial 
los destinados a resolver las controversias que se susciten en mate­
ria administrativa. 

Asl las Audiencias Reales de las Indias, el Real Consejo de Indias 
y la Junta Superior de Hacienda, resultan un ejemplo de estos tribunales, 
que ejercieron su labor a lo largo del siglo XVIII. 

No obstante, en virtud de que dichos órganos judiciales ejercian 
su jurisdicción en nombre del rey, en quien residla la Suprema Jurisdic­
ción, no contaban con independencia alguna para ejercer su función, por 
lo que la justicia administrativa no encontraba en ese entonces, aún su 
plena autonomía.ª 

7. lllELS1\, Rníacl, •Sobre lo CrJ11W1cwso.ldmi11ü1rr11im•, l:ditorialCastc!l·i, Ar~cntina. 1975, p.34. 

S. Cfr. l'Al.l.ARES. Jacinto, •f/ p<>da jud1wl1. Ed1t. lmprcn1a del Comercio de Nabor ChA1cz. págs. 

28 y 29. 
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En la lucha de México por su Independencia, aún no se conoce el 
Contencioso Administrativo (1808-1812). 

En la Constitución de Cádiz, misma que fue jurada en la Nueva 
España el 30 de septiembre de 1812, señalaba que los jueces o tribuna­
les no podían ejercer otras funciones que las de juzgar y hacer que se 
ejecute lo juzgado, no obstante dentro de las disposiciones contenidas en 
dicho ordenamiento constitucional no era posible enjuiciar al Poder 
Ejecutivo o administrador depositados en la persona del Rey (España) o 
Virrey (Nueva España), pues se decía que era sagrada e inviolable, y 
no podía estar sujeta a la responsabilidad de quien tenia que cuidar que 
se administre pronta y completamente la justicia. 9 

En la Constitución deApatzingán de22 de octubre de 1814, impe­
dla la radicación de un tribunal en la esfera del ejecutivo. Y no se reconocia 
la existencia de la materia Contencioso-Administrativa. pues el Supre­
mo Tribunal de Justicia (cuerpo judicial), sólo conocla causas civiles y 
penales. 10 

Por su parte la Constitución federal de los Estados Unidos Mexi­
canos sancionada por el Congreso General Constituyente el 4 de octubre 
de 1824, la justicia administrativa se encontraba todavla en sus primeros 
pasos, pues aún no se habla reconocido plenamente, no obstante, persiste 
la existencia de los tribunales ubicados en el poder judicial, continuando 
con la tradición judicialista o angloamericana. 

9. Cfr. TENA RAMIREZ, Felipe, •Lqts Fu11damt11tales de Mbico JSOS-/9SJ•. 12' edición, Edit. 

l'orri1a, S.A., México. 1983. 

1 O. ldcrn. l':lgs. 29 )' 33 
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Más tarde y debido esencialmente a la lucha política que se sus­
citaba entre el partido conservador y el partido liberal, el primero 
propugnaba la reforma radical del gobierno proponiendo el centralismo, 
mientras que el segundo aceptaba la idea del cambio y reforma de la 
Constitución pero sobre el principio de no cambiar la base del gobierno 
federal; convertidas las Cámaras Legislativas de la Constitución de 
1824 en Congreso Constituyente emitieron los proyectos de Bases 
Constitucionales, que una vez aprobados en 1835 se intitularon «Bases 
Constitucionales expedidas por el Congreso Constituyente el 15 de 
diciembre de 1835» que terminó con la forma de gobierno que se adoptó 
en la Constitución de 1824 para tomar la forma centralizada de gobierno, 
estas bases constituyen el primer precedente que instituye el procedimien­
to Contencioso Fiscal en el derecho nacional. 

No obstante el tribunal que conocerá de los asuntos contenciosos 
en materia de Hacienda Pública no estarían comprendido en el ámbito del 
Ejecutivo, conforme a la idea francesa, sino en el judicii:ll, afirmación tal, 
que se entiende de la Base Cuarta, que prohibe la reunión de los pode­
res Ejecutivo, Legislativo y Judicial en ningún caso y bajo ningún pretexto. 

Con la Ley para el Arreglo de lo Contencioso-Administrativo y su 
Reglamento de 25 de mayo de 1853, de Don Teodosio Lares, se consti­
tuye por primera ocasión en nuestra legislación un tribunal administrati­
vo, que conocería de materia contencioso administrativa, estableciendo 
un proceso de justicia retenida, que significaba que sus resoluciones cons­
tituían menos proyectos que serían revisables por el titular del ramo ad­
ministrativo al que se refiera el asunto debatido, dicho tribunal se nombró 
Consejo de estado, al igual que su símil francés, que se imitaba, y no llegó 
a tener la importancia que debería, pues la vigencia de la ley fue efímera. 

Con la Constitución Federal de los estados Unidos Mexicanos de 
5 de febrero de 1857, la materia contencioso administrativa correspondió 
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única y exclusivamente a los tribunales ubicados en el Poder Judicial, tales 
corno la Suprema Corte de Justicia, los Tribunales de Circuito y los Tri­
bunales de Distrito, previendo que la tramitación y la resolución ante di­
chos órganos jurisdiccionales debería de respetar en todo tiempo las 
garantlas individuales y la soberanía de la Federación y los Estados. Dicha 
competencia derivó de lo instituido por la Carta Magna, en su articulo 
97, al establecerla para todos los conflictos que surjan con la aplicación 
de las leyes federales. 

Con la Constitución de 1917 aprobada en Querétaro el 5 de febrero 
de ese año, la materia contencioso administrativa no fue excluida de la 
competencia de los tribunales ubicados en el Poder Judicial, siendo las 
vlas procesales aptas para encausar las resoluciones de las controver­
sias administrativas, el juicio de garantías y el proceso de legalidad que 
terminaba en tercera instancia con el recurso de súplica, y que pos­
teriormente con la vigencia de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la 
Federación 1934, se encarga expresamente a los jueces del Distrito y a 
los Tribunales de Circuito el conocimiento de dichas contiendas, por lo 
que se continúa con la tradición judicialista. 

No fue sino hasta la Ley de Justicia Fiscal, expedida el 27 de Agosto 
de 1936, por el Presidente Lázaro Cárdenas, en uso de sus faculta­
des extraordinarias en materia hacendaria que le fueron concedidas por 
el Congreso de la Unión, siendo el primer ordenamiento regulador de la 
justicia administrativa en nuestro pals. 

En efecto, con la Ley de Justicia Fiscal se crea por primera vez 
en nuestra legislación un Tribunal Administrativo que imitando el sistema 
de justicia administrativa francesa, conoce controversias administrati­
vas, especificamente las de Indo le fiscal y situando dentro de la estructura 
del Poder Ejecutivo Federal. 
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En la exposición de motivos de la Ley se señaló en forma nítida 
y clara el propósito que perseguía el Ejecutivo al crearse el Tribunal, 
al señalar: 

El de que tome nacimiento y se desenvuelva un órgano 
que prestigie en México una institución como la de la justicia 
administrativa a la que tanto deben otros paises en punto a la 
creación del derecho que regula los servicios públicos. 11 

El Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa fue creado 
inicialmente para conocer de las inconformidades que tuvieran los contri­
buyentes por el cobro de impuestos que les hubieran determinado las 
autoridades hacendarias, con competencia territorialmente en todo el pals. 

La exposición de motivos de la Ley en cita, continúa diciendo: 

... es de esperarse se construya alrededor de principios 
uniformes capaces de integrar un sistema, de manera que en el 
futuro venga a sustituir, con ventaja a las disposiciones admi­
nistrativas que actualmente está obligado a dar el propio Poder 
Ejecutivo para el buen funcionamiento y desarrollo de las acti­
vidades fiscales, tan íntimamente ligadas con la vida del estado y 
con la posibilidad de éste para hacer frente a las necesidades 
colectivas cuya satisfacción tiene encomendada. 11 

Asl, este Tribunal fue concebido en un principio como una juris­
dicción administrativa dotada de una competencia limitada a la materia 

11. Ley lle Justicia Fiscal, fa posición lle Motivos. Diario Olicinl lle la Federación lle 31 de agosto de 1936. 

12. lllem. l.cy de Justicia Fiscal. 

61 



fiscal; actualmente las materias acerca de las cuales puede conocer son 
diversas y no sólo las fiscales.13 

Podemos concluir apuntando que con la creación del Tribunal Fis­
cal de la federación, hoy Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administra­
tiva, se establece en nuestro pals, el primer Tribunal Administrativo, que 
tomando como base la cultura jurldico administrativo francesa, conoce­
ría de la materia Contenciosa Administrativa de naturaleza fiscal. 

En su origen, estuvo integrado por quince magistrados, mismo que 
integraban el pleno del tribunal y las cinco salas de que constaba. El go­
bierno del mismo estuvo desde el principio encargado al pleno, y se fijó un 
quórum mlnimo de 9 magistrados para que éste pudiera sesionar. 

El Tribunal rompe con la tradición judicialista o angloamericana 
que en nuestro pals había seguido hasta entonces, para incluir un sistema 
mixto, ecléctico que veremos más adelante por qué, sin embargo con él 
se termina un ambiente confuso y precario que imperaba en la época pa­
ra la imposición de una correcta justicia administrativa en materia fiscal y 
contribuir al Estado de Derecho. 

2.3 Origen constitucional y autonomía 

Cuando se creó el Tribunal, algunos juristas consideraron que la· 
existencia del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa era con­
traria al texto del artículo 49 constitucional, que prohíbe la reunión de dos o 
más poderes en un solo órgano, fuera de los casos expresamente previstos 
por la propia Constitución. Pero la Suprema Corte nunca puso en duda la 
constitucionalidad del Tribunal. 

13. Lo mucrior se conoce como justicia delegada. 
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El 30 de diciembre de 1946, una reforma al texto constitucional del 
artículo 104 adicionando un segundo párrafo a la fracción 1 de dicho artícu­
lo, dio indirectamente, un fundamento constitucional a los tribunales 
administrativos: se creó un recurso ante la Suprema Corte que decía: «Con­
tra las sentencias dictadas por los tribunales administrativos creados por 
una ley federal, en los casos en que Estos tribunales se encuentren do­
tados de plena autonomía». 

La adición de la fracción 1 del artículo 104, posibilitó la creación en 
el orden jurídico positivo mexicano a los tribunales administrativos del ti­
po francés, a fin de precisar que en los juicios en que la Federación esté 
interesada, las leyes podrán establecer recursos ante la Suprema Corte 
de Justicia contra las sentencias de segunda instancia o contra las de los 
tribunales administrativos creados por la ley federal, siempre que dichos 
Tribunales estén dotados de plena autonomfa para dictar sus fallos; por 
cuanto hace a las Entidades Federativas, éstas podrán establecer tri­
bunales administrativos para los asuntos locales de su administración 
pública, siempre que adicionen sus constituciones con un texto relativo. 

En una segunda reforma de 25 de octubre de 1967, se estableció 
claramente la constitucionalidad de los tribunales administrativos: el ar­
tículo 104 enuncia que las leyes federales pueden crear tribunales de 
lo contencioso administrativo, dotados de plena autonomía para emitir 
sus f aflos. El artículo concluye diciendo que: «Una ley federal establece­
rá las reglas de organización, de funcionamiento y de procedimiento de 
estos tribunales, así como los recursos que podrán ser utilizados contra 
sus decisiones». 

Actualmente el fundamento constitucional de la existencia de tribu­
nales administrativos se encuentra en el artículo 73, XXIX-H, que faculta al 
soberano Congreso de la Unión para crear tribunales administrativos 
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dotados de plena autonomía, independientes del Poder Ejecutivo y del 
Poder Judicial y cuyo texto se transcribe a continuación: 

ARTICULO 73. El congreso tiene facultad: 

XXIX-H.· Para expedir leyes que instituyan tribunales de 
lo contencioso-administrativo dotados de plena autonomla para 
dictar sus fallos, que tengan a su cargo dirimir las controver­
sias que se susciten entre la administración pública federal y 
los particulares, estableciendo las normas para su organiza­
ción, su funcionamiento, el procedimiento y los recursos contra 
sus resoluciones. u 

De esa manera la Ley Orgánica del Tribunal Federal de Justicia 
Fiscal y Administrativa en vigor a partir del 1° de enero de 1996, tiene su 
total apoyo en la Constitución General de la República, en la que además 
se incorpora uno de los elementos más valiosos del quehacer jurisdiccio­
nal, como lo es la autonomla del Tribunal para dictar sus fallos con respecto 
a todos. 

De esta manera solo mediante ley o reglamento pueden crearse 
órganos de autoridad; de todo lo anterior podemos ver que el Tribunal, 
congruente con la justicia que imparte, está creado por una ley expedida 
por el Congreso de la Unión, por lo que su existencia y obviamente la de 
los órganos que la integran. es constitucional. 

14. Conslilución Polllica de los l~1ados Unidos Mc.\icano, edición 2001, Edi1oo:smc.\icanos unidos, SA 
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Adicionalmente podemos decir, que las Salas Regionales del Tri­
bunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa han sido creadas sobre 
la base de un mandato Constitucional, que se materializa en la expedición 
de su Ley Orgánica por el Congreso de la Unión, en la que en su artículo 2º 
se prevé la existencia jurídica de las mismas y que el Pleno de la Sala 
Superior, en uso de la facultad que la propia Ley la atribuye, se circunscribe 
a determinar su número, sede e inicio de actividades, acorde a las regiones 
que el legislador previamente estableció. 

2.4 Naturaleza jurídica del tribunal 

La evolución y aparición posterior, de un tribunal administrativo no 
fue de fácil compresión entre los juristas y aún, más grave entre los que 
llevaron a cabo la justificación dicho tribunal en la exposición de motivos 
que le dio vida. 

Lo cual, nos da oportunidad de analizar brevemente este proceso 
y anticipar corno lo hemos venido haciendo a lo largo de este trabajo que, 
México ha ido buscando, honestamente, las figuras que puedan adaptarse 
a su realidad, y que muchas veces exportamos muy buenos modelos pero 
inútiles, y otros que sin temor adaptamos a nuestra realidad, sin miedo a 
las criticas, pero que finalmente nos dan resultado; muchas veces se han 
llegado a crear figuras auténticas como el amparo. 

Es por ello, que la Naturaleza Jurídica de dicho Tribunal es impor­
tante para comprender la existencia actual y la urgente evolución del Tribu­
nal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa. 

Su inconfundible naturaleza de tribunal administrativo que se cons­
tituye corno una réplica del tipo francés, pues se asemejaba a dicho tri-
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bunal que había dejado de ser un tribunal de justicia retenida, pasando a 
ser de justicia delegada, el cambio quería decir que el Consejo de Estado 
dictaría sus sentencias sin estar sujetas a posterior revisión por ningún ór­
gano ministerial. 

En este sentido, podemos afirmar que el tribunal naciente: 

... es, pues, ante todo un tribunal administrativo, es decir, 
se trata de un órgano jurisdiccional que se ubica en la estruc­
tura del Poder Ejecutivo Federal y que se encarga de resolver 
controversias administrativas, especlficamente las de fndole 
fiscal. 15 

El reciente tribunal formuló una serie de cuestiones que fueron 
debatidas en los principales foros, como lo que dice en la exposición de 
motivos de la Ley de Justicia Fiscal en el sentido de que el tribunal fa­
llará en representación del Poder Ejecutivo, por delegación de facultades 
que la ley hace, es obvio lo poco afortunada redacción de la frase, que 
quiso decir, que el Ejecutivo al expedir la Ley de Justicia Fiscal lo hacia 
por delegación de facultades otorgadas por el Congreso de la Unión, 
en el año de 1935, para la organización de los servicios hacendarios y 
probablemente se pensó que por ello delegaba facultades propias. No 
obstante se oponen a este sentido fundamentalmente, que no había reci­
bido delegación alguna de funciones jurisdiccionales por parte del Eje­
cutivo y que enseguida la exposición de motivos, da la traducción de lo 
que en realidad se quiso afirmar. 

t 5. NAVA NEGRETE. Alfonso, Nolas sohrc lo conlrncioso adminislralil'O del Dis1ri10 Federal. Cronolo­

gla de los Tribunales, Rcl'isla del Tribunal de lo Conlcndoso Administralivo del Disl!ilo Federal, No. 

2, de 17 de Junio de 1973, Vol. I, p:lg. 43. 
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En otras palabras será un tribunal administrativo de jus­
ticia <.lalegada, no de justicia retenida. 

No obstante lo anterior, el error se fonnalizó al afinnar en el artlculo 1° 

El Tribunal Fiscal dictará su fallo en representación del 
ejecutivo de la Unión, pero será independiente de la Secretarla 
de Hacienda y crédito Público y de cualquier otra autoridad ad­
ministrativa. 16 

Lo anterior, constituye un equivoco jurldico, pues no podia ser una 
delegación de facultades, y menos para un tribunal de justicia delega­
da, que significa que sus resoluciones, no son revisables, por ningún ór­
gano ministerial. 

Por otra parte, uno de los atributos con los que nace el Tribunal 
Fiscal es el de constituir un tribunal de simple anulación. Con lo que, se le 
concibe como un tribunal que limitaría el alcance de sus sentencias a la 
anulación del acto administrativo impugnado. 

También es de destacarse que el Tribunal nace con una competen­
cia bien definida en el texto de su exposición de motivos, pero no obstante 
lo anterior, se fue incrementando con el transcurso del tiempo, lo que en 
muchas ocasiones, como sigue pasando a la fecha, era causa de que el 
Ejecutivo envíe iniciativas de reformas que no hayan sido estudiadas y no 
se haya calculado de manera eficaz el alcance de sus modificaciones, 
trastornado la naturaleza que tuvo en su origen el tribunal. Modificaciones 
que en ocasiones no son consultadas con los propios Magistrados del 
Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa. 

16. Oh Cit. Exposición de Motivos de la l.cydcJus1icia Fi!oeal. 

67 



Por ello, consideramos que no se puede ser juez y parte, por lo que 
estaría de pensarse el hecho de que la parte del Código Fiscal, conducen­
te al Juicio Contencioso Administrativo Federal se pudiera desligar del 
propio Código y se legislara en un ordenamiento independiente, del que 
fuera responsable el H. Congreso de la Unión y del que pudieran tener 
derecho de iniciativa, el Poder Ejecutivo, pero también los Magistrados 
del Tribunal Fiscal de la Federación, hoy Tribunal Federal de Justicia Fis­
cal y Administrativa. 

Con lo anterior, evitaríamos desvirtuar la naturaleza del Tribunal 
obstaculizando que con cada reforma que se le lleva a cabo, pudiera ha­
ber intereses en juego, y sí podrlarnos encontrar en el seno del propio 
Tribunal, un trabajo serio y estudiado de los magistrados que podrlan lle­
var a cabo en las reformas. Buscando su evolución, su subsistencia, su 
desarrollo, en el reconocimiento de lo que es, un sistema propio de lo que 
significa un contencioso administrativo en México. 

No nos oponemos a la amplitud de competencia, pero que ello, 
sea concomitante a la plena jurisdicción. Gozando además, el Tribunal de 
gran preferencia por la nobleza de su procedimiento, de su equidad, de su 
certeza, de la especialización de su personal jurídico y administrativo. Hecho 
que le daría una longevidad en el foro mexicano y colocándose entre los 
medios más prestigiados y honestos de este país, al cumplir con su ideal 
de seguridad jurídica al impartir justicia pronta y expedita. ¿Con lo ante­
rior, no se estaría contribuyendo a la construcción de un Estado de derecho? 

2.5 Estructura del tribunal 

La estructura y funcionamiento del Tribunal se encuentra regulado 
en su propia ley orgánica publicada en el Diario Oficial de la Federación, 
del 15 de diciembre de 1995. Esta Ley Orgánica tuvo como finalidad 
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principal la puesta en marcha la regionalización territorial del Tribunal 
mediante la creación de las salas regionales. 

La ley de 1995, retoma la mayor parte de las disposiciones de su 
predecesora -la de 1977-, incorpora algunas novedades quepo­
demos resumir en los dos puntos siguientes: Sala Superior {organi­
zación interna, número de magistrados y nuevas atribuciones) y magis­
trados (nuevos requisitos para asumir el cargo y reglas de permanencia 
en el mismo). 

La ley de 1977 introdujo una estructura regionalizada en la or­
ganización del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa. La 
Sala Superior y un número variable que llegó a ser hasta de 18 salas ubi­
cadas en 12 circunscripciones llamadas regiones. En principio, en cada 
región se ubicaba una Sala con excepción de la región «metropolita­
na» -que comprende la ciudad de México y que contaba con seis-, y 
la México-Hidalgo-que contaba con dos salas. 

Así, a partir del 1° de diciembre de 1979 surge la competencia por 
razón de territorio entre las Salas del Tribunal, según las 11 regiones pre­
vistas en la Ley Orgánica del Tribunal en su artículo 21, en este inicio de la 
regionalización de la justicia administrativa por lo que hace al Tribunal, 
la nota distintiva para establecer la competencia territorial de las Safas 
tanto Metropolitanas como Foráneas con sede en la jurisdicción terri­
torial de las Salas, precediendo a dicha regionalización la decidida 
desconcentración de la Secretaria de Hacienda y Crédito Público, y con 
posterioridad a la regionalización del Tribunal, fue notoria por ejemplo, la 
desconcentración del Instituto Mexicano del Seguro Social en materia de 
recurso de inconformidad. 

Es trascendente destacar que fa finalidad de esta desconcen­
tración, fue consecuencia de la pofítica de reforma administrativa que se 
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inició durante la Presidencia del Lic. Gustavo Díaz Ordaz, que pretendía 
acercar los servicios administrativos y la administración de justicia a los 
ciudadanos, ya que se estimó que era absurdo que los habitantes de toda 
la República tuvieran que acercarse a la ciudad de México para realizar 
algún trámite administrativo o demandar la impartición de justicia. 17 

En los siguientes apartados trataremos de explicar brevemen­
te algunos aspectos relevantes sobre el Tribunal Federal de Justicia Fis­
cal y Administrativa. 

Finalmente y a partir del 16 de marzo de 1998, el Tribunal Federal 
de Justicia Fiscal y Administrativa contó con un total de 33 Salas Regio­
nales en todo el territorio nacional, que rebasa con mucho la idea con 
la que se inició su regionalización en el año de 1979 e independiente­
mente de este logro que lo fortalece, también es trascendente resaltar la 
fuerza de la institución al ser desde el año de 1995 un verdadero organis­
mo descentralizado en su más puro sentido al contar con patrimonio propio, 
personalidad jurídica y plena autonomía. 

2.6 Integración del tribunal 

Actualmente la estructura del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y 
Administrativa se compone de la siguiente manera: 

a) Un presidente del Tribunal, quien será auxiliado por la Oficialla 
Mayor, la Secretaría General de Acuerdos, la Contraloría Interna 

17. Por otra ¡>arte, es pertinente hacer rwtar que 1lurante el a~o de 19% cstul'o en l'ignr el recurso de 

apclaci1\n, cuya resolución se atribuy1\ a la Sala Superior del Tribunal C1ll1 sede en la ciudad de Mé· 

xico. instancia que nuc1 amente cnnm1tró en un solo lugar la imparticióndc ju\ticia) que m11til'ó su 

desaparición en el ru\o de 1 '>'>7. 
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y las demás unidades administrativas que establezca el Re­
glamento Interior. 

b) La Sala Superior compuesta por once magistrados, la cual podrá 
actuar en Pleno o en dos Secciones. 

Las Secciones de la Sala Superior se integrarán con cinco 
magistrados de entre los cuales elegirán a sus Presidentes. 
Bastará la presencia de cuatro de sus integranles para que pueda 
sesionar la Sección. El Presidente del Tribunal no integrará Sección. 

El pleno se compondrá de los magistrados de la Sala 
Superior y del Presidente del Tribunal, bastando la presencia de 
siete de sus miembros para que pueda sesionar. 

Las resoluciones del Pleno se tomarán por mayoría de 
votos de los magistrados presentes, quienes no podrán abste­
nerse de votar sino cuando tengan impedimento legal. En caso 
de empate, el asunto se someterá en la reunión siguiente; en 
caso de persistencia del empate, se designará un nuevo magis­
trado ponente. No podrán abstenerse de votar sino cuando tengan 
impedimento legal. 

Las sesiones son públicas salvo ciertos casos en que la 
moral, el interés o el texto de la ley exijan que sean secretas (Vgr. 
Cuando se designe Presidente o se decidan cuestiones de ad­
ministración del tribunal). 

c) Las Salas Regionales se integrarán por tres magistrados cada 
una. Para que pueda efectuar sesiones una Sala será indispen­
sable la presencia de los tres magistrados y para resolver bas­
tará la mayorla de votos. 

Por otra parte, es importante seria lar que puede haber 
más de una sala regional por cada región, siempre que mediante 
acuerdo lo señale el Pleno de la Sala Superior. 
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2. 7 Magistrados del tribunal 

Los magistrados del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Admi­
nistrativa serán nombrados por el Presidente de la República con 
aprobación del Senado. 

De esta manera los magistrados del Tribunal durarán seis años18 

en el primer ejercicio de su cargo, los que se contarán a partir de la fecha 
de su designación. Así, el término de dicho periodo: 

a) Los magistrados de la Sala Superior, podrán ser ratificados, 
por única vez, por un período de nueve años; 

b) Los magistrados de las Salas Regionales podrán ser ratifica­
dos por un segundo período de seis años. Al final de este periodo, 
sí fueren ratificados nuevamente, serán inamovibles. 

Además, cabe hacer mención que los magistrados de dicho Tri­
bunal, únicamente podrán ser privados de sus puestos en los casos y de 
acuerdo con el procedimiento aplicable para los magistrados y jueces 
inamovibles del Poder Judicial de la Federación. 1g 

18. Con relación ni periodo de funciones de los magislrndos, ésle puede ser variable. An1es de diciembre 

de 1995, unn l'ez que cumpllan un periodo de seis al\os, podlan ser ralificadosen suscnrgos y se con· 

vcrtlnn en inamovibles )'ll que ocupa han dicho cargo ha.'.la alcan1ar la edad de rcliro forzoso que es de 

70 m'os de edad. 

19. La ley de 1995 eliminó los pueslos de umagi11rJdos supcmumernrios11 que exis1lan en la le)' de 1977, 

)'que se encargaban de suplir las falla; 1c111p..irab de los rnagislrndos lilularcs <le las sala.~ regio· 

nalcs. Ahom, dicha suplencia la realita el primer secrc1ario del magi11rado en cueslión. En el enlco· 

dido de que una vez que se nclualicc la hip61csis de falla definilil'a, se procederá a designar un 

nuevo magislrndo. 
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Finalmente es importante hacer notar que en los recesos de la 
Cámara de Senadores, los nombramientos que haga el Presidente de 
la República se someterán a la aprobación de la Comisión Permanente. 

2.8 Competencia del tribunal 

La competencia según el Diccionario Jurídico Mexicano,20 «es la 
aptitud o facultad para conocer de un determinado litigio. La competen­
cia de los tribunales se determina por la materia, la cuantía, el grado y 
el territorio». 

En el caso del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa 
nos concretaremos a señalar brevemente los siguientes aspectos: 

a) La competencia por materia se encuentra establecida en el 
artículo 11 de su Ley Orgánica. Por razones de cuantía la com­
petencia en ocasiones corresponde a la Sala Superior, cuando 
ésta ejerce la facultad de atracción que le confiere el artículo 
239-A del Código Fiscal de la Federación; y en los demás casos, 
a las Salas Regionales. 

b) La competencia en razón de grado, actualmente no existe dis­
tinción en este rubro, en virtud de que tanto las Salas Regiona­
les, como la sala Superior del Tribunal actúan como órganos de 
primera instancia. 

e) La competencia territorial se encuentra delimitada en los térmi­
nos del artículo 28 de su Ley Orgánica que divide al territorio 

20. Diccionnrío Jurídico Mexicano, ln~tilulo de ln\'csligaciones Jurldim de la UNAM, Editorial 

l'orrúa,Mé.\ico.198S,T.lll .. págs. 167a170. 
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nacional en once Regiones, pero además la Sala Superior po­
drá determinar nuevos lf mites tomando en cuenta las cargas 
de trabajo y los requerimientos de administración de justicia, 
mediante acuerdos que deberán publicarse en el Diario Oficial 
de la Federación. 

d) La competencia por razones de cuan tia no existe. Lo que puede 
llegar a suceder es que por razones de cuantía la Sala Superior 
puede llevar a cabo su f acuitad de atracción del asunto. Pero en 
sf, la cuantia para cualquier asunto no opera en dicho Tribunal. 

Gracias a la regionalización del Tribunal Federal de Justicia Fiscal 
y Administrativa, surgió la competencia territorial de las Salas del Tribu­
nal, la cual en términos generales alude al domicilio de las autorida­
des emisoras de las resoluciones impugnadas en los juicios respectivos. 

En este orden de ideas, quisiéramos puntualizar algunas de 
las atribuciones tanto del Pleno como de las Secciones y de las Sa­
las Regionales: 

A) Es competencia del Pleno: 

l.. Designar de entre sus integrantes al Presidente del Tribunal Fe­
deral de Justicia Fiscal y Administrativa. 

l. Bis. Proponer al Presidente de la República la designación o 
ratificación de magistrados seleccionados previa evaluación 
interna. 

11. Señalar la sede yel número de las Salas Regionales. 
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111. Resolver los conflictos de competencia que se susciten entre 
las Salas Regionales. 

IV. Fijar o suspender la jurisprudencia del Tribunal, conforme al 
Código Fiscal de la Federación, as! como ordenar su publicación. 

V. Resolver por atracción los juicios con características especia­
les, en los casos establecidos por el articulo 239-A, fracción 1, 
inciso b), del Código Fiscal de la Federación, así como los 
supuestos del articulo 20 de esta Ley, cuando, a petición de la 
Sección respectiva, lo considere conveniente. 

VI. Resolver los incidentes y recursos que procedan en contra de 
los actos y resoluciones del Pleno, así como la queja y determinar 
las medidas de apremio. 

VII. Resolver sobre las excitativas de justicia y calificar los impe­
dimentos de las recusaciones y excusas de los magistrados y, 
en su caso, designar de entre los secretarios al que deba sustituir 
a un magistrado de la Sala Regional. 

VIII. Dictar las medidas que sean necesarias para investigar las 
responsabilidades de los magistrados establecidas en la ley de 
la materia y aplicar, en su caso, a los magistrados las sancio­
nes administrativas correspondientes, salvo en el caso de 
destitución la que se pondrá a la consideración del Presidente 
de la República. 

Fijar y, en su caso cambiar la adscripción de los magistrados 
de las Secciones y de las Salas Regionales. 
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X. Expedir el reglamento Interior del Tribunal y los demás regla­
mentos y acuerdos necesarios para su buen funcionamiento, 
teniendo la facultad de crear las unidades administrativas que 
estime necesarias para el eficiente desempeño de las funciones 
del Tribunal de conformidad con el Presupuesto de Egresos de 
la Federación; así como fijar, acorde con los principios de carrera 
jurisdiccional de Actuarios, Secretarios de Acuerdos de Sala 
Regional, Secretarios de Acuerdos de Sala Superior y Magis­
trados, los criterios de selección para el ingreso y los requisitos 
que deberán satisfacerse para la promoción y permanencia de 
los mismos, así como las reglas sobre disciplina, estímulos y reti­
ro de los funcionarios jurisdiccionales. 

XI. Designar de entre sus miembros a los magistrados visitadores 
de las Salas Regionales, los que le darán cuenta del funciona­
miento de éstas, así como dictar reglas conforme a las cuales se 
deberán practicar dichas visitas. 

XII. Designar al Secretario General de Acuerdos, al Oficial Mayor y 
al Contralor. 

XIII. Resolver todas aquellas situaciones que sean de interés para 
el Tribunal y cuya resolución no esté encomendada a algún otro 
de sus órganos, así como ordenar la depuración y baja de los 
expedientes totalmente concluidos con tres años de anteriori­
dad, previo aviso publicado en el Diario Oficial de la Federación 
dirigido a los interesados, para que, con base a éste, puedan 
recabar copias certificadas o documentos de los mismos. 

XIV. Las demás que establezcan las leyes. 
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8) Es competencia de las secciones de la Sala Superior 

A diferencia del pleno (que realiza funciones de gobierno y 
administración del conjunto del tribunal, así como de sus facultades 
estrictamente jurisdiccionales), las secciones sólo ejercen funciones 
jurisdiccionales siguientes: 

1.- Resolver los juicios en los casos siguientes: 

a) Los que traten las materias señaladas en el artículo 94 de la Ley 
de Comercio Exterior, a excepción de los actos de aplicación de 
las cuotas compensatorias. 

b) En los que la resolución impugnada se encuentre fundada en 
un tratado o acuerdo internacional para evitar la doble tributa­
ción o en materia comercial, suscrito por México, o cuando el 
demandante haga valer como concepto de impugnación que no 
se hubiera aplicado en su favor alguno de los referidos trata­
dos o acuerdos. 

c) Resolver por atracción los juicios con características especiales 
en los casos establecidos por el artículo 239-A, fracción 1, inciso 
a) del Código Fiscal de la Federación. 

11. Resolver los incidentes y recursos que procedan en contra de los 
actos y resoluciones de la Sección, así como la queja y determinar 
las medidas de apremio. 

111. Fijar o suspender la jurisprudencia del Tribunal, conforme al Có­
digo Fiscal de la Federación, así como ordenar su publicación. 
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IV. Aprobar las tesis y los rubros de los precedentes y de la 
jurisprudencia fijada por la Sección, así como ordenar su 
publicación. 

V. Las demás que establezcan las leyes. 

C) Las Salas Regionales 

Las Salas regionales ejercen la mayor parte de las atribuciones 
jurisdiccionales del Tribunal-mencionadas en el articulo 11 de la Ley Or­
gánica-, a excepción de las conferidas por la propia Ley Orgánica a la 
Sala Superior. En este supuesto corresponde a las salas regionales llevar 
a cabo la instrucción de los asuntos de los que deberán conocer tanto el 
Pleno como las secciones de la Sala Superior, según el articulo 30 de la 
citada Ley Orgánica. 

Debemos mencionar que no existe una competencia especial para 
cada una de las Salas, pues la competencia prevista en el Código Fiscal 
de la Federación, concierne a todas las Salas, incluyendo aquellas que se 
encuentran en una misma región, y cuyo número obedece más que nada 
al número de asuntos que van llegando al Ttribunal, más la consiguien­
te carga de trabajo. 

En este sentido, las Salas regionales conocen de los asuntos por 
razón del territorio respecto del lugar donde se encuentra la sede de la 
autoridad demandada; si fueran varias las autoridades, donde se en­
cuentre la que dictó la resolución impugnada. Cuando el demandado sea 
un particular, se atenderá a su domicilio. 

Por otra parte, resulta muy importante hacer notar que todas y ca­
da una de las Salas regionales son competentes para conocer de los dos 
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·ú'"gra'riCiesUpos de contencioso que existe: el contencioso de anulación y el 
.• contencioso de plena jurisdicción. 

Esto tiene una gran relevancia, porque aunque no se haya plan­
teado asl en la naturaleza propia del Tribunal Federal de Justicia Fiscal, 
actualmente dicho Tribunal tiene competencia para conocer de asuntos 
que son propios de los tribunales contenciosos de plena jurisdicción y 
además los propios, de un tribunal de anulación. 

Esto impacta directamente en el presente trabajo, ya que dados 
los acontecimientos de la historia del Tribunal Fiscal, la exposición de mo­
tivos que dio vida al mismo en 1936 y los acontecimientos de los últimos 
tiempos que demandan la impartición de una justicia pronta y expedita, 
apegada a la legalidad y otorgando al gobernado plenas garantías como 
la seguridad jurídica, vienen a conformar una etapa en la que se puede dar 
un gran paso en la evolución de las instituciones. como sería el caso del 
Tribunal Fiscal de la Federación que cambió su nombre a Tribunal Fe­
deral de Justicia Fiscal y Administrativa. 

La historia de los tribunales contenciosos en Francia y el inicio de la 
jurisdicción administrativa bajo el amparo de la Ley de 1936, nos viene a 
dar como consecuencia lo que hoy existe en México como el valuarte de 
la justicia administrativa y que dentro de su competencia por materias, 
puede conocer de asuntos que competen a un contencioso de plena juris­
dicción y por otro, asuntos que competen a un tribunal de mera anulación. 

De esta forma en el contencioso de plena jurisdicción el juez conoce 
del asunto, y una vez que constata la existencia y la violación del derecho 
subjetivo, el juez tiene las más amplias facultades y no se limita única­
mente a anular el acto, resolución o procedimiento. sino que al dictar su 
resolución condena a su emisor, a quien obliga a que respete latu sensu el 
derecho subjetivo reclamado, e inclusive puede reformar o substituir el 
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· acto.administrativo impug.nado, proouC:iendo sÓlo efectos de cosa juzga-
da entre las parte~. · · 

' - -,,- ,.,.. ,- . 

En.layida común; el contencioso de plena jurisdicción llega a ser 
·.·.substituto más eficaz del de simple anulación. 

. El cOntencioso de plena jurisdicción en su competencia por mate­
ria conoce de: 

a) Respansabilidad de la Administración 
•,_· .. , 

. · .·· b) Contratos . 

· · • c) Contribuciones directas y tasas 

d) Materia electoral 

e) Funcionarios, cuando no es posible satisfacer las pretensiones 
con la anulación 

f) Aquellos establecimientos que sean incómodos, insalubres 
y peligrosos. 

De esta manera, es importante señalar que las materias señala­
das sólo son admisibles en el contencioso de plena jurisdicción. Y que 
independientemente de las pretensiones del demandante, se estará 
siempre en la presencia de este tipo de contencioso 

Es importante destacar las pretensiones que eleva el deman­
dante en contencioso de anulación, contencioso que es copiado y traído a 
nuestro pals y que le atribuyó la Ley de Justicia Fiscal en su nacimiento, 
a nuestro Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa. En el con-
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tencioso de anulación, lo que se solicita del órgano jurisdiccional, es la 
anulación de un acto administrativo, por existir inarrnonia entre el propio 
acto y la ley. 

La materias tradicionales, competencia de un contencioso de 
anulación, son: 

a) Incompetencia 

c) Violaciónde la Ley y de los derechos adquiridos 

En este sentido y por lo que hemos comentado, con fundamentos 
en los acontecimientos propios de la doctrina francesa y de la historia, po­
demos decir que el Tribunal Fiscal de la Federación, nace con facultades 
que son propias de un contencioso de plena jurisdicción, actualmente el 
artlculo 11 de su Ley Orgánica, considera las materias de las cuales es 
competentes y puede llevar a cabo conocimiento y su final resolución. 

Consideramos importante mencionar cuáles son, concretamente, 
los juicios y las materias sobre las cuales podrá conocer el Tribunal Fe­
deral de Justicia Fiscal y Administrativa, en tratándose de las resoluciones 
definitivas que se indican a continuación, según se desprende del articulo 
11, que dice: 

1.· Las dictadas por autoridades fiscales federales y or­

ganismos fiscales autónomos, en que se determine la existencia 

de una obligación fiscal, se fije en cantidad liquida o se den las 

bases para su liquidación. 
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2.- Las que nieguen la devolución de un ingreso, de los 

regulados por el Código Fiscal de la Federación, indebidamente 

percibido por el Estado o cuya devolución proceda de conformi­
dad con las leyes fiscales. 

3. - Las que impongan multas por Infracción a las normas 
administrativas federales. 

4.- Las que causen un agravio en materia fiscal distinto al 
que se refieren las fracciones anteriores. 

5.- Las que nieguen o reduzcan pensiones y demás 

prestaciones sociales que concedan las leyes a favor de los 

miembros del Ejército, de la Fuerza Aérea y de la Armada Nacio­

nal o de sus familiares o derechohabientes con cargo a la Direc­
ción de Pensiones Mililares o al Erario Federal, asi corno las que 

establezcan obligaciones a cargo de las mismas personas, de 

acuerdo con las leyes que otorgan dichas prestaciones. 

Cuando el interesado afirme, para fundar su demanda 

que le corresponde un mayor número de años de servicio que 

los reconocidos por la autoridad respectiva, que debió ser retirado 
con grado superior al que consigne la resolución impugnada o 

que su situación militar sea diversa de la que fue reconocida por 
la Secretaria de la Defensa Nacional o de Marina. según el caso; 
o cuando se versen cuestiones de jerarquía, antigi.Jedad en el 

grado o tiempo de servicios militares. las sentencias del Tribu­

nal Federal sólo tendrán efectos en cuanto a la determinación de 

la cuanHa de la prestación pecuniaria que a los propios militares 

corresponda, o a las bases para su depuración 
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6. • Las que se dicten en materia de pensiones civiles, 
sea con cargo al Erario Federal o al Instituto de Seguridad y Ser­
vicios Sociales de los Trabajadores del Estado. 

7 .·Las que se dicten sobre interpretación y cumplimiento 

de contratos de obras públicas celebrados por las dependen­
cias de la Administración Pública Federal Centralizada. 

8.- Las que constituyan créditos por responsabilidades 
contra servidores públicos de la Federación, del Distrito Federal 
o de los organismos descentralizados federales o del propio 
Distrito Federal, asl como en contra de los particulares involu­
crados en dichas responsabilidades. 

9.- Las que requieran el pago de garantías a favor de la 
Federación, el Distrito Federal, los Estados y los Municipios, así 
como sus organismos descentralizados. 

10.· Las que se dicten negando a los particulares la 
indemnización a que se contrae el articulo 77 Bis de la Ley Fe­
deral de Responsabilidades de los Servidores Públicos. El 
particular podrá optar por esta vla o acudir ante la instancia judi­

cial competente. 

11.· Las que traten las materias señaladas en el articulo 
94 de la Ley de Comercio Exterior. 

12.- las que Impongan sanciones administrativas a los 

servidores públicos en los términos de la Ley Federal de Res­
ponsabilidades de los Servidores Públicos. 
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13.· Las dictadas por autoridades administrativas que 
pongan fin a un procedimiento administrativo, a una instancia o 

.resuelvan un expediente, en los términos de la Ley Federal de 
Procedimiento Administrativo. 

14.· Las que decidan recursos administrativos en contra 
. de las resoluciones que se indican en las demás fracciones de 

este articulo. 

15.· Las señaladas en las demás leyes como compe­

tencia del Tribunal. 

Pára los efectos del primer párrafo del articulo en cita, 
las resoluciones se consideran definitivas cuando no admi­

tan recurso administrativo o cuando la interposición de éste 
sea optativa. 

Así, el Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa 
conocerá de los juicios que promuevan las autoridades para que 
sean anuladas las resoluciones administrativas favorables a un 
particular, siempre que dichas resoluciones sean de las materias 
señaladas en las fracciones anteriores como de su competencia. 

También conocerá de los juicios que se promuevan con­
tra una resolución negativa ficta configurada, en las materias 
señaladas en este articulo, por el transcurso del plazo que se­
ñalen las disposiciones aplicables o, en su defecto, por la Ley 
Federal de Procedimiento Administrativo. Asimismo conocerá 

de los juicios que se promuevan en contra de la negativa de la 
autoridad a expedir la constancia de haberse configurado la 
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resolución positiva fleta, cuando ésta se encuentre prevista por 
la ley que rija a dichas materias. 

No será aplicable lo dispuesto en el párrafo anterior en 
todos aquellos casos en los que se pudiere afeC:tár el derecho 
de un tercero, reconocido en un registro o anotación ante auto· 
ridad administrativa. 

De esta manera podemos concluir diciendo que muchos fueron 
los propósitos perseguidos al promulgarse la Ley de Justicia Fiscal del 27 
de agosto de 1936, estableciéndose una jurisdicción administrativa co­
mo una forma especializada de justicia ordinaria federal. 

Asl, se fue llevando a cabo la apertura de la jurisdicción admi­
nistrativa, que un inicio se integró con el derecho fiscal y, poco tiempo 
después se han ido integrando otras ramas diversas del derecho admi­
nistrativo mexicano. 

Con base en ello, el Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Adminis­
trativa ha venido ampliando el alcance de las disposiciones legales mate­
ria de su competencia al resolver los litigios sometidos a su conocimiento 
y permitiendo la construcción de múltiples tesis, precedentes y jurispru­
dencias que, en muchas ocasiones han servido de inspiración al legislador 
y favorecido la evolución de nuestro derecho, pero que cada vez se hace 
más urgente, que a la concomitante tarea de juzgar se le dé un reconoci­
mientos expreso como tribunal de plena jurisdicción, dotándolo de los 
instrumentos necesarios para la efectiva impartición de Justicia, quitán­
donos los temores jurldicos y los rivalismos mal fundados, y le reforcemos 
a un medio de justicia que ha llegado a ser muy eficaz y eficiente. 
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2.9 Causas de ilegalidad de las resoluciones 
administrativas 

Como hemos venido hablando en el presente capítulo sobre la 
creación del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, como 
tribunal que en su esencia y en creación se pensó como un tribunal de 
anulación, consideramos importante en este apartado, señalar las causas 
por las cuales se podrá interponer el juicio de nulidad ante el citado tribu­
nal, considerando las causas de ilegalidad en que incurrió la autoridad al 
emitir su acto. 

El articulo 238 del Código Fiscal de la Federación establece las 
causas por las cuales una resolución administrativa puede ser anulada, 
éstas causales conforme al derecho francés constituyen el denominado 
recurso por exceso de poder, también denominado de ilegitimidad, objeti­
vo o de anulación. 

2.9.1 Incompetencia del funcionario 

La competencia de los órganos administrativos se ha clasificado 
de diversas maneras, encontrándose entre las más importantes la de que 
toma en cuenta el ámbito del poder o capacidad de actuación de un ente 
administrativo, conforme a la cual se divide en razón del grado, de lama­
teria, del territorio, del tiempo y de la cuantía. Así, el acto administrativo 
impugnado estará viciado por incompetencia del órgano administrativo 
que lo emitió cuando carezca de alguna de las competencias referidas. 

La doctrina ha clasificado la incompetencia, en: 

1.-Por Invasión de funciones; 
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2.- Por funciOnarios de hecho, y 

3.- Por usurpación de funciones. 

1.-lnvasión de funciones 

En cuanto a la invasión de funciones, Nava Negrete21 dice que 
puede realizarse: 

._ ' -·., '. _. 
·, .. ·:· . ., ·.' 

a) Por una aut!:iridad inferior sobre dominio de una ~Jtoridad supe-
rior; ;c:,q ; ' · ·. 

b) Por una autoridad superior sobre el domlriiod~ una autoridad 
inferior, y · 

e) Por una autoridad administrativa sobre el dominio de una auto­
ridad igual a ella. 

Los dos primeros incisos (a, b) se refieren a la incompetencia por 
razón de grado. El ordenamiento jurídico asigna detenninada competencia 
a los órganos administrativos dependiendo de la posición jerárquica que 
guarden entre si, sin que la misma pueda ser alterada. El superior je­
rárquico, no puede asumir la competencia de los inferiores, salvo los casos 
expresamente autorizados por la norma juridica, y tampoco el inferior po­
drá atribuirse la del superior, a menos que exista autorización legal. 

21. Cfr. NAl'A Nw~1:u, Alfonso,• l:Jcf'l'cho /'roer sal Administratil'O" Editorial l'omia. Mlxico D.F., 1985, 

p. 228. 
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Asl en el supuesto del inciso a) una autoridad inferior, cuando no 
cuenta con atribuciones propias, sólo puede actuar en los casos de 
suplencia o de delegación de atribuciones, pero en tales casos debe ac­
tuar conforme el ordenamiento jurídico lo prevé. La suplencia sólo puede 
darse en los términos y condiciones establecidas en la norma jurídica, 
y ésta sólo opera de manera temporal. La delegación para que pueda 
operar, es menester que la norma jurldica la autorice, pues de lo contrario 
no podrá efectuarse. 

El segundo caso, a que alude el inciso b), se refiere a que los 
superiores no pueden ejercer las atribuciones propias de los inferiores, si 
una ley o reglamento no lo autoriza. Su actuación sólo puede darse en los 
casos de que exista la avocación. 

La avocación se lleva a cabo cuando un órgano superior ejerce las 
facultades o atribuciones que por ley o por delegación tiene a su cargo un 
órgano inferior. Se dice que el superior se "avoca" a la atención de deter­
minados asuntos. 

El Magistrado Luis Humberto Delgadillo sobre la avocación ha es­
crito: «En México no ha sido desarrollada esta figura, no obstante que 
impllcitamente se utiliza cuando en los acuerdos de delegación de fa­
cultades a las dependencias, se establece que su ejercicio también po­
drá realizarlo la unidad administrativa inmediata superior al delegado».12 

Por lo que se refiere al supuesto del inciso c ), la incompetencia se 
produce cuando una autoridad de igual rango jerárquico que otra produce 

22. DELGADll.1.0 GUTll~RREí'~ Luis llumbcno, • Elrmtnlos de lkreclroAdminislmlil'O., Editorial 

Limusa,México D.F., 1986, pjg.84. 
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actos administrativos que sean de las materias, o dentro de un territorio 
determinado, o de una determinada cuantla, respecto de los cuales otra 
autoridad es únicamente le compete.23 

2.-lncompetencia por funcionarios de hecho 

En cuanto a la incompetencia por funcionarios de hecho ésta se 
presenta en los casos en que un funcionario público ocupa el cargo, ya 
sea con un nombramiento irregular (vicios en el acto de nombramiento), 
o por haber sido suspendido o revocado su nombramiento. 

El funcionario de hecho, o de facto, se caracteriza porque ejerce 
la función bajo apariencia de legitimidad. «El que ejercita de facto la fun­
ción pública, presenta todas las extoriedades del funcionario regular, tiene 
según la conocida expresión de Jeze, una investidura plausible». 24 

Tal «investidura plausible» hace que el funcionario de facto se 
considere un verdadero funcionario, pues la inexistencia en condiciones o 
procedimientos ilegales relativos a su nombramiento o designación, son 
generalmente desconocidos por el público en general, de tal manera que 
su actuación se presenta válida. 

23. FucrJ de los casos de inrn.\ión de funciones, se presenta la incompclcncia en llll.Ón del licmpo, la cual 

1icnc lugar cuando la cornpclencia asignada a un órgano adminislralil'O es ejercida fuera del lapso 

olorgado, )'íl sea porque hiw anles del liempo o momcnlo en que legalmenlc le com:spondc acluar al 

órgano rcspcc1ivo; o bien con poslerioridad al vcncimknh• de la oponunidad en la que lcgalmcnlc 

pudieron ser ejercida\, que en nueslro sis1ema se le conoce romo "caducidad de f acul1<1dcs". 

24. Cfr. 1\RGAÑ1\RAS. Manuel. op. ci1. supra nola (69). p. 42S. 
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La doctrina, establece que la presencia de los funcionarios de facto 
puede darse en épocas normales o bien en anormales. En el primer caso 
el funcionario de hecho, responde a la idea de la apariencia, como la se­
ñalada en párrafos anteriores. En cambio, en épocas anormales, el 
funcionario de hecho responde a la idea de la necesidad, ya que tiene 
lugar en los casos de una revolución en la cual los agentes públicos 
regulares son sustituidos por los agentes del gobierno de facto, pero que 
dicha situación obedece a causas de necesidad de funcionamiento de 
los servicios públicos. 

En cuanto a la impugnación de los actos emitidos por funcionarios 
de facto, por falta de competencia, se ha considerado que tal incom­
petencia al ser de origen no puede ser materia de controversia en la vía 
del contencioso administrativo, correspondiéndole a Vallarta, el haber 
sentado las bases para tal consideración, toda vez que señaló que la 
Suprema Corte de Justicia carece de competencia para revisar la legi­
timidad de las autoridades del país, en tanto no puede constituirse en ár­
bitro de la existencia de otros poderes que deben ser independientes de 
ella; además el artículo 16 constitucional no habla de autoridades legítimas 
sino de competentes. 

El Tercer Tribunal Colegiado de Circuito en Materia Administrativa 
del Primer Circuito ha sostenido el siguiente criterio: 

TRIBUNAL FISCAL DE LA FEDERACIÓN, COMPE­

TENCIA DEL. EXAMEN DE LA INCOMPETENCIA DEL 

FUNCIONARIO A QUE SE REFIERE EL ARTÍCULO 238, 

FRACCIÓN 1, DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACION. La 

incompetencia del funcionario, a que se refiere el articulo 238, 
fracción 1, del Código Fiscal de la Federación, es aquélla que se 
deriva de la inexistencia de normas legales que faculten a la 
autoridad, para la realización de determinadas atribuciones. Es 
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decir, se contempla el conjunto de facultades otorgadas por la 
·ley a determinadas autoridades, para establecer si su actuación 
se encuentra comprendida dentro de ellas o no. Lo anterior impli­
ca que el Tribunal Fiscal de la Federación, sólo debe analizar 

si la autoridad considerada como tal, con independencia del 

funcionario investido de dicho carácter, está facultada para la 
realización del acto impugnado. Así, la incompetencia del Tribu­

nal Fiscal al examinar estas cuestiones, únicamente conlleva al 

análisis de la ley respectiva, para establecer si el funcionario que 

suscribe el acto está facultado por ella, con abstracción de la 

persona física que ostenta el nombramiento correspondiente. 

Esto último, que comprende el análisis de la legitimación en la 

designación y ratificación del nombramiento de una persona en 
particular, no es facultad del Tribunal Fiscal de la Federación. 

Por último, cabe hacer consideración de que ni la Carta Magna, 

ni el Código Fiscal de la Federación, ni la Ley Orgánica del Tribu­

nal Fiscal de la Federación, facultan a este último para analizar 
tales cuestiones, siendo por demás incongruente que un tribunal 

de carácter administrativo federal, realice el estudio sobre la 
validez del procedimiento seguido para la designación de fun­

cionarios pertenecientes a la Administración Pública Federal. 

No obstante lo anterior, los actos provenientes de los funciona­
rios de hecho. se encuentra establecido en el artículo 214fracciones1y11 
del Código Penal Federal que establece el delito de ejercicio indebido 
de servicio público, cuando un servidor público ejerza las funciones de 
un empleo. cargo o comisión, sin haber tomado posesión legítima, o 
sin satisfacer todos los requisitos legales; o bien cuando continúe ejer­
ciendo las funciones de un empleo, cargo o comisión después de saber 
que se ha revocado su nombramiento o que se le ha suspendido o des­
tituido, respectivamente. 
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3. Incompetencia por usurpación de funciones 

En cuanto a la incompetencia por usurpación de funciones, se 
presenta bien porque el acto administrativo haya sido producido por quien 
carece de toda investidura pública, o por que el órgano administrativo ha­
ya efectuado actos que corresponden a otros Poderes del Estado. 

Para el Maestro Alfonso Nava Negrete15 señala que la usurpación 
es susceptible de dos modalidades: 

a) La intrusión de la autoridad administrativa en el campo propio 
del poder legislativo o de las autoridades jurisdiccionales, sean 
judiciales o administrativas, 

b) La intrusión de una persona desprovista de toda autoridad 
pública, en el ámbito de la materia administrativa (actos ad­
ministrativos producidos por un particular). 

Por su parte, Argañarás26 se pregunta si los actos del usurpador, 
pueden ser llevados a juzga miento del tribunal de lo contencioso adminis­
trativo, y él mismo se responde diciendo, que si éste carece de investidura 
pública, habrán de ser otras las acciones o los recursos que se pondrían 
en juego cuando fuese necesario, para hacer cesar el estado de cosas 
producido por los actos del usurpador. 

Por último cabe mencionar que el Pleno de nuestro Máximo Tribu­
nal de Justicia, ha resuelto que la competencia si debe fundarse, esto al 

25. Cfr NAVA NEGRETE, Alfonso.op.cil., supra, nola (70), p. 227 

26. Cfr. ARGAÑAlti\S, Manuel, op. cil., supra, noia (69), págs. 423 y m. 

92 



resolver la contradicción de tesis 29/90, entre las sustentadas por el Ter­
cer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa por el Tercer Tribunal 

Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito y el Tribunal (en 
la actualidad primero) Colegiado del Décimo Tercer Circuito, con fecha 

17 de junio de 1992, por unanimidad de dieciocho votos, visible en la 

Gaceta del Semanario Judicial de la Federación No 11, Mayo de 1994, 

pág.12. Lo cual, dio lugar a que en tal sentido se fincara jurisprudencia, la 
cual establece lo siguiente: 

COMPETENCIA. SU FUNDAMENTO ES REQUISITO 

ESENCIAL DEL ACTO DE AUTORIDAD.- Haciendo una inter­

pretación armónica de las garantías individuales de legalidad y 

seguridad jurídica que consagran los artículo 14 y 16 constitucio­

nales, se advierte que los actos de molestia y privación deben. 

entre otros requisitos, ser emitidos por autoridad competente y 
cumplir con las formalidades esenciales que les den eficacia ju­

rldica, lo que significa que todo acto de autoridad necesariamen­

te debe emitirse por quien para ello está facultado expresándose, 
como parte de las formalidades esenciales, el carácter con que 

se suscribe y el dispositivo, acuerdo o decreto que otorga tal 

legitimación. De lo contrario, se dejaría al afectado en estado de 

indefensión, ya que al no conocer el apoyo que faculte a la 
autoridad para emitir el acto, ni el carácter con que lo emita. es 

evidente que no se le otorga la oportunidad de examinar si su ac­

tuación se encuentra o no dentro del ámbito competencia! res­

pectivo, y es conforme o no a la constitución o a la ley para que, 

en su caso, esté en aptitud de alegar, además de la ilegalidad del 

acto, la del apoyo en que se funda la autoridad para emitirlo, pues 

bien puede acontecer que su actuación no se adecue exacta­

mente a la norma, acuerdo o decreto que invoque. o que éstos 
se hallen en contradicho con la ley fundamental o la secundaria. 
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Mediante reforma del 15 de diciembre de 1995, se adicionó un . 
último párrafo al articulo 238 del Código Fiscal de la Federación, en el que · 
se prevé que el Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa po­
drá hacer valer de oficio, por ser de orden público, la incompetencia de la 
autoridad demandada para dictar la resolución impugnada. 27 

2.9.2 La omisión de requisitos formales 

La fracción 11 del articulo 238 en cuestión, contempla el vicio por de­
fecto de forma de la resolución administrativa. 

La forma es uno de los elementos esenciales del acto admi- .·· 
nistrativo, en virtud de que a través de ella se exterioriza la voluntad del 
órgano administrativo, por lo que si la voluntad se manifiesta de alguna .··• 
manera, no existe dicho acto. 

Así, la forma de exteriorización de la voluntad puede representarse 
de dos maneras diferentes: 

a) La Instrumentación o documentación de la voluntad, 

b) La publicidad del acto administrativo. 

2.9.2.1 La instrumentación de la voluntad 

El articulo 38 del Código Fiscal de la Federación establece los 
requisitos fom1ales que deben contener los actos administrativos, los cua­
les consisten en: 

l. Constar por escrito, 

27. Diario Oficial del 1 S de diciembre de 1995. 
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11. Señalar la autoridad que lo emite, 
111. Estar fundado y motivado, 

IV. Expresar el objeto o propósito de que se trate, 
V. Ostentar la firma del funcionario competente, 

VI. En su caso, el nombre o nombres de las personas a las que 
vaya dirigido. 

Estos requisitos son aplicables no sólo a los actos administrativos 
de las autoridades fiscales, sino para todo tipo de actos administrativos, 
en razón de lo establecido por el articulo 16 constitucional, que dispone: 

Nadie puede ser molestado en su persona, familia, do­
micilio, papeles o posesiones, sino en virtud de mandamiento 
escrito de la autoridad competente, que funde y motive la causa 
legal del procedimiento. 

Así, trataremos de explicar brevemel'lte lo que implica cada uno de 
estos requisitos: 

1.- La Forma Escrita. Por regla general, la exteriorización de los 
actos administrativos lo constituye la forma escrita, lo cual permite por un 
lado, determinar de una manera más exacta la decisión del órgano ad­
ministrativo, al establecer con certeza el contenido de los deberes o 
derechos de que tales actos emanan, y por otra parte, valorar debidamen­
te la legitimidad del acto. 

Aun cuando la forma escrita constituye una garantía de los admi­
nistrados, consagrada por el articulo 16 constitucional, no existe norma 
jurídica que imponga una determinada estructura formal del acto: aunque, 
cabe señalar, que existen prácticas y usos administrativos pegados a 
determinados moldes. Sin embargo, tales usos no tienen ninguna fuerza 
jurídica, por lo que las exigencias fonnales que tales actos deben satisfacer 
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para ser legftimos, no pueden ser juzgados de acuerdo con tales usos, si­
.. no con base en las normas establecidas por las leyes que la reglamenten. 

Como regla general, los actos administrativos se producen por 
escrito, sin embargo, existen situaciones en razón de la naturaleza o 
circunstancia del acto, que no exigen o, por lo menos, permiten otras formas 
de exteriorización de la voluntad del órgano administrativo, como son la 
forma tácita y el silencio administrativo. 

As!, los actos que pueden impugnarse en el contencioso admi­
nistrativo ante el Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, sólo 
son los que han manifestado a través de la forma escrita y la negativa 
fleta. Razón por la cual, los actos que se exterioricen de diversa forma, al 
no ser impugnables en dicha vla, resultan irrelevantes para el objeto de 
este estudio. 

2.· La Autoridad que lo emite. Como ya hemos tratado este punto 
nos ceñiremos a decir que, en los actos administrativos debe haber una 
mención expresa del órgano o autoridad que lo emite, a fin de que el 
gobernado, por un lado, esté en condiciones de saber a quién se le ha de 
imputar; y, por otra parte, el poder determinar si tal órgano resulta compe­
tente o no para emitirlo. La omisión de tal requisito implica dejar en estado 
de indefensión al administrado, pues desconoce los supuestos indica­
dos en ley respectiva, lo que traeria como consecuencia la ilegalidad del 
acto administrativo. 

3.· La Fundamentación y Motivación. Dado que el terna es muy 
extenso y muy vasto, nos concretaremos a decir que la fundamentación 
y motivación constituyen una garantía establecida en el artículo 16 
constitucional, que todo acto de autoridad debe cumplir. la cual consiste 
en la declaración de cuáles son las circunstancias de derecho y de hecho 
que han de llevarlo al órgano administrativo a emitir el acto. 
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Para que se pueda considerar que un acto administrativo cumple 
con tales requisitos, no es suficiente que contenga la cita de preceptos 
legales y las razones que han llevado a la autoridad a dictar un acto 
determinado, sino que es menester que entre los fundamentos jurídicos y 
los antecedentes de hecho exista una perfecta adecuación; es decir, que 
entre ambos extremos exista una necesaria relación de causalidad. 

Esta garantía no se satisface con expresiones vagas e impreci­
sas, sino que es necesario que en cada caso explicar claramente cuáles 
son los hechos, y los preceptos que se consideran aplicables al caso. 

El Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, en la tesis 
visible en la revista de dicho Tribunal, Segunda Época, Año V. No. 42, ju­
nio de 1983, pág. 910, sostiene: 

FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN. CUANDO NO 
PROCEDE PARA DECLARAR LA NULIDAD DE LA RESO­

LUCIÓN QUE EL ACTOR ALEGUE LA VIOLACIÓN DE LA 
GARANTIA RESPECTIVA.- El artículo 16 constitucional obliga 
a las autoridades a fundar y motivar sus resoluciones y sobre 
esta obligación existen innumerables tesis de los tribunales 
competentes que buscan precisar su contenido; sin embargo, 
no debe desconocerse que esta obligación de fundar y motivar 
busca tutelar los derechos de los particulares sujetando la ac­
tuación de las autoridades a un régimen de derecho e impidiendo 
que dichos particulares caigan en estado de indefensión. por tanto. 
la multicitada obligación debe ser vista en razón de los objeti­
vos que persigue y no como un mero formulismo que obstaculice 
el desempeño de las autoridades en el cumplimiento de sus 
funciones de orden público y social. De no razonarse asl se des­
atenderá además a la más elemental obligación del juzgador que 
es la de impartir justicia y se caería en un rigorismo y formulismo 
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de motivación sólo puede ser aquello que impida o dificulte la 
defensa que conoce perfectamente y que se sigue lógicamen­
te de los diversos elementos de la resolución. 

El último párrafo al articulo 238 del Código Fiscal de la Federación, 
prevé que el Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa podrá ha­
cer valer de oficio, la ausencia total de fundamentación y motivación de la 
resolución impugnada.78 

De esta manera, cuando la sala que esté conociendo del juicio 
advierta que la providencia a debate carezca de la total fundamenta­
ción y motivación procederá a declarar su nulidad, no obstante que el ac­
tor no haya hecho valer en sus conceptos de impugnación dicha casual 
de nulidad. 

4.- Objeto o propósito del acto. Lo que el acto administra­
tivo resuelve, decide o certifica constituye el objeto del mismo. Por tal 
motivo, el objeto se encuentra lntimamente vinculado, o, por lo mismo, 
se le identifica con la competencia del órgano administrativo, en cuan­
to que es la que determina al campo de acción de las autoridades es 
decir, sobre lo que pueden validamente resolver, decidir o certificar di­
chas autoridades. 

Por esto, constituye un requisito formal de todo acto administrativo 
al expresar el objeto del mismo, puesto que ello va a permitir al gobernado 
conocer su contenido, y así también determinar si existe o no algún vicio 
en el objeto. 

28. Reíonnn visible en el Diario Oficial de la Federación del 1 S de diciembre de 1995. 
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El objeto del acto administrativo ha de ser licito, posible y existente, 
este se encontrarla viciado, si: 

a) Es prohibido por la ley; 

b) Por no ser el objeto determinado por la ley para el caso concre­
to, o ser un objeto determinado por la ley para otros casos que 
aquél en que ha sido dictado (apartamiento de las faculta­

. des regladas); 

c) Es impreciso u obscuro; 

d) Es imposible de hecho; 

e) Es Irrazonable (contradictorio, desproporcionado, obscuro, · 
ilógico, 

O Es inmoral o no ético. 

5.- La firma del funcionario. La representación de los órganos 
del Estado a través de las personas flsicas como sus titulares constituyen 
el elemento subjetivo y el objetivo es esta actividad administrativa del Es­
tado, que es la hacer en la esfera de su competencia. 

Por tal razón, la firma del funcionario constituye uno de los requisi­
tos esenciales del acto, ya que a través de ella se acredita que la voluntad 
del órgano administrativo efectivamente ha sido emitida de la manera que 
en el acto se indica y, en consecuencia, su omisión representa la inexis­
tencia de esa voluntad. 

Ahora bien, la existencia de la firma del funcionario en el acto 
administrativo debe constar plenamente y de mane.ra autógrafa; es de-
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cir,debe ser estampada del puño y letra del funcionario que haya emitido 
tal acto. 

6.- Nombre del destinatario. En virtud de que el destinatario 
(sujeto pasivo) del acto administrativo constituye la persona sobre la que 
recaen los efectos del mismo, es un requisito formal que se exprese su 
nombre o bien, en el caso de desconocerse, los datos que permitan 
su identificación. 

El cumplimiento de este requisito permitirá conocer a qué go­
bernado le corresponde cumplir con las obligaciones impuestas en el 
acto o, en su caso, el titular de los derechos contenidos en el mismo, 
lo cual no sería posible si se omitiera el nombre del destinatario, lo 
que, además traerla como consecuencia que el acto no pudiera surtir 
sus efectos. 

2.9.2.2 La publicidad del acto administrativo 

Hay un sector de la doctrina que considera que el requisito de la 
publicidad es parte esencial del procedimiento, y no como una forma del 
acto, y hay otro sector que sostiene que el acto administrativo que no 
ha sido publicado, no puede surtir sus efectos y, en consecuencia, no ha­
ce surgir tal acto, por lo que la publicidad si constituye un requisito fom1al 
del mismo. 

Considero que la publicidad del acto administrativo, no es simple­
mente un requisito más, es una parte fundamental de la manera en que la 
autoridad está obligada a dar a conocer al gobernado cualquier actuación, 
sus resoluciones y comunicados, estos deben estar contemplados de 
manera expresa, buscando la manera más eficaz y eficiente a fin de que, 
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el receptor o destinatario reciba con el menor error posible, el comunicado 
de la autoridad.29 

2.9.3 Violación de procedimiento 

La fracción 111, del artículo 238 contempla la violación a las for­
malidades del procedimiento que deben seguirse previamente a la 
emisión del acto impugnado y tendrán lugar en los casos en que no se 
cumplan los requisitos establecidos por la ley en la preparación de la 
voluntad administrativa. 

La elaboración del acto administrativo está sujeto a una serie de 
formalidades establecidas por el ordenamiento jurídico, al que se denomi­
na procedimiento administrativo. Éste ha sido definido como el conjunto 
de actos o fases en que se desenvuelve la actuación administrativa para 
la realización del acto administrativo. 

Como garantla del gobernado, las formalidades del procedimien­
to se encuentran consagradas en el segundo párrafo del artículo 14 
constitucional, bajo el concepto genérico de "formalidades esenciales del 
procedimiento", las cuales se han desarrollado ampliamente por la doctri­
na y la jurisprudencia, en un doble aspecto: oportunidad de defensa y 
oportunidad probatoria. 

Tales violaciones podrían ser desde el derecho de audiencia, con 
todo lo que ello implica, hasta la afectación en la publicidad de proce-

29. El nrticulo 13~ del Código Fiscal de la Federación contempla los medil>S por los que los netos admi· 

nislralil'os se nolificar.\n a loscon1rihuycn1es. 
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dimiento, la oportunidad de expresar sus razones antes y después de la 
emisión del acto administrativo y el derecho de hacerse patrocinar y re­
presentar profesionalmente. 

También se ha considerado que la violación a las formalida­
des esenciales del procedimiento implican la inobservancia hecha por las 
autoridades a las normas procesales que establecen requisitos vincu­
lados con los derechos de defensa del gobernado, tales como: reglas 
relativas a notificaciones o citaciones; recepción de pruebas; observancia 
estricta a los plazos establecidos en la ley; el conocimiento oportuno y 
veraz a los particulares de los documentos que servirán de base a la 
autoridad para la emisión de su acto administrativo, la admisión de re­
cursos o instancias legalmente procedentes sin exigir formalidades a los 
particulares que entorpezcan sus defensas, etcétera.30 

2.9.4 Violación a la ley 

La fracción IV del precepto a estudio, contempla lo que la doctrina 
denomina como el vicio de "violación a la ley". 

Argañarás3' dice que la violación legal puede ser de tres mane­
ras: 1) Cuando la autoridad administrativa, al producir el acto, se aparta 
deliberadamente, en todo o en parte, de la norma legal que rige el acto; 
2) Cuando al producir el acto, incurre en una equivocada interpretación de 

30. Anlc la folla de norma, )n que lanlo la l.cy Orgánica del ll'JFA. como del CFF, a\I como del Cl'P 

ndrninistrntil'O no cslahkccn cuáles son las \'iolacioncs del pmccdirnienlo que afrclen l;u dcfen!Wlsde 

los p:U1icularcs, hahr.\ de aplicar en lo que sea posible la analogla las n:glas conlcniJa.\ en el articulo 159 

de la l.cy 1k Arnpi1111. 

31. Cfr ARNAÑAIV\S. Manuel, op. cil. supra, nota (69), p. 429. 
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esa norma; o sea, el error de derecho; 3) Cuando por error de hecho acer­
ca de la existencia, o de la apreciación, de las circunstancias que, según 
la norma legal, debían determinar la producción del acto, ha incurrido por 
ello en una falsa aplicación de esa norma. 

Con relación a lo anterior, podemos decir que hay tres maneras 
que dan lugar a la "violación de la ley" coinciden con los supuestos previs­
tos en esta fracción: si los hechos que motivaron la resolución impugnada 
no se realizaron, fueron distintos o se apreciaron en forma equivocada, 
extremos de la presencia del error de hecho a que se refiere el tratadista 
aludido en el punto tercero; y si el acto administrativo fue dictado en 
contravención a las disposiciones aplicadas o se dejó de aplicar la debi­
da, estaremos en presencia de las dos maneras restantes. 

2.9.5 Exceso en el ejercicio de las facultades discrecionales 

La fracción V, del artículo 238 hace alusión al exceso en el ejercicio 
de facultades, que en el Código anterior sólo se regulaba para los casos 
de imposición de multas, y que ahora se ha extendido para todos los ac­
tos emitidos en ejercicio de facultades discrecionales. 

Se entiende por facultades discrecionales, aquéllas consagradas 
por una norma jurídica en la cual se faculta a un órgano administrativo para 
que con cierta libertad, ante determinada circunstancias de hecho, decida 
lo que es oportuno hacer o no hacer. 

En contraposición a las facultades citadas anteriormente, existen 
las llamadas facultades regladas, las cuales consiste en que ante deter­
minada circunstancias la norma jurídica prescribe los términos en que ha 
de emitir su decisión el órgano administrativo. 
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Tanto las facultades regladas como las discrecionales se esta­
blecen para que la actividad administrativa sea eficaz, conveniente y 
oportuna, pero en algunos casos la norma jurídica es quien determina esa 
eficacia, consecuencia y oportunidad (facultades regladas); y en otros 
casos deja a la libre apreciación del órgano que emite el acto (faculta­
des discrecionales). 

Hay además, algunas distinciones que han sido recogidas por el 
Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa en la Jurisprudencia 
No. 165 de la Sala Superior, la cual establece: 

FACULTADES REGLADAS Y FACULTADES DISCRE­

CIONALES. SU DISTINCIÓN.- Cuando las facultades o poderes 

de que se encuentra investido el órgano administrativo se hallan 

establecidos en la ley, no sólo señalando la autoridad competen­

te para obrar, sino también su obligación de obrar y cómo debe 

hacerlo, en forma que no de¡a margen alguno para la apreciación 

subjetiva del funcionario sobre las circunstancias del acto, se 

está en presencia de facultades o poderes totalmente regla­

dos, vinculando su ejercicio por completo a la ley. En cambio, 

cuando el órgano administrativo se encuentra investido de fa­

cultades o poderes para actuar cuando lo crea oportuno, o para 

necesidades colectivas que constituyen el fin de su actuación, 

por cuanto la ley otorga cualquiera de esas posibilidades en for­

ma expresa o tácita y con mayor o menor margen de libertad, 

entonces se habla del ejercicio de facultades discrecionales. 

Para que las facultades discrecionales no sean ejercidas de ma­
nera ilegal, generalmente se establecen limitaciones a la mismas, las 
cuales determinan el campo de acción de la discrecionalidad y permiten 
su control jurisdiccional. 
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· La doc.trina h~ considerado que existe exceso en el ejercicio de 
facultades discreci9nales, que determina la nulidad del acto administrati­
vo, en tres cásos, cuando el funcionario actúa con: 

1.- Un fin personal. En este caso, el acto administrativo 
.ha sido emitido para satisfacer las aspiraciones personales del 
agente público: como puede ser venganza, partidismo, favori­
tismo, lucro, etc. 

2.- Con la finalidad de favorecer a un tercero o a un grupo 
de terceros, 

3.- Con la finalidad de favorecer a la Administración Pú­
blica. En este caso se trata de un fin administrativo pero distinto 
del contemplado por la ley. Se presenta con mayor intensidad 
que los anteriores. El funcionario protege un interés general pero 
diverso al esperado por la ley. 

Algunos autores han considerado que el exceso en el ejercicio de 
facultades discrecionales, se encuentra contemplado como una causal 
de nulidad de los actos administrativos. 
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111. De las sentencias 



De las sentencias 

3.1 Nota previa 

En los capltulos que nos precedieron estudiamos qué podernos 
entender por función jurisdiccional, sus elementos, su clasificación y el 
problema que plantea dicho concepto, pasamos al breve análisis de lo 
que ha significado la Jurisdicción Administrativa Contenciosa en nuestro 
pals. En dicho capltulo pudimos conocer a grandes rasgos, qué es el Tri­
bunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, su historia, su actual 
organización y su función dentro de la Justicia Administrativa, y sobre todo 
lo que comprende un tribunal de plena jurisdicción y de mera anulación. 

El impacto de la competencia y el sentido de la exposición de 
motivos de la Ley de Justicia Fiscal, que dio origen al hoy del Tribunal Fe­
deral d.e Justicia Fiscal y Administrativa, es fundamental para entender el 
alcance de sus fallos en la realidad y poder distinguir hasta donde se dirigen 
la eficacia de sus sentencias, podría ubicar al Tribunal como de anulación 
o de plena jurisdicción. 

As{, una vez con esta visión, podremos adentrarnos poco a poco 
en el análisis de nuestro problema, antes, es necesario continuar con la 
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secuencia lógica de nuestro trabajo, para lo cual, hemos preparado el 
presente capítulo, en él, pretendemos ilustrar al lector sobre el contenido y 
alcance de las sentencias, los tipos de sentencias que hay y sobre todo 
persuadirlo de que jurisdicción, competencia y sentencia son términos 
vinculativos entre las partes de un proceso, pero que muchas veces se 
vuelve nugatorio dicho procedimiento si no se busca la impartición de jus­
ticia pronta y expedita, dando a los órganos de justicia plena libertad en 
sus facultades para hacer respetar la legalidad y el Estado de derecho. 

3.2 Concepto de sentencia 

Las partes, después de plantear al tribunal los puntos sobre los 
que versa su controversia, de acreditar los hechos con pruebas que con­
sideran idóneas y demostrarle a dicho tribunal la aplicabilidad de la norma 
abstracta por ellos invocada precisamente al caso concreto, han agotado 
su actividad. 

Cuando las partes han satisfecho todas las actividades que son 
necesarias, a la consecución del fin que pretenden o sea la prestación de 
la actividad jurisdiccional para que el Estado declare vinculativamente los 
intereses protegidos por el derecho objetivo y subjetivo, el maestro José 
Becerra Bautista1 opina que surge la obligación del Estado, de realizar el 
acto en que concentra su función jurisdiccional: la sentencia. 

Se necesitan dos condiciones: el agotamiento de la actividad 
procesal de las partes y la petición de éstas para que el Estado dé por 
terminada esa actividad y anuncie que cumplirá con su obligación sobera­
na de dictar sentencia? 

1. < 'fr BECERRA llAUTISTA, José,op.cil., supra, nola(I), p.179. 

2.l.1>c.d1. 
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De esta forma, la naturaleza jurídica de la sentencia como acto 
··procesal es señalar la terminación de la actividad de las partes dentro 
.del proceso. 

Así podemos comenzar diciendo que, en el origen etimológico 
de la palabra sentencia procede de los vocablos latinos «sententia de 
sentiens,,, «sentienlis», participio activo del verbo «sentire» que signi­
fica sentir; en derecho, esta palabra se utiliza para definir un acto jurl­
dico procesal. 

Eduardo Pallares3 opina que la sentencia es, la resolución que emi­
te el juzgador sobre el litigio sometido a su conocimiento y es la que pone 
fin al proceso. 

La sentencia-dice Cipriano Gómez Lara~ - es el acto final de un 
proceso normal que se desarrolla en todos sus pasos, va proyectando, 
va destinando ese proceso a terminar precisamente en una sentencia. La 
sentencia es el acto final del proceso, acto aplicador de la ley sustantiva a 
un caso concreto controvertido para solucionarlo o dirimirlo. 

Alfredo Rocco5 considera que la sentencia es en su esencia un 
acto de la inteligencia del juez y, precisamente, un juicio lógico que revis­
te la forma de silogismo (cuya materia es} la declaración de la norma ju­
rídica aplicable en el caso concreto. 

Por su parte, Escriche6 comenta que la denominación sentencia 
viene del latln sentendo, y por ello se dice que la sentencia se da cuando 

J. Cfr. I' A LLARES, Eduardo,• lxn•dw l'rrxcwl Cfril., Edi1orial l'ornla, Mé\ico D.f, 1979, p.74. 

4. GOMEZ LARA, Cipriano, • Dmdw l'row.a/Cil'll•, Edilorial l larla, ~lé~ico !H .. 1991, p.189. 

S. Cfr IWCCO, Alfredo.• l.11Sc11tc1u·it1 Cil'if •, Edilorial. S1ylo, México DJ., 19H, p.S7. 
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....... ·· ... ··•···.···· .· .... ·. .· .. '.·.· ·.·.. . ••.· 

el juez ya puede sentir el asunto y én ~irtud de que ya lo siente pue-. 
de resolverlo. · ·· · · · ·· ·· 

El procesalista español Manresa y Navarro7 sostiene que «la sen­
tencia es el acto solemne que pone fin a la contienda judicial y al hacerlo 
decide sobre las pretensiones que han sido objeto del pleito». 

En sentido más estricto, sentencia definitiva de primera instancia 
es la resolución formal vinculativa para las partes que pronuncia un tribu­
nal de primer grado, al agotarse el procedimiento, dirimiendo los problemas 
adjetivos y sustantivos por ellos controvertidos. 8 

Relacionado con los conceptos dados anteriormente Gómez Lara9 

dice que «la sentencia es también una conclusión, derivada del juicio ló­
gico que implica, y que se produce en la segunda etapa del proceso, o 
sea, en la llamada del juicio». Esta es en razón de que la sentencia contiene 
la estructura de un juicio lógico a la manera aristotélica: la premisa mayor 
es la norma general aplicable al caso concreto; la premisa menor es el 
caso concreto; y la conclusión es el sentido de la sentencia, o sea, lo que 
la sentencia decide y lo que la sentencia ordena.'º 

Sentencia se puede decir que es la resolución del órgano jurisdic­
cional que dirime, con fuerza vinculativa, una controversia entre partes. 

6. Cfr. ESCRICI JE, Joai¡uln, • /)i<'cionario /la:o1u11/o de IKgil/ación)'JuriJprudcncia•, Editorial Tcmis, 

Bogotá, Col<•mhia, 1977. pág.5W. 

7. MANllESA Y NA\'1\lllto. lose. •Comt'll/e1rioJ e1/e1 /,,,yd,• flifuiciamien10CMI•, t 11, Imprenta de 

la Revista 1.cgislacit'>n. Madrid, 1976, p. 95. 

8. llECEllllA llAll l ISIA. José, <'Jl· cit , supra, not;1 ( 1 ), p. 181. 

9. GOMEZ LAllA. Cipri:mn, op. cit., supra, nota (38), p.190. 

1 O. Si un pw<:cso nn llega a scnlcncia definitiva, se dan la\ que se llaman formas anómalas de terminación 

del prnccso. 
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Nosotros consideramos que la sentencia y el cabal cumplimien­
to de ésta, son el fin normal del proceso, cuando el tipo de sentencia asi 
lo requiera, ya que toda la actividad de las partes y del órgano jurisdic­
cional se encamina, prácticamente, a este resultado, que constituye su 
meta. De esta manera, la sentencia es un acto de soberanla del Es­
tado, que se dicta por el imperium de éste, motivo por el cual vincula a las 
partes litigantes. 

Por lo que, sentencia definitiva es aquella que pronuncia la autoridad 
judicial, una vez que ha concluido el juicio que resuelve el fondo del asunto, 
ocupándose de las acciones deducidas y de las excepciones y defensas 
opuestas, declarando, absolviendo o condenando. 

Sin embargo, como ya hemos mencionado, consideramos que el 
contencjoso no puede limitarse a procesos puramente declarativos y 
retóricos, sino que ha de incluir procesos de condena bien vía principal o 
vía subsidiaria, esto último, al menos, para poder imponer la ejecución de 
un fallo y que dicha ejecución no quede solo remitida a la buena voluntad 
de los funcionarios administrativos o entendida como un mero deber moral, 
como una obligación natural, ya que sería absolutamente incoercible. La 
sentencia debe respaldar el interés jurídico (derecho subjetivo) de los 
titulares, debe resolver el fondo del asunto. 

3.3 Formación de la sentencia 

La formación de la sentencia es según se trate de un órgano juris­
diccional unipersonal o colegiado. En el primer caso, el juez, en vista del 
material elaborado en el proceso, emite el fallo con su propio y exclusivo 
esfuerzo mental. En el segundo, la sentencia se produce con el concurso 
de los varios jueces que integran el tribunal, entre los cuales, para cada 
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pleito se nombra un ponente, procediéndose a votación de las conclusio­
nes formuladas por éste y siendo el fallo el resultado de dicha votación. 

El Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa como vimos, 
esta compuesto por salas y estas a su vez se integran por tres magis­
trados. Así, como órgano colegiado decide de manera integrada y por 
mayoría de votos el sentido de las resoluciones emitidas por el magistrado 
instructor. Dicho Tribunal emite sentencias definitivas 11 susceptibles de cual­
quier recurso, las cuales, una vez transcurrido el tém1ino de ley, se convierten 
en ejecutorias. 12 

3.4 Requisitos esenciales de las sentencias 

La sentencia es el acto final de un proceso normal que se desarrolla 
en todos sus pasos; va proyectando, va destinando ese proceso a terminar 
precisamente en una sentencia. 

11. Scnlencia dcfinilil'a, es m1uella que pronuncia un tribunal en jurisdicción ordinaria que decide el juicio 

en lo principal)' respeclo de la cual las le) es comunes no conceden ningún recurso ordinario por medio 

del cual pueda ser lllO!lificnda o revocada. Asimismo, se considern senlencia.~ definilil'as las dictadas en 

primera insiancia, rn:utdo los inleresados hubieren renunciado expresamenlc a la inlerposición de los 

recursos ordinarios que procedan, si las leyes comunes pcnnilen la renuncia de referencia De donde 

resulla que. para que se considere una sertlencia definiliva para los efclto\ del amparo tendrá que 

haherse pronunciado la auloridadjudicial resol1·iendo el fond,1 del negocio) además <¡uc conlra esa 

resolucit\n no e\ isla recurso alguno r<>r medio del cual pueda ser rnod1licada o rerntada. El juicio de 

amparo que procede es el directo anle el Trihunal Colegiado de Circuito 

12. Scn1encia ejeeulm ia es aquella que pwnuneian lns lrihunab) que ya no puede ser objeto de impug· 

nación medi:mlc ningún 1ccur.;o por hahcr alcan1;1do la ealegoria de wsa ju1gada; 1al calcgoria la puede 

obtener mcdi:uuc d•-.:l:uación judkial muido la resolución admita en fonna C\pre>.1 un recurso ordinario, 

pero <1ue pllr no hahcrsc inlerpuc5tO dcnlro del ténnino que la le) scr,ala causa cjeculoria; asimismo 

akarua la ca lid.id de cos:r j111g:ufa por ministerio de ley, que es curu1d<> no ~.\iste ningün rccursoonlina· 

rio que prnced.1 en su wnlra, por lo cual, sin necesidad de ninguna dcclaracicln alcam1a tal categorla. 
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La sentencia-como opina Cipriano Gómez Lara13 - «es el acto 
aplicador de la ley sustantiva a un caso concreto para solucionarlo 
o dirimirlo». 

Por ser un acto de tanta importancia en un proceso, debe revestir 
ciertos requisitos que podemos dividirlos y agruparlos para efectos de 
este trabajo en dos: los de forma y los de fondo. 

Todo lo relativo a los requisitos sustanciales de las sentencias tiene 
una muy especial importancia porque está vinculado con los temas de la 
impugnación. En efecto, la impugnación de las sentencias, independien­
temente de los defectos formales, externos o de estructura que éstas 
puedan presentar, por lo general, se enfocan a defectos sustanciales, o 
sea, a las circunstancias de que la sentencia presente fallas en sus re­
quisitos de fondo: de congruencia, motivación y exhaustividad. 

3.4.1 Requisitos de forma de las sentencias 

Por lo que se refiere a los requisitos formales, puede hablarse de 
la estructura de la sentencia, en cuanto a forma de redacción y los elemen­
tos que ésta deba contener, por ejemplo, estar redactada como todos los 
documentos y resoluciones judiciales, en español; la indicación del lugar, 
fecha y juez o tribunal que la dicte; los nombres de las partes contendien­
tes y el carácter con que litigan y el objeto del pleito; llevar las fechas en 
cantidades escritas con letras, no contener raspaduras ni enmiendas 
por lo que en caso de error, deberá ponerse sobre las frases o palabras 
equivocadas una línea delgada que pennita su lectura y salvarse el error al 
final con toda precisión; estar autorizados con la firma entera del juez o de 
los magistrados que dictaron la sentencia. 

1). GOMEZ l.AllA, Cipriano. 1>p. cit, supra, nota (38). p. 189. 
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De cualquier manera que deba o se haya elaborado una senten­
cia, ésta no debe dejar de contener por lo menos las siguientes secciones: 
l. El preámbulo; 11. Los resultandos; 111. Los considerandos; IV. Los pun­
tos resolutivos. 

l. El preámbulo debe contener el señalamiento del lugar y de la 
fecha, del tribunal de que emana la resolución, los nombres de las partes 
y la identificación del tipo de proceso en que se está dando la sentencia. 

//.Los resultandos son consideraciones de tipo histórico-descriptivo 
en los que se relatan los antecedentes de todo el asunto, con referencia a 
la posición de cada una de las partes, sus afirmaciones, los argumentos 
que se han esgrimido, asi como la serie de pruebas que las partes han 
ofrecido y su mecánica de desahogo, sin que en esta parte el tribunal 
pueda realizar ninguna consideración de tipo estimativo o valorativo. 

111. Los considerandos son la parte medular de la sentencia. Aquí, 
después de haberse relatado en los resultandos toda la historia y los 
antecedentes del asunto, se llega a las conclusiones y a las opiniones del 
tribunal, corno resultado de la confrontación entre las distintas pretensio­
nes de las partes y, también por medio de la convicción que las pruebas 
hayan arrojado sobre la materia de la controversia. 

IV. Los puntos resolutivos son la parte final de la sentencia en donde 
se precisan en forma muy concreta si el sentido de la resolución es favo­
rable al actor o al reo; si existe condena y a cuánto asciende el monto de 
ésta; además, se precisan los plazos para que se cumpla la propia sen­
tencia; en resumen, en ella se resuelve el asunto. 

Cabe hacer notar que para efectos fiscales, éstos requisitos no se 
encuentran contenidos de manera expresa en el Código Fiscal de la F ede­
ración, concretamente en el articulo 237 que hace referencia al contenido 
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de las sentencia.s emitidas por el Tribunal Federal y únicamente consi­
dera en su primerpárrafo lo siguiente: 

Las sentencias del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y 
·Administrativa se fundarán en derecho y resolverán sobre la 
pretensión del actor que se deduzca de su demanda, en relación 
con una resolución impugnada, teniendo la facultad de invocar 
hechos notorios. 

Por.lo que, tendrfarnos que aplicar supletoriamente el artfculo 222 
del Código Federal de Procedimientos Civiles, que a fa letra dice: 

Las sentencias contendrán, además de los requisitos co­
munes a toda resolución judicial, una relación sucinta de las 
cuestiones planteadas y de las pruebas rendidas, así como las 
consideraciones jurldicas aplicables, tanto legales como doc­
trinales comprendiendo, en ellas los motivos para hacer o no 
condenación en costas, y terminarán resolviendo con toda pre­
cisión los puntos sujetos a la consideración del tribunal, y fi­
jando, en su caso, el plazo dentro del cual deben cumplirse. 

3.4.2 Requisitos de fondo de las sentencias 

Por lo que se refiere a los requisitos sustanciales o de fondo, 
consideramos necesario agruparlos en los siguientes grupos: l. Con­
gruencia; 11. Motivación; 111. Fundamentación; IV. Exhaustividad. 

/. La congruencia consiste en una correspondencia o relación ló­
gica entre lo aducido por las partes y lo considerado y resuello por el 
tribunal. Este requisito en materia contencioso administrativa aún y 
cuando no lo considera de manera expresa el articulo 237 del Código Fis-
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cal, no releva al Tribunal de emitir un fallo congruente1• consiste en que las 
sentencias deben ser claras, precisas y congruentes con las demandas 
y contraprestaciones; con las demás pretensiones deducidas oportu­
namente en el pleito.15 

Por lo tanto, si esa correspondencia se encuentra en las sentencias, 
entonces puede decirse que reúnen el requisito de congruencia; por el 
contrario, si la sentencia se refiere a cosas que no habían sido materia del 
litigio, ni de las peticiones o posiciones de las partes, será incongruente. 
Algunos códigos aluden a este principio al decir que las sentencias deben 
ser claras, precisas y congruentes con las demandas y demás pretensio­
nes deducidas oportunamente en el pleito. 

El requisito de la congruencia de la sentencia impone al juez, la 
obligación de tener en cuenta, al momento de la decisión, los dictados del 
derecho y los de la lógica. 

Como un principio de fondo-la congruencia-que debe contener 
toda sentencia, debe decidir en cuanto al fondo de manera congruente, 
todos los puntos controvertidos. La congruencia significa que el juzgador 

1·1. Cfr. ESQUIVE!. VAZQUEZ, Gusta\'o Arturo.• IÁ1u111r11ci11ydw1mr111M acto impu¡¡11lld0>. l'u· 

hlicnció11 en tomo a la VII Reuni,\n de Nacional de Magistrados del Tribunal Fiscal de la Federación 

1')98, México D.F .. pp. 103·124. 

15. El m¡uisito de la claridad consiste en que el acto decisorio no sea contraJictorin en sus conside· 

ramios entre si )' entre éstos y su parte resolutirn, y es indispensable que sea inteligible el juicio 

lllgico contenido en la sentencia) que el 1ilogi!>!no judicial se cstablc1ca de modo que no se entienda 

nposil:ión cn1rc 1;i conclusión) la.~ premisas. En los anales de jurisprudencia se dice que sólo puede 

enlendme por scnlcncia Jefinili\'a la rL~>lución que congruenle con la demanda, conlcstación y demás 

pretcnsionc\ deducida.~ oponunamcnte en el pleito, condene, absuel\·a o decida los puntos litigiosos 

objeto del dct~1te (Anales de Jurisprudencia. Tomo X, p. 337). 
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debe analizar y resolver todos los puntos que las partes ha sometido a su 
consideración soberana y que debe resolver sólo esos puntos. 16 

Además, también se ha desglosado a la congruencia en externa e 
interna, consistiendo la primera de ellas en que exista adecuación entre lo 
resuelto y lo solicitado; la segunda consiste en que exista una concatenación 
y conformidad entre lo aseverado y lo resuelto en el fallo. 17 

//. La motivación de la sentencia consiste en la obligación del tribu­
nal de expresar los motivos, razones y fundamentos de su resolución. 

En el régimen jurfdico mexicano, la motivación y fundamentación 
de los actos no es exclusiva de los órganos judiciales, sino que se extiende 
a todo órgano de autoridad. Al disponer la Constitución que «nadie puede 
ser molestado en su persona, familia, domicilio, papeles o posesiones 
sino en virtud de mandamiento escrito de la autoridad competente, que 
funde y motive la causa del procedimiento», 18 ahí se consagra el derecho 
de todo gobernado a que cualquier acto de autoridad competente entrañe 
la obligación para ésta, de motivar y fundamentar sus actos. lo que debe 
ser entendido en el sentido de que la propia autoridad está obligada a 
expresar los preceptos o principios jurídicos en los que funde su actuación 
(fundamentación) y los motivos y razonamientos que lleven a la autoridad 
a aplicar ese principio jurídico al caso concreto (motivación). 

16. Dc acuerdo al principio dispositil'o, el tribunal debe rl-solrn todos los problemas)' ju1gar sólo sobre 

las cuestiones planteadas por las partes: sccundunm allcgata at probala partiurn, ne cat judc.\ ultra 

pctita partium. 

17. Cfr ESQlJIVEL Vi\ZQlJE7~ Gusla\'O Arturo. op.cit .. supra, nota (5S) p.107. 

18. Articulo 16 cnnstitucional. 
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Por lo tanto, es obligación de toda autoridad la motivación y 
fundamentación de sus actos, y esta necesidad de redobla o acentúa en 
el caso de los actos jurisdiccionales y muy especialmente en la sentencia 
que es la resolución más importante con la que culmina un proceso ju­
risdiccional. De ahl que esta sentencia sea el acto estatal que mayor 
necesidad tiene de motivación y fundamentación. 19 

El objeto de la motivación es el de "mantener la confianza de los 
ciudadanos en la justicia, y, al mismo tiempo, facilitar la fiscalización por el 
tribunal superior de la vía de las instancias y recursos extraordinarios".20 

Esto se manifiesta en el principio de la Fijación formal de los 
'1ec/1os, ya que todo el contenido del fallo se encuentra en la narración, 
en la motivación y en la resolución de la sentencia. 21 

En el derecho mexicano es innegable la necesidad legal de la 
motivación de la sentencia, que en la práctica se cuida con celo verdade­
ramente ejemplar por los funcionarios judiciales; exigencia fundada en la 
prescripción constitucional que establece que en los juicios de orden civil 
la sentencia definitiva deberá ser conforme a la letra, o a la interpretación 
juridica de la ley, y que, a falta de ésta, se fundará en los principios gen­
erales del derecho (artículo 14 Constitucional).22 

19. llihli(ilcca l>iccionario\ Jurldicoslr111:\1ico\, Derecho l'roccsal, l:dil. llalla. Colegio de l'rufcsorcs de 

Derecho l'rücc.\al de la Facullad de llcrecho de la UNAM .. M~xico, [>J .. 1998, l'ol. 4, p. S7. 

20. l'ltlETO CASTRO Y FEltl\A NlllZ, Leonardo,• Tra1ado d1• Dcmho l'roceJal•, Aran1.andi, l'am· 

piona, 1985, 1 I, p. l 8l 

21. En cslc seniido es mur importanlc lcncr prcscnlcla m.i\ima que dice: ne raljuik.x u/ira ¡11.'/ila parti11m: 

51•cr111cbm111/leg111c1 el f'rohcllajudicarr d,•bt•/ Eljuanodcbcju1.garmásalLI de lo pedido por las par· 

1es; dchc j111gar scgim lo :1kgado y probado. 

22 .. ·le/ore 11011 pruhw111·. rl'll.1 11hwfri1ur.· d;11e1 drbe ubsol1w lisa)' /laname111e c-uando wúorcmJo las 

pruebas d aclor 110;1c11ifkósus f'rt/msioiieJ deducidastnju/cio. 



111. La fundamentación, es un lugar común en el que se manifiestan 
y se asientan los dispositivos legales en que se sustentan los razonamien­
tos lógico jurldicos en que se apoya el juzgador para dirimir la controversia 
correspondiente. 23 

Lo anterior se puede apreciar del criterio sostenido por el Poder 
Judicial, localizable en Semanario Judicial de la Federación torno 109-
114 sexta parte, página 202: 

SENTENCIAS. FUNDAMENTACION Y MOTIVACION. 
No puede decirse que una sentencia carezca de fundamenta­

ción y motivación, en términos del articulo 16 constitucional, si 
los preceptos legales de cuya aplicación se trata están precisa­

dos en alguna parte de la misma, que es un todo, ya sea en los 

resultados, en las referencias a los razonamientos legales he­

chas por la parte, los considerandos, o antes de los puntos 

resolutivos, de modo que no haya duda razonable sobre los 

preceptos legales cuya aplicación se razona y examina, y si en 

dicha sentencia se contiene la parte substancial de los razona­

mientos que se refieren a los hechos del caso, para determinar 

si encajan en las hipótesis normativas. 

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMI­

NISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO. 

Amparo directo 991n?. Compañia de Fianzas México, S. 

A. 8 de marzo de 1978. Unanimidad de votos. Ponente: Guillermo 

Guzmán Orozco. 

23. Cfr. ESQUIVEL VÁZQUl!Z, Gustal'o Arturo, op.cil. supra. nota (SS) p.109. 
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Podemos observar igualmente, el siguiente criterio sostenido por 
el Poder Judicial que ha expresado en la siguiente tesis, que se puede 
localizar en el Semanario Judicial de la Federación, tomo 86, sexta par­
te, página 85, lo siguiente: 

SENTENCIAS, FUNDAMENTO LEGAL DE LAS. Si en 
todos los conceptos de violación se esgrime la falta de funda­
mentación legal de los diferentes incisos que componen el fallo 
reclamado, debe decirse al respecto, que si la sentencia examina 
la legalidad de la resolución impugnada a la luz de los conceptos 
de oposición y determina si existe o no violación de los preceptos 
aplicados en dicha resolución o de los invocados por la deman­
dante, esos preceptos que interpreta para establecer si fueron 
o no infringidos, constituyen precisamente el fundamento legal 
de su resolución. De manera que si la responsable procedió en 
tales términos, es inconcuso que su sentencia se encuentra 
fundada en ley. 

TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA 
ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO. 

Amparo directo 216n5. Promotora Inmobiliaria y Frac­
cionamientos, S. A. 25 de abril de 1975. Unanimidad de votos. 

Ponente: Felipe López Contreras. 

IV. La exllaustividad es consecuencia necesaria de los princi­
pios anteriores. En efecto, una sentencia es exhaustiva en la medida en 
que haya tratado todas y cada una de las cuestiones planteadas por las 
partes, sin dejar de considerar ninguna. Es decir, el tribunal al sentenciar 
debe agotar todos los puntos aducidos por las partes y referirse a todas y 
cada una de las pruebas rendidas. 
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La sentencia no será exhaustiva cuando deje de referirse a algún 
punto, a alguna argumentación, a alguna prueba; en otras palabras, al 
dictarse una sentencia debe tenerse mucho cuidado de examinar, agotán­
dolos todos, los puntos relativos a las afirmaciones y argumentaciones de 
las partes y a las pruebas rendidas. 

La función más importante del juez es dicere jus: decir el derecho, 
con base en la situación de hecho acreditada por las partes mediante las 
pruebas aportadas y se realiza mediante la sentencia de primera instan­
cia que concede o niega la tutela jurldica solicitada por las partes. 24 

Para efectos del Contencioso Administrativo, el articulo 237 del 
Código Fiscal, considera lo siguiente: 

Las sentencias del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y 
Administrativa se fundarán en derecho y resolverán sobre la pre­
tensión del actor que se deduzca de su demanda, en relación 
con una resolución impugnada, teniendo la facultad de invocar 
hechos notorios. 

De esta manera podernos considerar que «la sentencia es un acto 
eminentemente jurisdiccional, que puede ser definitiva o interlocutoria, de­
biendo integrase un capitulo de resultandos, otro de considerandos y los 
puntos resolutivos; observando que sea congruente, motivada y fundada 
con un análisis exhaustivo de la cuestión planteada ante el Tribunal»?5 

24. Aun cuando parrn:a rcilcmda nuc,trn alinnacitln.110 hay que dejar de pcrilcr de l'ista la m.hima que dia:: 

ne rlll j111lcx ul1w J":1i111 ¡Htrli11m. Jt•cu•klum 111/cgala rl prolx11ajud1rart tlrlot•/ El juez no debe ju1.gar 

m:ls allá de to pedido por la.\ panes: dchc ju1gar según lo alegado y probado. 

25. Cfr. ESQUIVE!. VÁZQlJEl .. <iuslal'o Anuro. up.cit. supra, nota(SS) p. 11 t. 

121 



3.5 Clasificación de las sentencias 

El caso normal de las sentencias finales, es la decisión definitiva 
de la litis y versan sobre la relación material, en contraposición de aquellas 
que versan únicamente sobre cuestiones procesales y que aun cuando 
ponen fin al procedimiento no falla sobre la relación material, que queda 
sin prejuzgar y que puede ser de nuevo sujeta al examen del juez. 

Dentro del Proceso Contencioso Administrativo Federal, «se con­
templa en el articulo 236 del Código Fiscal de la Federación, la posibili­
dad de emitir una sentencia definitiva que resuelva el fondo, o bien una 
interlocutoria que finalice el juicio sin decidir la controversia, decretando 
su sobreseimiento». 26 

La sentencia, en síntesis, asegura la actuación efectiva del derecho 
substantivo, a través de la función jurisdiccional. 

Como el derecho de acción es el poder instrumental para provo­
car el ejercicio de la función jurisdiccional, es decir, para conseguir la 
satisfacción del interés jurídico protegido por el legislador, debe existir 
una correlación entre el acto jurisdiccional por excelencia: la sentencia 
definitiva substancial y la acción ejercida, pues las partes al provocar la 
actuación del Estado-juez, lo hacen para conseguir la tutela jurídica a 
la que tienen derecho y que debe quedar satisfecha por el juez median­
te la sentencia, precisamente. Esla, pues, por un lado. satisface el interés 
de las partes y, por otro, satisface el interés público estatal de ver respetada 
la ley en los casos controvertidos. 

En este orden de ideas, en un sentido amplio (la tu sensu) nosotros 
consideramos que debe existir, correlación entre acción y sentencia y ésta, 

26. lbidcm. p.10.f. 
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además debe condenar o absolver, pues nul/a est sententia, quae neque 
absolutionem neque condemnationem continet, es decir, es nula ta sen- · 
tencia que no absuelve o condena. 

Esta parte es importantísima para el derecho procesal ya que ta 
correlación que exista entre acción y sentencia y su necesario contenido 
absolutorio o condenatorio, nos obliga a proseguir la clasificación de las 
sentencias definitivas o finales substanciales, materiales o de mérito, 
adjetivos todos que indican el mismo contenido: resolución del órgano ju­
risdiccional que resuelve, con fuerza vinculativa una controversia entre 
partes, sobre derechos substantivos. 

El maestro De Pina considera que considerada la demanda como 
un proyecto de sentencia formulado por el actor, ésta tendrá idéntico ca­
rácter que la acción de condena, declarativa, que en aquélla se ejercite.17 

En este orden de ideas vamos a poder apreciar a continuación los 
diferentes tipos o clases de sentencias que clásicamente hay. 

Dentro de la doctrina procesal, contenida en las obras de los gran­
des maestros, se ha definido diversas clasificaciones en torno a las 
sentencias y el modo en que estas se deben agrupar. De esta forma vamos 
a encontrar por ejemplo aquellas que resuelven situaciones jurldicas 
substanciales o de fondo y las que resuelven situaciones de forma. 

Existen diversos tipos de sentencias pero para efectos del presente 
trabajo, optaremos por desarrollar aquellas que se agrupan en la siguien­
te triada: 

1. Sentencia Declarativa 

27. DE PINA, Rafncl, op.cit., supra. no1a (13), p.239. 
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2. Sentencia Constitutiva 

3. Sentencia Condenatoria 

3.5.1 Sentencias declarativas 

Las sentencias declarativas tienen por objeto único determinar la 
voluntad de la ley con relación al objeto deducido en juicio por las partes, 
las sentencias declarativas sirven a la necesidad social de esclarecer 
determinadas relaciones jurídicas, por la eficacia de esta mera declaración. 
lienen de común con las de condena, como dice Rougevin, 'ª que se limitan 
a reflejar la situación jurídica tal y como ella es. 

La sentencia declarativa, es la que se limita a conocer o negar el 
valor legal de una pretensión. Tiene por objeto único determinar la voluntad 
de la ley con relación al objeto deducido en juicio por las partes. Esto es 
así ya que, el deber ser que establecen las normas jurídicas se refiere al 
obrar varios sujetos, estableciendo lo que unos pueden hacer y que, por 
tanto no debe ser impedido por los demás. 

Tales sentencias derivan del ejercicio de acciones declarativas que 
tienden precisamente a clarificar un estado de incertidumbre derivado de 
la norma jurídica o de su aplicación. 

Es así como el derecho coordina el obrar de varios sujetos, esta­
bleciendo mandatos que motivan una conducta determinada. El Derecho 
objetivo, pues, estatuye una conducta que va dirigida a los sujetos de la 
relación jurídica. 

28. Cfr. ROlJGEVIN·ll1\\'ll.l.E, M., 1/.tro11s de droit admi11istra1if., Pari~. l lad1clle, coll. P.E.S. 1989, 

p.223. 
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Estos mandatos son precisamente, lo que integran la voluntad de 
la ley. Es así como para Chiovenda,29 cuando las sentencias se limitan a 
declarar una voluntad concreta de ley, son declarativas. Tales sentencias 
derivan del ejercicio de acciones declarativas que tienden precisamente 
a clarificar un estado de incertidumbre derivado de la norma jurídica misma. 

La sentencia declarativa, en si agota su contenido cuando 
determina la voluntad de la ley en el caso concreto: si algún acto es nulo, la 
simple declaración de nulidad es suficiente para «hacer cierta»: certum 
f acere la situación jurídica controvertida. 

En este orden de ideas, podemos ubicar dentro de este apartado 
a las sentencias que emite el Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Admi­
nistrativa, ya que en general éstas podrán reconocer, declarar la nulidad o 
declarar la nulidad de la resolución impugnada para determinados efectos, 
debiendo precisar con claridad la forma y términos en que la autoridad 
debe cumplirla, salvo que se trate de facultades discrecionales. 

Sin embargo, es preciso hacer mención que en la reforma fiscal 
para el año de 2001 el artículo 239 del Código Fiscal de la Federación, 
respecto del Juicio Contencioso Administrativo Federal agregó una cuar­
ta posibilidad de sentencia que podrá emitir el Tribunal Federal, y es la 
que podrá «declarar la existencia de un derecho subjetivo y condenar al 
cumplimiento de una obligación, asi como declarar la nulidad de la reso­
lución impugnada».30 

Lo anterior nos da la pauta para comentar que dentro de la natu­
raleza jurídica tradicional del Tribunal Federal, ésta adición es una total 

29. Cfr.ClllOVENDA.•fri11cipiosdc DmchoProctsa/CMI., l'Ol. l,p.185. 

JO. Diario Oficial de la Federación del JO de diciembre ilcl 2000. 
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novedad, ya que con todo lo que se ha planteado en el presente trabajo se 
hace cada vez más patente una urgente redefinición de la naturaleza sui 
generis que reviste nuestro Tribunal. Ya que, los alcances de esta reforma, 
sitúan tímidamente al Tribunal en el ámbito de la plena jurisdicción y el tipo 
de sentencia, una sentencia de condena como las que emitía en Francia 
el Contencioso de Imposición, donde el juez fiscal tiene las más amplias 
facultades y no solo anula la resolución o acto administrativo, sino que al 
dictar su resolución condena a su emisor, a quien obliga a que respete 
latu sensu el derecho subjetivo reclamado, e inclusive, puede reformar o 
substituir el acto administrativo impugnado, produciendo sólo efectos de 
cosa juzgada entre las partes. 

La sentencia declarativa tiene, pues, una finalidad autónoma: la de 
la declaración de la certeza de la protección jurldica. 

3.5.2 Sentencias constitutivas 

La sentencia constitutiva es aquella que crea jurídicas nuevas, pre­
cisamente derivadas de la sentencia, tienen como características esencial 
la producción de un estado jurídico que antes de pronunciarse no existra. 
Estas sentencias, normalmente, producen sus efectos ex nunc(desde la 
sentencia) y no ex tune (desde la demanda); excepcionalmente, pueden 
producirse sus efectos en forma retroactiva. 

Esto acontece o bien cuando no existe norma abstracta aplicable y 
es el juez el que crea el derecho a través de la sentencia, o bien, cuando a 
consecuencia del fallo, se crean estados jurídicos diversos a los existen­
tes antes del juicio. 
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MichellP1 considera que la sentencia constitutiva produce un cambio 
de la situación sustancial preexistente al proceso mismo, cambio que en 
algunos casos no puede obtenerse sino por la sentencia misma. 

Carnelutli32 distingue dos clases de sentencias constitutivas: 
aquellas cuyo nuevo efecto jurídico es una consecuencia de puro derecho 
de la declaración y aquellas en las que éste procede excepcional­
mente de la aplicación de la equidad; ejemplo del primer caso es la 
separación personal en la nulidad del matrimonio, y la resolución de un 
contrato por cláusula resolutoria expresa; y del segundo, la resolución del 
mismo por cláusula resolutoria tácita, y la concesión de prórroga y la fi­
jación judicial de término para el cumplimiento de las obligaciones. 

Estas sentencias son muy importantes para la vida jurídica y el 
estado de derecho de un país, denotan plena jurisdicción y fuerza ejecutiva 
de un tribunal, ya que en caso de negativa o ausencia o rebeldía, el tribu­
nal puede llegar a otorgar la razón a la contraparte. 

3.5.3 Sentencias de condena 

La sentencia de condena es la que, además de determinar la 
voluntad de la ley en un caso concreto, impone a una de las partes una 
conducta determinada, debido a la actuación de la sanción potencial que 
contiene la norma abstracta. 

31. MICI JEl.1.1 cil. por Ct\l'El.LElTI, Mauro, •l.a oralidad y las prutbas e11tl proctso1 en una lrad. 

Scnlis Mclcndo, EJEA. llucoos Aires, Argcnlina, 1972, p. 46. 

32. CARNEl.UlTI. Frnnccsco, • l.aprobacfri/e., Edilorialc A1d1c11acum, Roma. 191 S, p.SI. 
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Considero que el derecho objetivo no sólo establece conductas, 
sino que a la vez crea sanciones en contra de quienes no realicen la con­
ducta prescrita o no respeten la facultad derivada de la conducta prevista 
a favor del tílular del derecho. Les impone a los órganos del Estado la 
obligación y el deber de realizar actos de coacción, en el supuesto de que 
los sujetos de la norma ejecuten actos contrarios a la conducta prescrita .. 
Sin embargo, esta parte sancionadora de la norma sólo se aplica cuando 
hay incumplimiento de su parte preceptiva. 

Alfredo Rocco, 33 comparando la sentencia declarativa y de condena, 
afirma que sin la sentencia condenatoria da lugar a la ejecución forzosa y 
la declarativa no da lugar, ello significa que en la primera existe algún 
elemento que hace posible la ejecución, que falta en la segunda. Tal 
elemento es la condena, la cual debe considerarse como conminatoria de 
la ejecución forzosa hecha por el juez obligado, en caso de la inobservancia 
de la obligación que le incumbe. 

La característica de la sentencia de condena está en la posibilidad 
de que el vencedor puede obtener, ante la falta de cumplimiento voluntario 
del demandado, la ejecución forzada. 

Zanzucchi34 dice que las sentencias de condena son aquellas que, 
previa la declaración del derecho a una prestación (dar, hacer o no hacer), 
contienen una orden del juez dirigida a la parte perdidosa de exigirle la 
prestación debida al actor. 

33. ROCCO, Alfredo, op. cit., supra, nota (39), p. 60. 

J.1. Zt\NZUCCI 11, A.,• /Jiccionario ile clmcho wual• llibliografia Omcba, llucnos Aires, 1968, p.1607, 
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Asl, el efecto básico de la sentencia de condena consiste en origi­
nar su ejecución forzada, para ello, las sentencias de condena presuponen 
dos cosas: 

1. La existencia de una voluntad de la ley que garantice un bien a 
alguien, imponiendo al demandado la obligación de una 
prestación. 

2. La convicción del juez de que basándose en la sentencia pué­
dase, sin más, inmediatamente o después de un cierto tiempo, 
proceder por los órganos del Estado a los actos posteriores 
necesarios para la consecución efectiva del bien garantizado , 
por la ley. 35 

La sentencia de condena, es la resolución que impone una pres­
tación a cargo del vencido, ésta prestación proviene, no de la voluntad del 
juzgador ni como consecuencia del proceso, sino que resulta de la 
aplicación de la norma al caso concreto. 

Las sentencias de condena se clasifican en tres tipos, como hemos 
visto, consistentes en un dar, un hacer y en un no hacer. Aunque en todas 
ellas se finca una prestación a cargo del vencido, es en las de dar donde 
hay una transmisión de bienes, en las de hacer una realización de obra y 
en las de no hacer una abstención. 

La única sentencia de realización coactiva es la de condena de dar, ya 
que las otras dos, en caso de incumplimiento voluntario, se resuelven en 
indemnización de cantidad liquida que puede ser objeto de ejecución. 

35. CHIOVENDA, op. cit., supra nota (56), p.185. 
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3.6 Efectos de las sentencias 

Como se comento en el apartado anterior, uno de los efectos de 
las sentencias está la ejecución del fallo contenido en ella. 

Entre los efectos que causa una sentencia son diversos, según su 
especie y la materia sobre recaen, pero los principales son los siguientes: 

a) La cosa juzgada, 

· b) La llamada, impropiamente--comenta De Pina30-, actiojudicati, 
o sea la facultad que corresponde a la parte que ha obtenido 
sentencia favorable de hacerla ejecutar judicialmente cuando el 
vencido no la cumple de modo voluntario, 

c) Las costas judiciales. 

En este sentido es importante subrayar para el presente trabajo, la 
importancia que tiene para la ejecución y cumplimiento por el condenado 
de lo dictado en la sentencia definitiva, ya que es momento en el que se 
detem1ina con fuerza vinculativa y obligatoria para las partes el fallo dictado 
por el juez en ejercicio de su jurisdicción. 

Sin embargo, como hemos visto a lo largo del presente trabajo, en 
el caso de los contenciosos de anulación, los efectos de las sentencias 
son propiamente declarativos. Y por ende el juez simplemente anula el 
acto administrativo impugnado. 

··36, DE rlNA, ltnfacl, op.cit., supra, nota (13), p. 546. 
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En cambio en las sentencias de los tribunales de plena jurisdicción 
que dictan este tipo de tribunales, fundamentalmente consisten en un 
reconocimiento jurisdiccional de un derecho subjetivo violado, y dicho tri­
bunal protege ese derecho subjetivo y dicta una resolución en la cual no 
sólo anula el acto administrativo impugnado, sino que al dictar su resolución 
condena al emisor a que respete dicho fallo, y en ocasiones hasta obliga 
al demandado al pago de daños y perjuicios. 

Por ello, y en este orden de ideas, la refonma que se llevó a cabo al 
Tribunal Fiscal de la Federación en la reforma fiscal de 2000 para 2001, 
no debe de ser únicamente de nombre, sino que debió ir más allá, para 
otorgar al hoy Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa plena 
jurisdicción, corno lo fue la adición de una fracción IV al articulo 239 del 
Código Fiscal de la Federación. 

3. 7 Del proyecto de sentencia 

Según el artículo 236 del Código Fiscal de la Federación, las sen­
tencias se pronunciará por unanimidad o mayoría de votos de los magis­
trados integrantes de la sala. Este pronunciamiento se hace dentro de los 
60 días siguientes a aquel en que se cierre la instrucción en el juicio en 
términos del artículo 235 del citado Código. 

Para llegar a la sentencia anterior, el magistrado instructor formu­
lará el proyecto respectivo dentro de los 45 días siguientes al cierre de la 
instrucción. 37 

3 7. No está por dermis mencionar, que la.1 partes podrán formular c.\citativa de justicia ante el presidente 

del Trihunnl de ncucrdo con el artlculo 240 del CFF, si d magistmdo mponsable no fom1ula el pro) te· 

to respectivo dentro del plalo scr)alado en este apanado. 
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Cuando la mayoría de los magistrados estén de acuerdo con el 
proyecto, el magistrado disidente podrá limitarse a expresar que vota en 
contra del proyecto o formular voto particular razonando, el que deberá 
presentar en un plazo que no exceda de diez días. 

Si el proyecto no fue aceptado por los otros magistrados de la Sala, 
el magistrado instructor engrosará el fallo con los argumentos de la mayo­
ría y el proyecto podrá quedar como voto particular. 

Para dictar resolución en los casos de sobreseimiento, por alguna 
de las causas previstas en el artículo 203 del Código Fiscal, no será nece­
sario que se hubiere cerrado la instrucción. 

Es importante hacer notar que la Sala podrá decretar la ilegalidad 
de una resolución impugnada, sin haber llegado al fondo cuando acontezca 
cualquiera de los siguientes supuestos a que hace referencia el artículo 
238 del Código Fiscal: 

Se declarará que una resolución administrativa es ilegal 
cuando se demuestre alguna de las siguientes causales: 

l. Incompetencia del funcionario que la haya dictado 
u ordenado o tramitado el procedimiento del que deriva dicha 
resolución. 

11. Omisión de los requisitos formales exigidos por las 
leyes, que afecte las defensas del particular y trascienda al sen­
tido de la resolución impugnada, inclusive la ausencia de 
fundamentación o motivación, en su caso. 

111. Vicios del procedimiento que afecten las defensas del 
particular y trasciendan al sentido de la resolución impugnada. 
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IV. Si los hechos que la motivaron no se realizaron, fueron 
distintos o se apreciaron en forma equivocada, o bien si se dictó 
en contravención de las disposiciones aplicadas o dejó de apli· 
car las debidas. 

V. Cuando la resolución administrativa dictada en ejer­
cicio de facultades discrecionales no corresponda a los fines 
para los cuales la ley confiera dichas facultades. 

El Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa 
podrá hacer valer de oficio, por ser de orden público, la incom­
petencia de la autoridad para dictar la resolución impugnada 
y la ausencia total de fundamentación o motivación en dicha 
resolución. 

Los órganos arbitrales o paneles binacionales. derivados 
de mecanismos alternativos de solución de controversias en 
materia de prácticas desleales, contenidos en tratados y con­
venios internacionales de los que México sea parte, no podrán 
revisar de oficio las causales a que se refiere este articulo. 

De esta manera, las sentencias emitidas por el Tribunal Federal 
de Justicia Fiscal y Administrativa deberán ajustarse a los requisitos que 
establece actualmente el artículo 237 del Código Fiscal, es decir, de­
biendo fundamentarse en derecho y resolviendo sobre la pretensión 
del actor que éste deduzca en su demanda, en relación con la resolución 
impugnada; las Salas podrán corregir los errores en la cita de preceptos 
violados, así como los demás razonamientos sin cambiar los hechos 
expuestos en la demanda o en la contestación de la misma. 

En este sentido, las sentencias que emita el Tribunal Federal de 
Justicia Fiscal y Administrativa deberán de ajustarse a determinados re-
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fundamentales para su emisión, mismos que destaca el articulo 
237 del Código Fiscal, que dice: 

Las sentencias del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y 
Administrativa se fundarán en derecho y resolverán sobre la 
pretensión del actor que se deduzca de su demanda, en relación 
con una resolución impugnada, teniendo la facultad de invocar 
hechos notorios. 

Cuando se hagan valer diversas causales de ilegalidad, 
la sentencia o resolución de la Sala deberá examinar primero 

aquellos que puedan llevar a declarar la nulidad lisa y llana. En 
el caso de que la sentencia declare la nulidad de una resolución 
por la omisión de los requisitos formales exigidos por las leyes, 
o por vicios de procedimiento, la misma deberá señalar en que 
forma afectaron las defensas del particular y trascendieron al 
sentido de la resolución. 

Las Salas podrán corregir los errores que adviertan en la 
cita de los preceptos que se consideren violados y examinar en 
su conjunto los agravios y causales de ilegalidad, asi como los 
demás razonamientos de las partes, a fin de resolver la cuestión 
efectivamente planteada, pero sin cambiar los hechos expues­
tos en la demanda y en la contestación. 

Tratándose de las sentencias que resuelvan sobre la 
legalidad de la resolución dictada en un recurso administrativo, 
si se cuenta con elementos suficientes para ello, el Tribunal se 
pronunciará sobre la legalidad de la resolución recurrida, en la 

parte que no satisfizo el interés ¡urídico del demandante No se 
podrán anular o modificar los actos d las autoridades admi­
nistrativas no impugnados de manera expresa en la demanda. 
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En el caso de sentencias en que se condene a la autoridad a la .. 
restitución de un derecho subjetivo, violado o a la devolución de una 
cantidad, el Tribunal deberá previamente constatar el derecho que tiene el 
particular, además de la de la legalidad de la resolución impugnada. 

3.8 Instancia de aclaración de sentencias 

El artículo 239-C dice que la parte que estime contradictoria, am­
bigua u obscura una sentencia del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y 
Administrativa, podrá promover por una sola vez dentro de los diez días 
siguientes a aquél en que surta efectos su notificación. 

La instancia deberá señalar la parte de la sentencia cuya aclaración 
se solicita e interponerse anta la Sala o Sección que dictó la sentencia, la 
que deberá resolver en un plazo de cinco días siguientes a la fecha en que 
fue interpuesto, sin que pueda variar la sustancia de la sentencia. La 
aclaración no admite recurso alguno y se reputará parte de la senten­
cia recurrida y su interposición interrumpe el término para su impugnación. 

Es importante que sobre la aclaración de sentencias tomemos en 
cuenta que el Código Fiscal de la Federación conforme a lo preceptuado 
en sus artículos 236 y 248, considera que sólo constituyen sentencias las 
que resuelven el fondo del asunto, y a las demás las denomina resoluciones. 

Además, antes de invocar esta facultad habría que hacer una 
revisión de dicho fallo, considerando si realmente cumple con los siguientes 
requisitos generales: 

1) Principio de Congniencia. El articulo 237 del Código Fiscal de 
la Federación contempla el principio de congruencia al establecer la obli­
gación de que en las sentencias del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y 
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Administrativa, deben examinarse todos y cada uno de los puntos con· 
!revertidos del acto impugnado; ocupándose primero de examinar aque­
llas que puedan llevar a declarar la nulidad lisa y llana de la resolución 
impugnada; de examinar en su conjunto los agravios y las causales de 
ilegalidad, asl como los demás razonamientos de las partes; la de no anu· 
lar o modificar los actos de autoridad no impugnados de manera expresa 
en la demanda. 

Al respecto, el Tercer Tribunal Colegiado en Materia Administra· 
tiva del Primer Circuito, en la tesis visible en el informe rendido a la Su· 
prema Corte de Justicia de la Nación por su Presidente, al terminar el año 
de 1980, 3ª parte, pág. 115 sostiene: 

CONGRUENCIA, PRINCIPIO DE. SUS ASPECTOS. 

EL ARTICULO 229 DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERA· 

CIÓN ES EL QUE LO CONTIENE.· El principio de congruencia 

(consistentemente respetado en materia civil), resulta igualmente 

utilizado y aplicado en todos los procesos judiciales y jurisdiccio· 

nales, y en su esencia está referido a que las sentencias deben 

ser congruentes no sólo consigo mismas, sino también con la 

litis tal y como quedó formulada por medio de los escritos de 

demanda y contestación. Sostienen los jurisconsultos que hay 

dos clases de congruencia, la interna y la externa. La primera, 

que es la que se refiere al asunto sometido a la consideración de 

este tribunal, consiste en que la sentencia no contenga resolucio· 

nes ni afirmaciones que se contradigan entre si o con los puntos 

resolutivos. La congruencia externa exige que la sentencia haga 

ecuación con los términos de la litis. Ambas congruencias con­

templan en el articulo 229 del CFF. .. luego entonces. las salas 

del TFF de acuerdo con lo dispuesto en el articulo 229 del CFF, 

deben observar en todas las sentencias el principio de congruen· 
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cla, Jo cual estriba en que al resolver la controversia lo hagan 

atento a lo planteado por las partes respecto de la resolución, la 
· demanda y la contestación, sin omitir nada, ni añadir cuestiones 

hechas valer por lo que controvierten, además, sus sentencias 

no deben contener consideraciones contrarias entres si o con 

los puntos resolutivos. 

Por su parte la Sala Superior del TFJFA en a tesis visible en la re­
vista de dicho tribunal, número 65, segunda época, a;ío VI, mayo de 1985, 
página 901, sostuvo: 

SENTENCIA DEL TRIBUNAL FISCAL DE LA FEDERA­

CIÓN. DEBE CUMPLIR CON EL PRINCIPIO DE CONGRUEN­
CIA.- Conforme a lo previsto en el artículo 237 del vigente CFF, 

las sentencias de este tribunal deben dictarse conforme a de­

recho, cumpliendo el principio de congruencia, lo que significa 

que además de resolver los puntos controvertidos por las partes, 

deben pronunciarse los correspondientes puntos resolutivos en 

forma congruente con los razonamientos que determinaron la 

confirmación de la resolución impugnada o su anulación lisa y 

llana, o bien precisar los efectos de dicha nulidad. 

2) La Motivación. Este segundo requisito no es exclusivo de las 
sentencias, sino que constituye una garant!a que tiene todo gober­
nado, consagrada en el articulo 16 constitucional, el cual obliga a toda 
autoridad, incluyendo a las jurisdiccionales a "fundar y motivar" los actos 
que emitan, por el simple hecho de causar molestias a los particulares en 
su persona, familia, domicilio, papales o posesiones. 

En consecuencia, la motivación de la sentencia consiste en la 
obligación del tribunal de expresar los motivos, razones y fundamentos de 
su resolución. 
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3) La Exauslividad. Por lo que toca a la exhaustividad es conse­
cuencia necesaria de los dos principios anteriores. Una sentencia es 
exhaustiva, en la medida en que haya tratado todas y cada una de las 
cuestiones planteadas por las partes, sin dejar de considerar ninguna. Es 
decir el tribunal al sentenciar debe agotar todos los puntos aducidos por 
las partes y referirse a todas y cada una de las pruebas rendidas. La 
sentencia no será exhaus-tiva cuando deje de referirse a alguna prueba; 
en otras palabras, al dictar una sentencia debe tener mucho cuidado de 
examinar, agotándolos todos, los puntos relativos a las afirmaciones y argu­
mentaciones de las partes y a las pruebas rendidas. 

En principio la exhaustividad en la mayoría de las ocasiones no se 
agota, pues se ha sostenido que con base en el principio de economía 
procesal, encontrándose fundada alguna causal de anulación, en nada 
variaría el sentido del fallo al hecho de que se analizarán otros argumen­
tos de impugnación. 

Así, por lo que respecta a este apartado podemos decir que, el 
sistema establecido en el artículo 237, en el sentido de que cuando se ha­
gan valer las causales de ilegalidad, la sentencia o resolución de la sala 
deberá examinar primero aquellos que puedan llevar a declarar la nuli­
dad lisa y llana, este va encaminado a dar mayor seguridad jurldica al 
actor, ya que se busca que la sentencia establezca en definitiva la nulidad 
lisa y llana de la resolución impugnada, evitando con ello el constante reenvío 
a la autoridad para que corrija las violaciones de formas o de procedimien­
to y asimismo la constante impugnación de los actos de autoridad. 

Considero que el nuevo examen que debe llevar a cabo el magis­
trado sobre los puntos a tratar, es un avance muy grande ya que otorga 
mayor jurisdicción al tribunal y obliga a la autoridad a emitir mejores reso­
luciones, solventado su criterio en derecho fiscal y en la legalidad de sus 
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parámetros. Es un paso en la plena jurisdicción del Tribunal Federal de 
·Justicia Fiscal y Administrativa. 

Ahora bien, en el caso de que no existan causales de ilegalidad 
que lleven a declarar la nulidad lisa y llana de la resolución impugnada, y 
sólo existan dichas causales por omisión de los requisitos formales o por 
violación de procedimiento, la sala del tribunal en la que recayó el juicio al 
dictar su fallo respectivo, deberá ser para efectos en los términos del últi­
mo párrafo del artículo 239 del Código Fiscal, señalando a la autoridad 
demandada todas las violaciones fonnales o de procedimiento que resulten 
fundadas, a fin de que se emita su nuevo acto subsanando todas y cada 
una de las irregularidades que hubieran sido materia de controversia. 

En dicha sentencia la sala deberá señalar en que forma las citadas 
violaciones afectaron las defensas del particular y trascendieron al sen­
tido de la resolución impugnada, asimismo deberá indicar los términos 
conforme a los cuales la demanda debe dictar su resolución, salvo que se 
trate de facultades discrecionales. 

En el caso de que la sentencia declare la nulidad de una resolución 
por la omisión de los requisitos formales exigidos por las partes, o por 
vicios de procedimiento, la misma deberá señalar en qué forma afectaron 
las defensas del particular y trascendieron al sentido de la resolución. 

3.9 Otras resoluciones del juez 

Las actividades de los órganos jurisdiccionales en el proceso se 
manifiestan en una serie de actos regulados por la ley, mismos que tienen 
una importancia suma a la luz de la garantía de legalidad y seguridad 
jurídica, por lo que, las resoluciones del juez tendrán que apegarse a las 
formas y a los procedimientos establecidos. Así, por resoluciones judiciales 
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podemos entender la exterio.rización de ~dos procesales de los jueces y 
tribunales, mediante los cuales atienden a las necesidades del desarrollo . 
del proceso a su decisión. 

Doctrinariamente las resoluciones judiciales pueden clasificarse 
en dos grupos: 

a) Interlocutorias y b) de fondo. 
Las primeras-providencias (que también suelen recibir 

denominación de decretos) y autos (que también han sido califica­
dos como sentencias interlocutorias)- que son las que dictan 
los órganos jurisdiccionales durante la substanciación del proce­
so; las segundas -sentencias-. las que deciden la cuestión de 
fondo que constituye el objeto del mismo. 

La distinción entre providencias (o decretos) y autos, se funda en 
la menor o mayor trascendencia de las cuestiones sobre que recaen y que 
al respecto distinguen las leyes procesales respectivas. 

Las resoluciones judiciales, según el Código Federal de Procedi­
mientos Civiles (supletorio de la Ley de Amparo) dice que son: decretos, 
autos y sentencias; cuando decidan cualquier punto dentro del negocio, y 
sentencias, cuando decidan el fondo del negocio. ll 

Asi podemos considerar la siguiente clasificación: 

1.· Docrotos. Se han considerado como simples deter­
minaciones de trámite, éstos no solamente comprenden las 

38. El Código dcCorncrcio califica de definilivaa la scn1C11ciaquedccidetl negocio principal,)• de inler· 

loculoria n la que decide un incidente, un anlculo sobre excepciones dilalorias o una compclencia. 
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resoluciones de escasa importancia en el proceso, como por 

ejemplo las que manda unir a los autos algún documento o escri· 

to, o hacer saber un cómputo o ur:i informe, sino que, lejos de 
ello, el código clasifica como decreto resoluciones importantes 

como las que dan entrada a la demanda en el juicio ordinario. 

2.· Autos provisionales. Son aquellos que se dictan a peti­

ción de un litigante, sin audiencia del otro, encaminadas a asegu­

rar bienes o a realizar medidas de seguridad respecto al que no 

ha sido oído, que pueden modificarse antes de dictarse la senten­

cia definitiva o al pronunciarse ésta; de esta naturaleza son: la 
resolución que dicta una providencia precautoria de secuestro 

o de arraigo, el auto de exequendo en el juicio ejecutivo, el 

mandamiento para la fijación de la cédula en el hipotecario, etc. 

3.· Autos definitivos. Se denomina a las resoluciones 

que, no siendo la sentencia definitiva, ponen fin al proceso, y por 

ello se dice que tienen fuerza de definitivas, esto es, no cabe que 
sean modificadas por sentencia posterior que no habrá posibi· 

lid ad de pronunciar. Algunos opinan, que la definitividad de estas 
resoluciones, radica en la posibilidad de que produzcan un gra­

vamen imposible de reparar. 

4.· A u tos preparatorios. Recaen con motivo de la acti· 

vid ad que corresponde al juez en relación con la preparación del 

material de conocimiento, especialmente con la admisión o 

no de las pruebas. La precisión del contenido de estos autos no 

presenta dificultad particular. 

5.· Sentencias interlocutorias. Las sentencias se han 
clasificado tradicionalmente en definitivas e interlocutorias. Las 

definitivas ponen fin al proceso en una instancia y las interlocu-
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!orlas están destinadas a la resolución de cuestiones incidenta· 
les. Se emplean para resolver los incidentes promovidos antes o 
después de la sentencia definitiva. 

Según sus efectos las sentencias interlocutorias impi· 
den o paralizan definitivamente la prosecución del juicio, teniendo 
en este caso el efecto del auto definitivo, o bien no la impiden ni 
paralizan; por ejemplo la resolución que declara procedente la 

falta de personalidad en el actor, resolviendo el articulo de previo 
y especial pronunciamiento en que se trata de esa excepción en 
el juicio ordinario (primer tipo de interlocutoria); la resolución que 
niega una nulidad procesal demandada por uno de los litigantes 

(segundo tipo). 

6.· Sentencia definitiva. El Código Federal de Procedí· 
mientas Civiles dice que las resoluciones judiciales son sen­
tencias «cuando decidan el fondo del negocio». 

La denominación de sentencia debiera reservarse pa­
ra designar, únicamente, a la resolución definitiva en virtud de la 
cual el órgano jurisdiccional competente, aplicando las normas 
al caso concreto, decide la cuestión planteada por las partes (o 
por el Ministerio Público cuando interviene en calidad de actor). 

Como vimos anterionnente, la denominación de sentencia se aplica 
también a resoluciones que no revisten ese carácter. 

El contenido de la sentencia está integrado por un razonamiento 
(elemento lógico) y un mandato (acto de autoridad) El elemento lógico 
constituye la justificación de la sentencia; el elemento o acto de autoridad 
como manifestación de la autoridad del Estado, expresada por medio del 
órgano jurisdiccional competente. constituye su esencia. 
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La sentencia tiene una eficacia imperativa y obligatoria. La parte 
vencida, una vez que la sentencia es firme, no puede dejar de cumplirla, 
salvo que la parte que la ha obtenido renuncie a su ejecución. Se ha llamado 
a la sentencia, en sentido figurado, /ex especia/is, por que su potestad se 
refiere al caso concreto que la motiva. La eficacia de la sentencia se 
concreta en la obligación que se impone a la parte vencida de comportarse 
de acuerdo con la declaración de derecho formada por el juez. 
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IV. Las sentencias del 
Tribunal Federal de Justicia 

Fiscal y Administrativa 

l'l'i 



Las sentencias del Tribunal Federal de Justicia 
Fiscal y Administrativa 

4.1 Nota previa 

Como hemos podido observar durante el desarrollo del presen­
te trabajo, jurisdicción, competencia, sentencia y ejecución, constituyen 
términos familiares entre si; concatenan literalmente el comienzo de un 
litigio, desde que se presenta ante quien está investido de facultades 
para decir el derecho y aplicar la norma abstracta al caso concreto has­
ta la observancia y plena ejecución de la sentencia (resolución indi­
vidualizada). 

El efecto final de un litigio en una sentencia (ideal de condena), es 
ta ejecución del fallo, que constituye un tema de gran importancia en el 
desarrollo del presente trabajo, vinculado al Juicio Contencioso Admi­
nistrativo en su evolución a la de un tribunal contencioso de plena juris­
dicción. Para ello, ha sido necesario estudiar los elementos que hemos 
mencionado al principio de este comentario y, los hemos vinculado y ce­
ñido a la Justicia Administrativa, concretamente al Juicio Contencioso 
Administrativo Federal. 
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Lo anterior, considero, fue indispensable para llegar al presente 
capitulo y tener elementos suficientes que nos ayuden a juzgar y a com­
prender si existe plena jurisdicción en las sentencias que emite el Tribunal 
Federal de Justicia Fiscal y Administrativa y poder juzgar el destino si 
estamos o no en condiciones de constituir un tribunal administrativo pro­
pio, y sobre todo que sea de plena jurisdicción. 

4.2 Las sentencias que dicta el Tribunal Federal de Justicia 
Fiscal y Administrativa 

De acuerdo al modelo que se adoptó en México para llevar a cabo 
la creación de un tribunal de justicia administrativa, se tomó en conside­
ración el sistema continental europeo o francés, que se agota en las Salas 
del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa. 

Este modelo, como hemos visto en el desarrollo del presente tra­
bajo implica, que de acuerdo a la naturaleza que le quiso imprimir la Ley 
de Justicia Fiscal, el Tribunal sería declarativo y de anulación, a diferencia 
del Tribunal de plena jurisdicción que tiene potestades amplísimas para 
hacer respetar sus fallos, hacerlos cumplir y en un momento dado facul­
tades de sustitución. 

Sin embargo, las sentencias que en ocasiones llega a dictar el Tri­
bunal, son de una doble naturaleza, es de decir, en ocasiones se pronuncia 
como un tribunal de anulación y en otras como un tribunal de plena juris­
dicción. Esto también se debe en parte a que, como vimos en capftufos 
pasados cuando tocamos el tema de la competencia, al tratar la relativa 
a la materia, suscrita en su artículo 11 de su Ley Orgánica, dicho Ttibunal 
tenia competencia para resolver cuestiones meramente declarativas o de 
anulación y en otras, de plena jurisdicción. 
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Esta doble naturaleza de la que hablamos en el párrafo anterior, 
hace referencia a algunos tipos de sentencias que existen y que, expli­
camos anteriormente, nos referimos a las sentencias declarativas y las de 
condena. Ya que en ocasiones, por las características de las sentencias 
que dicta el Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, pereciera 
que son de anulación y de condena. Rebasando su naturaleza y haciendo 
insuficiente su figura. Como queriendo traspasar el tiempo, la competencia 
y su historia y queriendo alcanzar por todos los medios su independen­
cia, y asl constituirse en un tribunal de plena jurisdicción. 

Sin embargo, el Poder Judicial ha reiterado en forma sistemática, 
que el Tribunal Federal emite únicamente sentencias declarativas, a este 
respeto la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia ha sostenido: 

SENTENCIAS DEL TRIBUNAL FISCAL DE LA FEDE· 

RACIÓN, EJECUCIÓN DE. ( ... )Como las sentencias del Tribu­

nal Fiscal de la Federación en los juicios de nulidad no son cons­

titutivas de derechos, sino únicamente declarativas, cuando una 

sala de ese Tribunal pronuncia sentencia reconociendo la vali­

dez de la resolución ante ella impugnada, no se ejecuta dicha 

sentencia sino que se deja expedito el derecho de las autorida­

des fiscales para llevar a cabo su propia determinación. 1 

Lo sostenido en el precedente citado, nos parece equivocado, ya 
que si bien el tribunal ha adoptó en su origen, la naturaleza de un tribunal 
declarativo, ello no ha sido óbice para que a lo largo de estos años haya 
transformado sus resoluciones, en sentencias que ocasiones tienen 

l .1\pémticc al Semanario Judicial de la Federación, en 1c1i1 cjcculoria1 l917.197S de la segunda Sala p.l· 

ginaSOI. 
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verdaderos visos de condena, como en el caso de la fracción 111 y IV del 
artf culo 239, como por ejemplo la que deriva de una sentencia que con 
fundamento en la fracción IV del artículo citado, reconoce un derecho 
subjetivo y condena a la autoridad a respetar ese derecho y hasta llevar a 
cano una devolución de impuestos, con todo y recargos y actualizaciones. 

Por lo que, consideramos que la evolución del Tribunal es inminen­
te, tanto que hasta su nombre cambió, y que aunque existan precedentes 
como el citado, la necesidad de adecuar al Tribunal a la realidad que lo 
demanda más pleno, otorgándole la jurisdicción que se merece, pondría a 
este Tribunal en una situación privilegiada y en una verdadera situación de 
coyuntura para el contribuyente en relación al amparo indirecto. 

Por otra parte, de acuerdo a la distinción que estudiamos en el 
apartado de la clasificación de sentencias, las declarativas no tienen otro 
efecto, que el de agotar en su contenido, cuando se determina la voluntad 
de la ley al caso concreto, siendo importante hacer notar que el efecto 
ejecutivo o de ejecución de una sentencia no liga siempre ni forzosamen­
te con la sentencia, ya que está condicionada por la clase de fallo que se 
emita y por la naturaleza de la relación que se disputa. 

Sin embargo, el problema existe realmente cuando el sujeto pasivo 
u obligado resulta ser el Estado, así se afirma, que el resultado de una 
sentencia no puede quedar librado al discrecional arbitrio de la autoridad, 
ya que debe ser la primera en aplicarlo, en llevar a cabo la ejecución de la 
sentencia y en el cumplimiento del derecho. 

Lamentablemente esto, en muchas ocasiones no es así, y la auto­
ridad demandada cuando llega a perder un asunto, por ejemplo en una 
negativa ficta, la autoridad administrativa no contesta la consulta plante­
ada, el contribuyente interpone juicio de nulidad en contra de lai negativa 
ficta y gana la sentencia. Pasado el término que tiene la autoridad para 
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ejecutar el fallo, el actor interpone recurso de queja ante la Sala delco­
nocimiento, obligándole al perdedor a responder pero indicándole el 
sentido de la respuesta. Y aún asl, la autoridad no respeta el sentido del 
fallo y el actor tiene que iniciar un nuevo juicio pero ahora el de amparo 
indirecto, en donde queda totalmente al arbitrio de juez de distrito quien 
en ocasiones, como hemos visto, puede opinar distinto al magistrado del 
Tribunal Federal y darle la razón a la autoridad o simplemente avalar su 
deficiente cumplimiento. Con lo que, se deja en total estado de inseguridad 
jurídica al actor y se tiran por la borda el tiempo invertido en el litigio. 

Este es el caso que me hizo reflexionar sobre mi tema de tesis, 
este es el caso que me hizo pensar sobre la necesidad de buscar el cum­
plimiento del ideal constitucional inserto en su texto a fin de proporcionar a 
todo gobernado una justicia pronta y expedita, a fin de lograr el Estado 
de derecho, con base en los principios de legalidad y seguridad jurídica. 
Este es el caso que me hizo pensar que el Tribunal Fiscal (hoy Tribunal 
Federal de Justicia Fiscal y Administrativa), debía de caminar hacia un re­
conocimiento en la jurisdicción plena y que, en un momento dado fuera tan 
noble como lo es, que pudiera competir en la impartición de justicia con el 
amparo indirecto y asf, sobrevivir y evolucionar hacia el nuevo milenio. 

Es lamentable que se considere que las sentencias administrati­
vas no son susceptibles de ejecución/ sobre todo por lo que respecta a 
las de mera anulación, y más «cuando existe una decidida actitud del titu­
lar del órgano administrativo de no ejecutar el fallo. Por eso, los tratados 
tienen que acabar por reconocer que el cumplimiento de las sentencias 
depende de la moralidad política y educación ciudadana de los funciona­
rios públicos». 3 

2. E111cmliéndosc por cjm1ción la rcali1achln miclil'adc la rcs1\111\:thiliJ.w aw1a<lJ en la sentencia. por lo 

11uc la palabm cjC1.11ci1\n es rn;l\ \Lo;;~bcn los ca..;os en que cah.: L1 rc<~ir.ición Cl\ll.1i\adc Jidmespo.xt'i:lbiliihd . 

.1. GONZAl.EZ l'l~REZ, Jcsits, Oh. cit. Pág. 433. 
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En este orden de ideas, concluirnos que es indispensable reconocer 
la plena jurisdicción del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administra­
tiva, dotándolo de instrumentos de fondo para hacer valer sus sentencias, 
ya que en algunos casos las autoridades no cumplen adecuada y sus­
tancialmente con las indicaciones que se vierten en una sentencia, dejando 
al particular, únicamente con la posibilidad de agotar el juicio de garantlas 
para lograr el cumplimiento. 

Así se ha determinado por el Tercer Tribunal Colegiado de Primer 
Circuito en Materia Administrativa, que sostiene: 

TRIBUNAL FISCAL DE LA FEDERACIÓN.- INCUMPLI­
MIENTO DE LAS SENTENCIAS EJECUTORIAS DEL.- La sola 
abstención o negativa a cumplir una sentencia definitiva de dicho 
Tribunal, priva al quejoso de los derechos generados a su favor y 
ello se traduce en la violación de sus garantías individuales.4 

Injustamente, considerarnos que lo anterior, es una carga excesiva 
para el gobernado a quien se le obliga a iniciar un nuevo juicio, para hacer 
valer los derechos que ya le fueron reconocidos en sentencia firme, por 
tribunal competente. 

4.3 Efectos de la sentencia 

El artículo 239 indica que la sentencia definitiva podrá: 

l. Reconocer la validez de la resolución impugnada 

11. Declarar la nulidad de la resolución impugnada 

ol. TcrmTribunal Colegiado del rrimcr Circuito en Matrria Administrativa, Informe de 1997, tercera parte, 

pág.247. 
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111. Declarar la nulidad de la resolución impugnada para 
determinados efectos, debiendo precisar con claridad la forma 
y términos en que la autoridad debe cumplirla, salvo que se trate 
de facultades discrecionales. 

IV. Declarar la existencia de un derecho subjetivo y con­
denar al cumplimiento de una obligación, asi como declarar la 
nulidad de la resolución impugnada. 

Si la sentencia obliga a la autoridad a realizar un determi­
nado acto o iniciar un procedimiento, deberá de cumplirse en un 
plazo de cuatro meses contados a partir de que la sentencia 
quede firme. Dentro del mismo término deberá emitir la resolu­
ción definitiva, aún cuando hayan transcurrido los plazos seña­
lados en los artlculos 46-A y 67 de este Código. 

En el caso de que se interponga recurso, se suspenderá 
el efecto de la sentencia hasta que se dicte la resolución que 

ponga fin a la controversia. 

Siempre que se esté en alguno de los supuestos pre­
vistos en las fracciones 11y111, del articulo 238 de este Código, el 
Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa declarará la 
nulidad para el efecto de que se reponga el procedimiento o se 
emita nueva resolución; en los demás casos, también podrá 
indicar los términos conforme a los cuales debe dictar su reso­
lución la autoridad administrativa, salvo que se trate de faculta­

des discrecionales. 

Cabe precisar que el artículo 239 en el año de 19955 se modificó 
para ampliar los supuestos en los que resulta procedente que la sentencia 

S. Diario Oficial de la Federación del 15 de diciembre de 1995. 
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precise los términos conforme a los cuales la autoridad demanda deberá 
dar cumplimiento a dicho fallo . 

. En el primer caso del artículo en cita, se procede a reconocer la 
legalidad con que la autoridad emitió su acto y que fue objeto de impug­
nación, dando as! su aprobación sobre su apego a derecho en la emisión 
del mismo y resolviendo únicamente sobre la litis planteada. 

Se da en este primer caso, la oportunidad para que la autoridad 
lleve a cabo su propia determinación, con base en la declaratoria de validez 
que hizo el tribunal de la resolución combatida. 

SENTENCIAS DEL TRIBUNAL FISCAL DE LA FEDE­

RACIÓN, EJECUCIÓN DE.- Como las sentencias que dicta el 

Tribunal Fiscal de la Federación en los juicios de nulidad no son 

constitutivas de derechos, sino únicamente declarativas. cuando 

una sala de ese Tribunal pronuncia sentencia declarando la valí· 

dez de la resolución ante ella impugnada, no se ejecuta dicha 

sentencia sino que se deja expedito el derecho de las autorida­
des fiscales para llevar a cabo su propia determinación.º 

En el segundo caso en que se declara la nulidad de la resolución 
impugnada, se destaca que será as! cuando el acto administrativo no ha 
sido conforme a derecho, o bien, que el procedimiento administrativo 
ha estado viciado de nulidad. 

En este caso se actualizan los supuestos que han sido estableci­
dos en el articulo 238 del Código Fiscal de la Federación y que ha sido 

6. Apéndice al Semanario Judicial de la Federación. Tesis cj~lorias 1917-1975 Segunda sala, lcrcern par· 

lc,pilg. SOi. 
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previamente analizados en el segundo capitulo como las «Causas de ile­
galidad de las resoluciones administrativas» de este trabajo, por lo que 
remitimos al lector a ese apartado, no sin antes comentar que en los ca­
sos en el tribunal dicta una nulidad lisa y llana de la resolución impugnada 
y la autoridad demandada cumplirá la sentencia dejando sin efecto tal 
resolución o procedimiento administrativo viciado de nulidad, es decir, 
deberá obedecer su actitud tal y como si el acto declarado nulo, no hubiera 
sido dictado jamás. 

SENTENCIAS DEL TRIBUNAL FISCAL.- DEBEN DE­

CLARAR LA NULIDAD LISA Y LLANA DE UNA RESOLUCIÓN 

QUE SE BASE EN UN ACTA QUE NO REUNA LOS REQUI­

SITOS CONSTITUCIONALES.-ACTAS DE INSPECCIÓN QUE 

CARECEN DE REQUISITOS CONSTITUCIONALES.- IMPLI­

CAN VIOLACIONES DE FONDO.· El hecho de que un acta de 

inspección no reúna los requisitos constitucionales no consti· 

luye una violación procesal sino una violación de fondo, ya que la 

apreciación que hace una sala sobre el valor del acta teniendo 

en cuenta la falta de los mencionados requisitos es una cuestión 

de apreciación de pruebas, o sea de fondo, y no simplemente de 

procedimiento que llevaría a la reposición de éste, la cual, por 

otra parte, no seria posible en virtud de que en la nueva visita no 

podrán reproducirse las mismas circunstancias que se encon­

traron en la primera diligencia; por tanto la nulidad que se dicte 

debe ser lisa y llana. 7 

De acuerdo con la fracción 111 del citado articulo, la sentencia para 
efectos tendría lugar cuando operan, como causales de nulidad, la omisión 
de requisitos formales, los vicios de procedimiento y, en su caso, el exceso 

7. Rc1·is1a del Tribunal Fiscal de la Federación, ano XXXV, ler. Trimestre de 1971, pág. 101. 
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en el ejercicio de facultades discrecionales a que ya hemos hecho alusión 
en el capitulo pasado, pero que brevemente señalaremos lo siguiente. 

De este apartado, tenemos que la fracción en cita, las sentencias 
que dictan las salas del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa 
precisarán los términos conforme a los cuales la autoridad demandada .. 
deberá dictar su nueva resolución, en los siguientes casos: 

a) Cuando la nulidad se apoye en la omisión de requisitos 
formales. 

b) Cuando la nulidad se apoye en vicios del procedimiento. 

c) En los demás casos, excepto cuando la nulidad se apoye en 
el desvío de poder.8 

En los dos primeros supuestos, la nulidad será siempre para el 
efecto de que la autoridad emita su nueva resolución o reponga el pro­
cedimiento, según sea el caso, debiéndose precisar en la sentencia en 
qué forma afectaron las defensas del particular y trascendieron al sentido 
de la resolución impugnada, señalándose, además, los términos en que 
deberán ser subsanadas tales violaciones. 

En el último supuesto, la facultad de las salas del Tribunal Fede­
ral de Justicia Fiscal y Administrativa para precisar en su sentencia los 

8. Mauricc llouriou sc1)ala 1¡ue " ... el l'icio de dcsl'lo de poder es una ilegalidad, pues en las leyes y los 

reglamentos eslá conlcnido el esplrilu ~cnernl en las leyes y los regl;unenlos eslá contenido el cspl· 

rilu gencrnl de la AdminiMrncitln , que ha de !>ti únicamcnle la prcocupaci1\n del bien público y del 

smieio público;), ¡x•r tihinkl, la cau1;1i de 1i1>locitln de la ley)' de losdcm:hos ad<¡uiridos, es cvidcnlrnicntc 

un caso de ilegalidad ... " Cf~ ARG4..~\1t\i, Manuel J.,• 1;a1adotk /0Cont1•1ic1oio-,ldmínutratil'o., Ttpo­

grálica Editora Argcnlina, llumos /\ ircs, 1955, p.402. 
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términos conforme a los cuales la autoridad demandada deberá dictar su 
resolución es discrecional, en cuanto que el término expresado «podrá», 
denota que el legislador consideró debería dejarse a criterio de los sen­
tenciadores si deberían o no precisar los mencionados términos, en los 
casos en que la nulidad se dicte con base en que la resolución impugnada 
fue dictada por autoridad incompetente o por violación a la ley, por darse 
los supuestos de falta de realización de los hechos, por ser distintos o 
apreciarse de manera equivocada, o bien por haberse dictado en con­
travención a las disposiciones aplicadas o dejó de aplicarse la debida. 

De lo anterior, algunos consideran que la nulidad lisa y llana de la 
resolución impugnada, la sentencia en los casos en que precise los tér­
minos en que debe dictarse otra, tendrá efectos restitutorios de los 
derechos que hayan sido violados al actor, corno son los casos de devo­
lución de ingresos indebidamente percibidos por el Estado, en materia 
de pensiones civiles o militares, en materia de responsabilidades de los 
servidores públicos, en materia de pago de daños o perjuicios causados 
por servidores públicos a los gobernados. 

Así mismo, y por lo que respecta a las materias nuevas de la com­
petencia del Tribunal, tenernos los casos de actos o resoluciones adminis­
trativas dictados sobre interpretación y cumplimiento de contratos, no sólo 
de obra pública celebrados por las dependencias de la Administración 
Pública Federal Centralizada, sino también por las entidades del sector 
paraestatal. Además de los actos o resoluciones administrativos dicta­
dos en materia de adquisiciones, arrendamientos y prestación de ser­
vicios del sector público; respecto de sanciones disciplinarias impuestas 
por las Universidades Públicas, integrantes de la Administración Pública 
Federal Paraestatal, a sus alumnos; o bien en materia de la legalidad de 
las expropiaciones; de la revocación de concesiones administrativas, en 
donde no sólo se conocerá de la legalidad de la revocación, sino también 
en su caso, de la indemnización de la expropiación y de la que legal-
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. mente se tenga que dar al concesionario por el rescate de la concesión, 
erlcaso de que ésta sea procedente. 

Por otro lado, es de mencionarse que el único caso en que la sen­
tencia no precisará los términos en que la autoridad demandada debe 
dictar su nueva resolución lo constituye cuando la sentencia se dicte en 
la causal de desvío de poder, en tanto que ahora tratándose de reso­
luciones dictadas en ejercicio de facultades discrecionales que no 
respondan a los fines para los cuales la Ley las confiera, ya no otorga 
dicha facultad a salas del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Admi­
nistrativa, como lo establecfa el precepto en comento vigente hasta el 31 
de diciembre de 1994. 

En este orden de ideas podemos afirmar que los fallos que dicte 
el Tribunal tienden cada vez más hacia un tribunal de plena jurisdicción, en 
cuanto que por un lado, participan de las caracterf sticas que la doctrina 
francesa atribuye al contencioso de anulación, pero por otro lado, también 
pueden contener elementos, que dicha doctrina francesa establece pa­
ra el contencioso de plena jurisdicción. De tal manera que, como lo hemos 
señalado con anterioridad, el carácter del contencioso administrativo que 
se tramita ante dicho tribunal, es de un tribunal de derecho subjetivo, pues­
to que el tribunal tiene competencia para juzgar en abstracto de legalidad 
de los actos administrativos y declarar así la nulidad de la resolución 
impugnada; pero también tiene competencia para modificar dicho acto, 
estableciendo en la sentencia de nulidad las bases conforme a las cuales 
la autoridad administrativa ha de dictar uno nuevo. 

Con lo que hemos visto, es muy importante hacer notar que con 
base en la naturaleza de los fallos del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y 
Administrativa, se ha considerado como un órgano contencioso admi­
nistrativo de anulación ya que sólo pronunciaría sentencia de nulidad o de 
validez de las resoluciones impugnadas. Tales fueron las consideraciones 
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vertidas en la exposición de motivos de la Ley de Justicia Fiscal, ordena­
miento legal que creó dicho Tribunal, la cual en su parte relativa señalaba 
que el contencioso que se regulaba sería lo que la doctrina conoce con el 
nombre de contencioso de anulación y que el tribunal no tendría otra fun­
ción que la de reconocer la legalidad o la de declarar la nulidad de actos 
o procedimientos. 

Esta declaración hecha en la exposición de motivos de la Ley de 
Justicia Fiscal de 1936, con la que se dio origen y nacimiento al Tribunal 
Fiscal de la Federación, importantlsima ya que nos hace ver que la inten­
ción de sus creadores, así como del legislador era que, el entonces Tribu­
nal Fiscal permaneciera corno un tribunal de anulación, declarativo con 
determinadas particularidades, ya que no se adoptó el sistema puro del 
derecho francés del contencioso de anulación, en el cual el fallo se cons­
triñe solamente a declarar la nulidad del acto combatido, sino que desde 
su creación el tribunal fue revestido de facultades que excedieron los 
lineamientos de dicho contencioso, al considerar que puede indicar los 
términos conforme a los cuales habrá de emitirse un nuevo acto, cuando 
esto sea procedente. 

Lo que implica la posibilidad, en esta fracción 111, que el tribunal dé 
instrucciones a las autoridades. Lo cual excede los efectos jurídicos 
materiales en un estricto contencioso de anulación, sustituyéndose a 
nuestro juicio, a la autoridad fiscal, sin respetar la naturaleza que origi­
nalmente se le atribuyó, como órgano jurisdiccional de simple anulación. 
¿No será este un signo de una inminente evolución? 

Así mismo, como el Tribunal no es un órgano de justicia que cuente 
con la naturaleza de Plena Jurisdicción, sino de anulación al declarar la 
nulidad para efectos, deja al libre arbitrio de la autoridad qué actitud debe 
esta tomar para cumplir el fallo, y recordemos que el Tribunal carece de 
competencia para conocer controversias sobre la ejecución de sus fallos. 
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Así, lo dispuso el pleno del Tribunal Fiscal que acatando la jurispru­
dencia de la Suprema Corte de Justicia dijo: 

EJECUCIÓN DE SENTENCIAS DEL TRIBUNAL FIS­
CAL.- EL MISMO NO ES COMPETENTE PARA CONOCER 
DE ELLAS.- El pleno de este H. Tribunal acatando la jurispru­
dencia de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en sentido 

de que ese organismo carece de imperio para conocer de la 

ejecución de sus resoluciones, ordenó el sobreseimiento del 

juicio, ya que en todo caso, el demandante debió acudir al juicio 

de garantlas para obtener la correcta ejecución de una senten­

cia dictad por una sala del Tribunal Fiscal.9 

No obstante lo anterior, nos permitimos reproducir opiniones como 
la del Maestro Gonzalo Armienta1º que sostienen nuestra teoria de un re­
conocimiento hacia la plena jurisdicción del Tribunal Federal a saber: 

«La reforma fiscal de 2000 a 2001, adicionó en su articulo 

208 una fracción VIII que textualmente señala: "Lo que se pida, 
señalando en caso de solicitar una sentencia de condena, las 

cantidades o actos cuyo cumplimiento demanda". 

Esta precisión resulta de suma importancia para el juz­
gador, ya que evita que las demandas sean obscuras, pues muy 

frecuentemente el demandante no expresa que es lo que se está 

solicitando a la cantidad que está peleando. Ahora bien, además 

9, llcl'istn del Tribunal Fiscal de la Federación, ano XXIV, 2º Trimotre de 1960, Queja No.3206/57, 

resucita el 22·111· 1961, p.lg. 198. 

1 O. Tribunal Federal de Justicia l'iscal y Administratil'a, a los LXV anos de la Ley de Justicia Fiscal, ccl..a 

instrucción en el Juicio Contencioso Fiscal a la luz de la1 reformas vigentes a 1l3r1ir ~ 2001 •. Gonrnlo 

Amticnta l lcmández, Tomo 11, agosto de 2001, México, !H., págs. 69-76. 
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de obligar al demandante a que sea claro en su demanda, con­

sidero que esta fracción reviste una gran importancia para 
fortalecer al Tribunal Federal en su contenido de plena jurisdic­
ción, pues con lo anterior se le dará la pauta para que en sus re­
soluciones se haga referencia a la forma de cómo la autoridad 

debe cumplir con las sentencias del Tribunal Federal. 

Si alguno de los requisitos no fue satisfecho en el mo­

mento de presentar la demanda, el magistrado instructor deberá 
otorgar un término de cinco días para que se subsane la omisión, 

pues si no lo hace dentro del referido término, se tendrá por no 

presentada la demanda, o por no ofrecidas las pruebas. 

La adición del arUculo 208 bis, es sin duda de las modifi­

caciones más significativas dentro de la instrucción del juicio 

contencioso pues por primera vez se establece un procedimien­

to para que el particular obtenga la suspensión del acto reclamado 

por la vla jurisdiccional. 

De acuerdo a este novedoso procedimiento, la suspen­

sión se podrá solicitar en el escrito de demanda o mediante escri­

to presentado en cualquier tiempo hasta que se dicte sentencia. 

Este procedimiento de suspensión consta de la denomi­

nada suspensión provisional y la que por analogía con el juicio de 

amparo pudiéramos catalogar como definitiva. 

La suspensión provisional se podrá otorgar en el propio 

auto que acuerde la solicitud de suspensión, y en un término 

máximo de cinco dlas el magistrado instructor procederá a otor­

gar o negar en su caso la suspensión definitiva si con la suspen­
sión no se causare perjuicio al interés general. 
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De esta manera el particular tendrá la opción durante el 
pro-cedimiento de ejecución de solicitar la suspensión del mismo 
o al inter-poner la demanda de nulidad, sin embargo la solicitud 
de suspensión dentro del juicio de nulidad podrá recultar con· 
veniente ya que el depósito no se exigirá cuando se trate del cobro 
de sumas que excedan la posibilidad del actor de acuerdo a la 
valoración del magistrado instructor». 

Finalmente, de acuerdo a la fracción IV del articulo en estudio, 
misma fracción que apareció en el Código Fiscal con motivo de la refor­
ma fiscal de 2000 para 2001, podemos encontrar la inclusión de una sen­
tencia muy novedosa, muy audaz que sufre el Tribunal. 

Esta reforma es fundamental para dar paso a la reforma y evolu· 
ción del Tribunal, ya que de nueva cuenta, rebasa la naturaleza propia de 
un tribunal de anulación al señalar que se podrá emitir una sentencia 
declarando la existencia de un derecho subjetivo y condenar al cumpli­
miento de un derecho subjetivo y asl como declarar la nulidad de la reso­
lución impugnada. 

En efecto, en dicha reforma se introduce en el juicio la posibilidad 
de que se reconozca o se haga efectivo un derecho subjetivo como es el 
caso por ejemplo del derecho que se tenga a llevar a cabo una deducción, 
la solicitud de una devolución de impuestos, el planteamiento que se le 
haga a la autoridad mediante consulta de la existencia de algún dere­
cho, la posibilidad que tendrá ahora el Tribunal de determinar pensiones 
justas en el caso de los miembros del Ejército y la Armada Nacional o 
interpretación y cumplimiento de contratos de obra pública celebrados 
con dependencias de la Administración Pública Federal Centralizada, etc. 
Esto implica que ¿El Tribunal Fiscal deba adoptar un modelo mixto de 
jurisdicción contencioso-administrativa, esto es, que dada la diversidad 
de materias de que conoce el dicho Tribunal, dependerá en cada caso si 
su situación se ajusta al modelo contencioso de simple anulación como 
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·. fue en sus orlgenes, o al contencioso de plena jurisdicción que analiza 
también los derechos subjetivos? 

Bueno, nosotros consideramos que dadas las reformas mencio­
nadas, como la importante implementación de la solicitud de suspensión 
del acto reclamado en el juicio contencioso administrativo, el Tribunal de­
berá de caminar definitivamente hacia los albores de la Plena Jurisdicción, 
sin retorno. Para ello, es indispensable una serie de reformas estructu­
rales (como las que se han hecho) que puedan fortalecer a una insti­
tución tan prestigiada, como lo es el Tribunal Federal de Justicia Fiscal 
y Administrativa. 

En este orden de ideas, retomamos lo que considera el artículo 
237 del Código Fiscal de la Federación que establece que las sentencias 
del Tribunal, se fundarán en derecho y resolverán sobre la pretensión del 
actor que se deduzca de su demanda, en relación con una resolución 
impugnada, y que cuando la sentencia sea de condena a la restitución de 
un derecho subjetivo violado o a la devolución de una cantidad, el Tribunal 
deberá previamente constatar el derecho que tiene el particular, además 
de la ilegalidad de la resolución impugnada. 

Asl mismo, el articulo 239, fracción IV citado, establece como 
efectos de la sentencia, la declaración de la existencia de un derecho 
subjetivo y la condena al cumplimiento de una obligación, asl como decla­
rar la nulidad de la resolución impugnada. 

De lo anterior se desprende que las sentencias que se dicten en 
el juicio contencioso administrativo, podrán ser meramente declarati­
vas y también de condena, y por ello deben cumplir con los siguien­
tes requisitos: 

1.- Se fundarán en derecho y resolverán sobre la pretensión del 
actor que se deduzca de la demanda; 
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2.- Si la sentencia es de condena, deberá constatarse previamen­
te la existencia del derecho subjetivo violado, y procederá a ordenar la 
restitución de ese derecho o a la devolución de una cantidad. 

3.- Si la sentencia es declarativa sólo se concretará a anular o a 
reconocer la validez de la resolución impugnada. 

Por lo anteriormente comentado y de acuerdo al tema del presente 
trabajo hay que reconocer y prepararnos para la evolución definitiva del 
Tribunal Fiscal de la Federación, hoy Tribunal Federal de Justicia Fiscal y 
Administrativa, ya que en atención a ciertos actos impugnados y tomando 
en cuenta la pretensión del demandante, actuará como un tribunal de mera 
anulación y en cuanto a otros actos, lo hará como de plena jurisdicción, 
ya que respecto de los primeros se concretará a restaurar la legalidad 
violada y en los segundos no sólo procederá a declarar la nulidad del acto 
impugnado sino también declarar la existencia del derecho subjetivo 
violado, condenando a la autoridad a su restablecimiento y al cumplimien­
to de las obligaciones respectivas. 

Asl, de acuerdo al objetivo que nos hemos planteado en este tra­
bajo de tesis, podemos decir que las refonnas a los artículos referidos, en 
vigor desde el 1 de enero de 2001, se considera al Tribunal Federal de 
Justicia Fiscal y Administrativa como un contencioso subjetivo o de plena 
jurisdicción, ya que desde su creación, el Tribunal Federal ha participado, 
en sus sentencias de dicho contencioso, aun cuando éste sólo pronun­
ciara sentencias de nulidad de validez de las resoluciones impugna­
das, pero si es bien importante dejar claro que es de gran avance para 
preparar una verdadera reforma de la justicia administrativa y del juicio 
contencioso administativo, como lo es el juicio de anulación, es sentar las 
bases y los antecedentes de que algo está cambiando en el entonces Tri­
bunal Fiscal que hasta su nombre se ha transfom1ado también, vamos por 
bue~ camino hacia este reconocimiento y hacia revalorización de lo que 
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significa el Tribunal Federal de Justicia fiscal y Administrativa en la histo­
.ria jurídica de este país. 

Por ello, se propone que el Tribunal Federal de Justicia Fiscal y 
Administrativa sea reconocido ya como un tribunal de plena jurisdicción, 
entendida ésta como el reconocimiento de potestades de reformar al 
juzgador, de tal manera que sus sentencias puedan constituir derechos y 
dejen de ser meras resoluciones declarativas. 

Que se otorgue a dicho Tribunal de los instrumentos para hacer 
cumplir sus sentencias y que deje de ser considerado de mera anulación 
(Contencioso Administrativo sui generis), para constituirse en un Tribu­
nal de plena jurisdicción, que cuente con resoluciones que establezcan 
medidas de apremio y sanciones para aquellas partes que se muestren 
reacias al cumplimiento; tales medidas pueden ser desde la sustitución 
en la resolución hasta la destitución del funcionario, implementando en el 
Código Penal Federal el tipo penal correspondiente. 

Es preciso comenzar a fortalecer a esta prestigiada institución, 
señalando su reconocimiento corno un tribunal de plena jurisdicción y que 
el cumplimiento de sus fallos, es esencial para la debida irnpartición de 
justicia y el fortalecimiento del Estado de derecho, que estudiamos al 
principio de este trabajo y del cual hemos hecho referencia a lo largo del 
mismo, sobre todo para que la impartición de justicia en materia fiscal­
administrativa no se vea en un retroceso en algunos años por la insuficien­
cia de la misma para impartirla, pues debe de recordarse que su incumpli­
miento implicaría una denegación de justicia, ya que de nada serviría que 
existiera una resolución favorable al interés del contribuyente, si la autoridad 
administrativa, pretendiendo cumplir el fallo, lo tergivesara o interpretara 
en forma perjudicial a los intereses reconocidos como legltimos por el juz­
gador, que en esencia fue el caso que me llevó a mi a realizar el presente 
trabajo. Justamente fue asL 
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4.4 Plazo que la autoridad tiene para cumplir con una 
sentencia 

Finalmente, de acuerdo con lo previsto en el articulo 239 del Código 
Fiscal de la Federación, si la sentencia obliga a la autoridad a realizar un 
determinado acto o iniciar un procedimiento deberá cumplirse o emitir la 
resolución definitiva en un plazo de cuatro meses, aún cuando hayan 
transcurrido los plazos señalados en los artículos 46-A y 67 del Código 
Fiscal. En el caso de que se interponga recurso en contra de la sentencia, 
se suspenderá el efecto del fallo impugnado hasta que se dicte la resolu­
ción que ponga fin a la controversia. 

Ahora bien, si la autoridad no repone el procedimiento, ni dicta la 
resolución respectiva dentro del plazo señalado, ello no implica que la con­
secuencia legal de tal omisión sea el que la autoridad ya no pueda emi­
tir su acto ni reponer el procedimiento, sino que tal disposición habrá que 
relacionarla con la diversa 239-8 del CFF, para así interpretar el citado 
articulo 239 en el sentido de que transcurrido el plazo mencionado el actor 
está en posibilidad de promover el recurso de queja previsto en el referido 
articulo 239-8. 

También es ese sentido, es importante señalar el siguiente criterio 
sostenido por el entonces Tribunal Fiscal, que considera: 

EL CUMPLIMIENTO DE LA SENTENCIA FUERA DEL 
PLAZO.· NO INVALIDA.· Si bien es cierto que el articulo 239 B, 
fracción 1, inciso b), del Código Fiscal de la Federación señala 
que la parte afectada podrá ocurrir en queja ante la Sala que 
haya dictado la sentencia, cuando la autoridad omita cumplir­
la dentro de los cuatro meses que prevé el párrafo siguiente a la 

fracción 111 del articulo 239 del citado ordenamiento. también lo 
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es que ello podrfa dar lugar a una sanción al servidor público 
responsable, pero no invalida dicha resolución por el hecho de 
haber sido emitida fuera del plazo señalado. 11 

Queja No. 100(19)12/97/414/93100(14)153/94/414/93.· 
Resuelta por la Primera Sección de la Sala Superior del Tribunal 
Fiscal de la Federación, en sesión del 27 de febrero de 1998, por 
mayoría de 4 votos a favor y 1 en contra, Magistrado ponente: 
Luis Humberto Delgadillo Gutiérrez .. Secretario: Lic. Bertin 
Vázquez González. 

En buen número de ocasiones la autoridad fiscal emite su re­
solución determinando créditos fiscales faltando poco tiempo para 
que transcurra el plazo de la caducidad de sus facultades, por lo que, 
al declararse la nulidad de la resolución por violación a las formali­
dades esenciales del procedimiento se ordena a la autoridad de­
mandada que previa reposición del procedimiento admita una nueva 
resolución, estableciendo el antepenúltimo párrafo del artículo 239 del 
Código Fiscal que: 

Si la sentencia obliga a la autoridad a realizar un deter· 
minado acto, iniciar un procedimiento, deberá cumplirse en un 
plazo de cuatro meses aún cuando haya transcurrido el plazo 
que señala el articulo 67 de este Código. 

El legislador otorgó a la autoridad administrativa una nueva opor­
tunidad para emitir su resolución, a fin de que ésta corrigiera o subsanara 
los vicios formales o de procedimiento en que incurrió en la resolución 

11. Revista del Tribunal FisClll de la Federación No. 2, cuarta epoca. Mo J, septiembre de 1998. 
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declarada nula, pero tal oportunidad se condicionó a emitir el acto de mo­
lestia dentro de un plazo de cuatro meses, término que por la naturaleza 
del supuesto fáctico que en la norma se regula, debe ser observado en 
forma estricta, pues la emisión del nuevo acto no es opcional sino de un 
deber ser. 

A partir de 1996, la fracción 1 del articulo 239-B, se modificó para 
obligar al demandante a acudir en queja ante la Sala que dictó la sentencia, 
"Cuando la autoridad omita dar cumplimiento a la sentencia, para lo cual 
deberá haber transcurrido el plazo previsto en la ley", con lo cual si la auto­
ridad no da cumplimiento a la sentencia en el plazo de cuatro meses y ello 
dará origen a nuevo juicio, el particular no podrá alegar improceden­
cia del nuevo acto al no haberse dictado dentro de dicho plazo, sino que 
ahora tiene la obligación de acudir ante la Sala en queja para que ésta 
exija y conceda al funcionario responsable un plazo de veinte dlas para 
que dé cumplimiento al fallo. 

El tercer párrafo después de la fracción 111 del articulo 67 expresa 
que: «El plazo señalado en este articulo no está a sujeto a interrupción y 
sólo se suspenderá cuando se ejerzan las facultades de comprobación 
de las autoridades fiscales ... o cuando se interponga algún recurso ad­
ministrativo o juicio». 

En un estudio del Magistrado Luis Malpica12 considera que el ar­
tículo 239-B del CFF, expresa que en los casos de incumplimiento de 
sentencia firme, la parte afectada podrá ocurrir en queja, por una sola 

12. MALPIC'..A LAMADRID, Luis,• fl sistema meticano \:S. Prtlcticas dtslrales d,• comcrc/11 liutrnoclonal 

ye/ Tratado ele l.íbre Comcrciodt Amü/caclcl Nortt•. 144 páginas Anlculo Mecanismos Nacionales 

de Impugnación contra las resoluciones definitivas de SEU1FI. Págs. 129 y 130. 
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vez/arit~ la Sala del Tribunal que dictó la sentencia, de acuerdo con las si­
guiehtes reglas:. 

El artículo 239-B, consigna en cinco fracciones, las reglas que se 
aplican para la procedencia del recurso de queja; éstas son las siguientes: 

1) Indebida repetición de la resolución anulada o que incurra en 
exceso o en defecto. La fracción 1 del artículo 239-B del CFF 
dice que procederá el recurso de queja contra la indebida 
repetición de la resolución anulada o que incurra en exceso o 
defecto, cuando dicha resolución se dicte en cumplimiento de 
una sentencia. También cuando la autoridad omita dar cum­
plimiento a la sentencia, para lo cual deberá haber transcurrido 
el plazo previsto en ley. 

2) Interposición por escrito: razones. Esto se hace ante el ma­
gistrado que actuó como instructor, dentro de los 15 días siguien­
tes al día en que surta efectos la notificación del acto o resolución 
que la provoca. Cuando la autoridad omita dar cumplimiento a la 
sentencia, el quejoso podrá interponer su queja en cualquier tiem­
po, salvo que haya prescrito su derecho. 

En dicho escrito se expresarán las razones por las que se consi­
dera que hubo exceso o defecto en el cumplimiento de la senten­
cia, repetición de la resolución acumulada, o bien se expresará 
la omisión en el cumplimiento de la sentencia de que se trate 

3) Informe de la autoridad. El magistrado instructor pedirá informe 
a la autoridad a quien se impute el incumplimiento de la senten­
cia, que deberá rendir dentro de un plazo de cinco días en el que, 
en su caso, termina diciendo la fracción 11 del articulo 239-B, se 
justificará el acto o resolución que provocó la queja. Vencido el 
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plazo de cinco días, con informe o sin él, el magistrado instructor 
dará cuenta a la sala o sección que corresponda, la que resolverá 
dentro de cinco días. 

4) Repetición de la resolución anulada. En caso de que haya re­
petición de la resolución anulada, manifiesta la fracción 111 del 
artículo 238-8, la sala hará la declaratoria correspondiente, 
dejando sin efectos la resolución repetida y lo notificará la funcio­
nario responsable de la repetición, ordenándole que se abstenga 
de incurrir en nuevas repeticiones. 

Esta resolución se notificará también al superior del funcionario 
responsable para que proceda jerárquicamente, y la sala im­
pondrá a este una multa equivalente a quince días de su salario. 

5) Resolución de la sala sobre la queja. Si la Sala resuelve que 
hubo exceso o defecto en el cumplimiento de la sentencia, 
expresa la fracción IV del artículo 239-8 del CFF, dejará sin 
efectos la resolución que provocó la queja y concederá al fun­
cionario responsable 20 días para que dé cumplimiento debido 
al fallo, señalando la forma y términos precisados en la sentencia 
conforme a los cuales deberá cumplir. 

Si la sala resuelve que hubo omisión total en el cumplimiento de 
la sentencia, concederá al funcionario responsable veinte días 
para que dé cumplimiento al fallo. En este caso, además se 
procederá en los términos del párrafo segundo de la fracción 111 
del mismo articulo 239-8. 

Finalmente, es importante hacer mención que el año pasado la 
Corte resolvió diciendo que, el hecho de que una autoridad fiscal dé 
cumplimiento a una sentencia del Tribunal Fiscal fuera de los cuatro me-
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; ~s~·spre\/istos para ello por el artículo 239 del Código Fiscal no implica que 
,· .. la resolución de cumplimiento sea ilegal. 

Para considerar lo anterior, se transcribe la siguiente jurispru­
dencia que en contradicción de tesis emitió la Corte de la Nación: 

SENTENCIA DE NULIDAD FISCAL PARA EFECTOS. EL 
CUMPLIMIENTO FUERA DEL TÉRMINO LEGAL DE CUATRO 
MESES PREVISTO EN EL ARTICULO 239, ANTEPENÚLTIMO 
PÁRRAFO, DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN, NO 
OCASIONA LA ILEGALIDAD DE LA RESOLUCIÓN DICTADA 
POR LA AUTORIDAD ADMINISTRATIVA EN ACATAMIENTO DE 
ELLA. Conforme a las jurisprudencias 44/98 y 45/98 del Pleno de 
la Suprema Corte de Justicia, que llevan por rubros «SENTEN­

CIAS DE NULIDAD FISCAL PARA EFECTOS. LA FACULTAD 
QUE EL ARTICULO 239, FRACCIÓN 111, DEL CÓDIGO FISCAL 
DE LA FEDERACIÓN, OTORGA AL TRIBUNAL FISCAL PARA 

DETERMINARLAS, PRESERVA LA GARANTIA DE SEGURIDAD 
JURIDICA PREVISTA EN EL ARTICULO 16 CONSTITUCIONAL» 

y «SENTENCIAS DE NULIDAD FISCAL PARA EFECTOS. EL 
ARTICULO 239, FRACCIÓN 111, ÚLTIMO PÁRRAFO, DEL CÓ­
DIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN, QUE ESTABLECE ESE 
SENTIDO ANTE LA ACTUALIZACIÓN DE LA AUSENCIA DE 
FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN DE LA RESOLUCIÓN 
IMPUGNADA, NO VIOLA LA GARANTIA DE LEGALIDAD 
CONSAGRADA EN EL ARTICULO 16 CONSTITUCIONAL», 
nuestro modelo de jurisdicción contencioso administralivo es 

mixto, pues dada la especial y heterogénea jurisdicción de que 
está dotado legalmente el Tribunal Fiscal de la Federación, en 
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relación a ciertos actos sólo actuará como tribunal de mera anu­

lación al tener como finalidad la de controlar la legalidad del acto 

y tutelar el derecho objetivo y, en cuanto a otros actos, como de 
plena jurisdicción para reparar el derecho subjetivo lesionado, 

siendo el alcance de la sentencia de nulidad no sólo el de anular 

el acto sino también el de fijar los derechos del recurrente, conde­

nando a la administración a su restablecimiento, por lo que para 
determinar cuándo una sentencia de nulidad debe ser pa­

ra efectos es necesario acudir a la génesis de la resolución im­
pugnada a efecto de saber si se originó con motivo de un trámite 

o procedimiento de pronunciamiento forzoso, en el que el orden 

jurídico exige de la autoridad la reparación de la violación detectada 

que no se colma con la simple declaración de nulidad de la 

autoridad, sino que requiere de un nuevo pronunciamiento para 

no dejar incierta la seguridad jurídica del administrado, o con 

motivo del ejercicio de una facultad discrecional en la que el tri­
bunal no puede sustituir a la autoridad en la libre apreciación de 

las circunstancias y oportunidad para actuar que le otorgan las 

leyes. De las anteriores determinaciones se desprende que el 

cumplimiento fuera del término legal de cuatro meses previsto 

en el articulo 239, antepenúltimo párrafo, del Código Fiscal de ta 

Federación, que realice la autoridad administrativa de la senten­

cia de nulidad para efectos no puede ocasionar ta ilegalidad de ta 

resolución en que t<ll sentencia se ¡:¡cate, concretamente la causal 

de ilegalidad prevista en el articulo 238, fracción IV, del Código 

Fiscal Federal por haberse dejado de aplicar las disposiciones 

legales debidas, porque ello contrariaría el fin perseguido por el 

legislador al atribuir al Tribunal Fiscal plena jurisdicción para tute­

lar el derecho subjetivo del administrado en los casos en que la 

nulidad lisa y llana sea insuficiente para restaurar et orden jurídi­

co violado, afectándose al administrado por una actuación que le 
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es ajena y dejándose al arbitrio de la autoridad administrativa el 
cumplimiento de la sentencia mediante su decisión de cumplir 

dentro del plazo legal o fuera de él, pues a través de la ilegalidad 

de la resolución con la que diera cumplimiento podrla evadir la 

reparación de la resolución cometida. Corrobora lo anterior el 

que mediante decreto publicado en el Diario Oficial de la Fe­

deración el quince de diciembre de mil novecientos noventa y 
cinco, en vigor a partir del primero de enero de mil novecientos 

noventa y seis, se haya modificado el anterior artículo 239-Ter 

que pasó a ser 239-B, del Código Fiscal para establecerse como 

supuesto de procedencia del recurso de queja, la omisión de 

la autoridad de dar cumplimiento a la sentencia de nulidad si 

transcurrió el plazo legal, caso en el cual si la Sala resuelve que 

hubo omisión total concederá al funcionario responsable vein­

te dias para que dé cumplimiento al fallo, procediendo también a 

imponerle una multa equivalente a quince dlas de su salario y a 

notificar a su superior para que proceda jerárquicamente, pues 

carecería de sentido que se otorgara un término de veinte días a 

la autoridad para que diera cumplimiento a la sentencia de nulidad 

para efectos, si se considerara que la resolución relativa estaría 

afectada de ilegalidad, independientemente de la responsabilidad 

administrativa en que pudiera incurrir la autoridad demandada. 

Clave: 2a./J., Núm.: 41/2000Contradicción de tesis 86/ 

99-SS. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados 

Segundo y Cuarto en Materia Administrativa del Primer Circuito. 

14 de abril del año 2000. Unanimidad de cuatro votos. Ausente: 

José Vicente Aguinaco Alemán. Ponente: Mariano Azuela Güitrón. 

Secretaria: Lourdes Ferrer Mac Gregor Poisot. Tesis de jurispru­

dencia 41/2000. Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tri­

bunal, en sesión pública del catorce de abril del año dos mil. 
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4.5 Queja por incumplimiento de sentencia 

El Código Fiscal de la Federación establece en qué casos proce­
de acudir en queja ante la sala regional que instruyó en primera instancia 
el juicio promovido: 

a) La resolución que repita indebidamente la resolución anulada 
o que incurra en exceso o en defecto, cuando dicha resolución 
se dicte en cumplimiento de una sentencia. 

b) Cuando la autoridad omita dar cumplimiento a la sentencia, pa­
ra lo cual deberá haber transcurrido el plazo previsto en ley. 

c) Si la autoridad no da cumplimiento a la orden de suspen­
sión definitiva de la ejecución del acto impugnado en el juicio 
de nulidad. 

De conformidad con el precepto aludido, procede la queja, contra 
la indebida repetición de un acto o resolución anulado, también cuando en 
el acto o resolución emitida para cumplimentar una sentencia, se incurra 
en exceso o defecto en su cumplimiento, y por último, cuando la autoridad 
no de cumplimiento a la orden de suspensión definitiva de la ejecución del 
acto impugnado en el juicio de nulidad. 

Ahora bien, por repetir debe entenderse volver a hacer lo que se 
había hecho, es decir, para estimarse repetido un acto, éste debe ser 
emitido en los mismos términos en que se habla producido inicialmente. 

Si la autoridad responsable no da cumplimiento a la sentencia hay 
que acudir al juicio de amparo, para lograr que la autoridad judicial fede­
ral obligue al funcionario responsable a que cumpla con ella; si da 
cumplimiento pero repitiendo el mismo acto, la sanción no es una garantia 
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de que procederá a cumplir y si hay exceso o defecto en el cumplimiento 
de la sentencia no hay sanción, ni la Sala requerirá al superior jerárquico 
para que ordene al inferior a dar el exacto cumplimiento de la sentencia, 
por lo que si la autoridad responsable repite su acto violando a la senten­
cia, ya no puede acudirse de nuevo ante la Sala que instruyó el juicio. 
Habrá que iniciar nuevo juicio de nulidad. 

El artlculo 239-8 dice que en los casos de incumplimiento de 
sentencia firme o sentencia interlocutoria que hubiese otorgado la suspen­
sión definitiva, la parte afectada podrá ocurrir en queja, por una sola vez, 
ante la sala del Tribunal que dictó la sentencia, de acuerdo con las 
siguientes reglas: 

1.- Procederá en contra de los siguientes actos: 

a) La resolución que repita indebidamente la resolución 
anulada o que incurra en exceso o en defecto, cuando dicha reso­
lución se dicte en cumplimiento de una sentencia. 

b) Cuando la autoridad omita dar cumplimiento a la 
sentencia, para lo cual deberá haber transcurrido el plazo previs­
to en ley. 

c) Si la autoridad no da cumplimiento a la orden de sus­
pensión definitiva de la ejecución del acto impugnado en el juicio 
de nulidad. 

11. Se interpondrá por escrito ante el magistrado instructor o ponen­
te, dentro de los quince dias siguientes al día en que surte efec­
tos la notificación del acto o la resolución que la provoca. En el 
supuesto previsto en el inciso b) de la fracción anterior, el quejoso 
podrá interponer su queja en cualquier tiempo, salvo que haya 
prescrito su derecho. 
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En dicho escrito se expresarán las razones por las que se consi­
dera que hubo exceso o defecto en el cumplimiento de la senten­
cia, repetición de la resolución anulada, o bien se expresará la 
omisión en el cumplimiento de la sentencia de que se trate. 

El magistrado pedirá un informe a la autoridad a quien se impute 
el cumplimiento de la sentencia, que deberá rendir dentro del 
plazo de cinco dfas, en el que, en su caso, se justificará el acto o 
la omisión que provocó la queja. Vencido dicho plazo, con informe 
o sin él, el magistrado dará cuenta a la Sala o Sección que corres­
ponda, la que resolverá dentro de cinco días. 

111.- En caso de que haya repetición de la resolución anulada, la 
Sala hará la declaratoria correspondiente, dejando sin efectos 
la resolución repetida y la notificará al funcionario responsable 
de la repetición, ordenándole que se abstenga de incurrir en nue­
vas repeticiones. 

La resolución a que se refiere esta fracción se notificará también 
al superior del funcionario responsable, entendiéndose por éste 
al que ordene el acto o lo repita, para que proceda jerárquica­
mente y la Sala le impondrá una multa de treinta a noventa días 
de su salario normal, tomando en cuenta el nivel jerárquico, la rein­
cidencia y la importancia del daño causado con el incumplimiento. 

IV. Si la Sala resuelve que hubo exceso o defecto en el cumplimien­
to de la sentencia, dejará sin efectos la resolución que provocó 
la queja y concederá al funcionario responsable veinte días pa­
ra que dé el cumplimiento debido al fallo, señalando la forma 
y términos precisados en la sentencia, conforme a los cuales 
deberá cumplir. 
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V. Si la sala resuelve que hubo omisión total en el cumplimiento de 
la sentencia, conocerá ala funcionario responsable veinte días 
para que dé cumplimiento al fallo. En este caso, además se 
procederá en los términos del párrafo segundo de la fracción 111 
de este artículo. 

VI. Durante el trámite de la queja se suspenderá el procedimien­
to administrativo de ejecución, si se solicita ante la autoridad 
ejecutora y se garantiza el interés fiscal en los términos del articu­
lo 144. 

· VII. Tratándose del incumplimiento a la orden de suspensión defini­
tiva de la ejecución del acto impugnado, la queja se interpondrá 
por escrito ante el magistrado instructor, en cualquier momento. 

En dicho escrito se expresarán las razones por las que se consi­
dera que se ha dado el incumplimiento a la sus pensión otorgada, 
y si los hay, los documentos en que consten las actuaciones de la 
autoridad en que pretenda la ejecución del acto. 

El magistrado pedirá un informe a la autoridad a quien se impute 
el incumplimiento de la sentencia interlocutoria que hubie­
se otorgado la suspensión definitiva, que deberá rendir dentro 
de un plazo de cinco dlas, en el que en su caso, se justificará el 
acto o la omisión que provocó la queja. Vencido dicho plazo, con 
informe o sin el, el magistrado dará cuenta a la Sala o Sección 
que corresponda, la que resolverá dentro de cinco días. 

Si la Sala resuelve que hubo incumplimiento de la suspensión 
otorgada, declarará la nulidad de las actuaciones realizadas en 
violación a la suspensión. 
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La resolución a que se refiere esta fracción se notificará tam­
bién al superior del funcionario responsable, entendiéndose por 
. éste al que incumpla la suspensión decretada, para que proceda 
jerárquicamente y la Sala impondrá al funcionario responsable o 
autoridad renuente, una multa equivalente a un mínimo de quin­
ce días de salario, sin exceder del equivalente a cuarenta y cinco 
días del mismo. 

Finalmente, concluye el artlculo diciendo que a quien promueva una 
queja notoriamente improcedente, entendiendo por ésta la que se inter­
ponga contra actos que no constituyan resolución definitiva, se le impondrá 
una multa de veinte a ciento veinte dlas de salario mínimo general diario 
vigente en el área geográfica correspondiente al Distrito Federal. Exis­
tiendo resolución definitiva, si la Sala o Sección consideran que la queja 
es improcedente, se ordenará instruirla como juicio. 
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V. Hacia una Jurisdición Plena del Tribunal 
Federal de Justicia Fiscal y Administrativa 

5.1 Hacia el reconocimiento de la Plena Jurisdicción 

Como hemos venido viendo a lo largo del presente trabajo, es 
importante hacer notar que desde sus inicios el Contencioso Administra­
tivo en nuestro pa!s y, concretamente me refiero al Tribunal Federal de 
Justicia Fiscal y Administrativa, se planteó como un procedimiento de mera 
anulación y no de plena jurisdicción, entendiendo por éste tanto el con­
cepto procesa!ista, que considera que, un tribunal de plena jurisdicción es 
aquel que puede hacer ejecutar sus sentencias, como el concepto que de 
la plena jurisdicción se maneja en el ámbito administrativo, en el senti­
do de que el tribunal dotado de ella, puede tomar el lugar de la autoridad 
y dictar en su sentencia la resolución que en derecho proceda, resolu­
ción que no sólo anula la dictada por la autoridad, sino que toma el lugar 
de la dictada por ésta produciendo todos los efectos jurídicos inherentes 
a la misma. 

Es preciso hacer notar que el Tribunal, no puede sustituir a la auto­
ridad administrativa, ni dictar resoluciones que sólo a ellas corresponde, 
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de conf ormldad con la naturalezaJ~rf dica que le imprimió la Ley qÚe le dio 
vida y que en su exposición de motivos dice: · ·· 

El contencioso que se regula será lo que la doctrina cono­
ce con el nombre de contencioso de anulación. 1 

y aclaró: 

... el Tribunal no tendrá otra función que de reconocerla le­
galidad o la de declararla nulidad de los actos o procedimientos.2 

No obstante lo anterior, el artlculo 58 de la Ley en cita estableció: 

Cuando la sentencia declare la nulidad y salvo que se 
limite a mandar a reponer el procedimiento o a reconocer la 
ineficacia del acto en los casos de la fracción VII del articulo 14, 
indicará de manera concreta en que sentido debe dictar su nueva 
resolución la autoridad fiscal. Entretanto que ésta no se pronun­
cie, continuará en vigor la suspensión del procedimiento admi­
nistrativo que haya sido decretada dentro del juicio.3 

De lo anterior, se dejó entrever la existencia un contencioso de plena 
jurisdicción, pues dicho precepto establecía que cuando la sentencia de­
clare la nulidad, y salvo que ordene reponer el procedimiento, deberá 
indicar de manera concreta y precisa en qué sentido debe dictar su nueva 
resolución la autoridad fiscal. 

1.1.cy de Jus1icia Fsical, Exposición de Molil'os, Dairio Olicial de la Federación del 31 de agos1o de 1936. 

2. ldcm. pág. 3. 

J. ldcm. pág. 11. 
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La razón del precepto citado, fue el que se quiso evitar que la 
ejecución de las sentencias que dictase el Tribunal Fiscal, constituyeran 
un problema vago y obscuro, como sucedería seguramente si el propio 
Tribunal no estuviese obligado a determinar en su sentencia, en qué forma 
debe dictarse una nueva resolución emitida por la autoridad demanda­
da. Por lo que si en la demanda se alegan violaciones a las leyes del 
procedimiento y las Salas consideran que están probadas, éstas úl­
timas, deberán abstenerse de resolver en cuanto al fondo y concretarse a 
ordenarla reposición del procedimiento afectando la ilegalidad, así lo 
sostuvo el Pleno del Tribunal Fiscal en criterio sostenido en el expediente 
10/9/937 de 12 de julio de 1937. 

No obstante lo anterior, desde un inicio no fue muy claro el criterio 
definido de si el entonces Tribunal Fiscal, tiene o no competencia para 
señalar la actitud que deben adoptar las autoridades fiscales para cum­
plimentar una sentencia. Esto ha dado motivo para que en el mismo pleno 
del Tribunal existiesen contradicciones en sus resoluciones. concluyendo 
que ni el Pleno, ni las Salas que lo componen tienen competencia para 
dar instrucciones acerca de la actitud que deban tomar las autoridades 
fiscales para cumplir las sentencias que éste dicta, pues el Tribunal no 
puede sustituirse a la autoridad administrativa y emitir resoluciones que 
sólo a ellas competen.4 

Por otra parte, es importante señalar que no existe precepto que 
determine la naturaleza jurídica del Tribunal Federal, y que la misma Ley 

ol. Siendo de fundamental importancia destacar que si bien la l.eyde Ju1ticia Fiscal no le concede al Tri· 

hunal Fedcrnl de Justicia Fiscal faculta1lcs ¡wa ejecutar su1 fallo1, no le pri\'a de facultades para ejecutar 

y hacer cumplir decisiones de tramite, pues se trata de cuestiones divcr~s. teniendo también la fa. 

cultad legal de imponer medidas Je apremio cstablccklas en el Código Federal de l'roccdirnientlll Ci· 

viles, cuando las autoridades administrativa.~ se niegan a cumplir dicha.1 decisiones de tnlrnitc. 
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de Justicia Fiscal no lo previó en ninguno de sus preceptos, sino que fue 
la exposición de motivos la que le atribuyó ese carácter (anulación). 

Las reformas a la sentencia que emite el Tribunal, van más allá de 
lo propio para un estricto Contencioso de Anulación, en el que debe limi­
tarse a declarar si la resolución administrativa está o no afectada de 
ilegalidad. No obstante, en reiteradas ocasiones se ha venido afirmando, 
que la naturaleza del tribunal sigue siendo la misma. Situación con la que 
no estarnos de acuerdo y sobre la cual debería haber una profunda 
reforma a efecto de reconocerlo plenamente corno un Tribunal de 
Plena Jurisdicción, ya que en nuestro criterio el Tribunal goza en la 
actualidad de facultades que se asemejan más a las de un Tribunal 
de Plena Jurisdicción. 

Por ello, si la justicia es la constante y perpetua voluntad de dar 
a cada quien lo suyo, corno dijo Ulpiano, ¿por qué no buscar que ésta se 
haga llegar de manera pronta y expedita? ¿Verdaderamente resulta 
imposible de reconocer que el Tribunal Federal, pueda constituirse co­
mo un Tribunal de Plena Jurisdicción o corno un tribunal nacido de nuestra 
propia experiencia? 

Nosotros consideramos que el Tribunal Federal de Justicia Fiscal 
y Administrativa, nació como una institución jurídica que iba a dirimir los 
conflictos entre la administración y los particulares, en un inicio circuns­
crita a la materia tributaria, existiendo una contradicción de la naturaleza 
de las funciones y de los poderes del mismo, pues si se debe señalar que 
en su nacimiento imita al Contencioso de Anulación francés, en la realidad 
supera y desborda las facultades de dicho Contencioso; teniendo en la 
actualidad, facultades que en algunos casos llegan a ser propias del Con­
tencioso de Plena Jurisdicción. Por lo que considerarnos correcto calificar 
al Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa como un tribunal 
que se ha encaminado hacia la plena jurisdicción, que desbordando la na-
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turaleza que se le atribuye en Francia al contencioso de anulación, llega a 
ser en algunos casos, un verdadero contencioso de plena jurisdicción. 

Así ha sido considerado últimamente, al respecto el licenciado 
Gonzalo Armienta5 opina: 

«La reforma fiscal de 2000 para 2001, adicionó en su 
articulo 208 una fracción VIII que textualmente señala: "Lo que se 
pida, señalando en caso de solicitar una sentencia de condena, 
las cantidades o actos cuyo cumplimiento se demanda". 

«Esta precisión resulta de suma importancia para el juz­
gador, ya que evita que las demandas sean obscuras, pues muy 
frecuentemente el demandante no expresa que es lo que se está 
solicitando o la cantidad que está peleando. Ahora bien, ade­
más de obligar al demandante a que sea claro en su demanda, 
considero que esta fracción reviste una gran importancia para 
fortalecer al Tribunal Federal en su contenido de plena jurisdic­
ción, pues con lo anterior se le dará la pauta para que en sus 
resoluciones se haga referencia a la forma de cómo la autori­
dad debe cumplir con las sentencias del Tribunal Federal». 

Igualmente tal y como lo muestran algunas fracciones del artículo 
239 que dice: 

La sentencia definitiva podrá: 
111. Declarar la nulidad de la resolución impugnada para deter­

minados efectos, debiendo precisar con claridad la forma y 

5. Tribunal Fedcrnl de Ju,licia Fi~cal )' AJ111inis1rn1iva, a los LXV rulos de la Ley de Juslicia Fiscal, •l.a 

inslrucción en el Juicio l'on1cndoso Fiscal n la 1111 de las reformas vigcnlcs a panirdc 2001 n, Gon1alo 

Armicrua l lcrn~mla. lorno 11, ago110 Je 2001, Mé\irn. D.F., p.1gs. 69-76. 
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.: .-'· ·, ... ··. . 

términos en que la autortdad debe cumplirla, salvóque se trate 
de facultades discrecionales. · · · ' · · .· · · 

IV. Declarar la existencia de un derecho subjetivo y condenar al 
cumplimiento de una obligación, asl como declarar la nulidad 
de la resolución impugnada. 

Lo que implica necesariamente, que las sentencias que pusieran 
fin a dichas controversias, si la sentencia resultare fundada, deberían de 
condenar al Estado al pago de determinadas prestaciones. 

Porque es precisamente en la condena donde el Tribunal no puede 
hacer nada. Es precisamente en la condena donde la realidad no coin­
cide con la leerla. Es decir, que no existe dispositivo alguno que faculte en 
el Código Fiscal de la Federación, al Tribunal a hacer cumplir sus sen­
tencias por parte de la autoridad perdidosa. Como tampoco una sanción 
para el caso de incumplimiento de sus f alias, por lo que, decimos que no 
coincide el tipo de sentencias que pueda emitir dicho tribunal con su natu­
raleza jurídica, y menos con los medios con los que cuenta para hacer eje­
cutar sus sentencias. 

Asl lo ha considerado la Segunda Sala de la Suprema Corte de 
Justicia en a siguiente tesis que señala: 

TRIBUNAL FISCAL.- CARECE DE IMPERIO PARA 
EJECUTAR SUS DECISIONES.- Si bien es cierto que el Tribu­
nal Fiscal de la Federación ejercita funciones jurisdicciona· 
les, para resolver los asuntos sometidos a su conocimiento, 
lambién es verdad que carece de imperio para hacer respetar 
sus decisiones, según se establece expresamente en la expo· 
sición de motivos de la Ley de Justicia Fiscal de 27 de agosto de 
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1936. Ahora bien, como el Imperio es uno de lops atributos de la 
jurisdicción, es forzoso concluir que el Tribunal Fiscal de la Fede­
ración no tiene plena jurisdicción.º 

En estas reformas se ha dejado entrever de nuevo que, el Tribu­
nal pueda cumplir con su naturaleza jurídica, determinando si el acto o el 
procedimiento administrativo que constituyeron el o los actos impugnados 
en el juicio de nulidad se apegaron o no estrictamente a Derecho; pero 
también resuelven una situación jurídico subjetiva a la que hace falta el 
reconocimiento de existencia de tal, condenando a la autoridad al cum­
plimiento de una obligación. 

Sin embargo, las autoridades administrativas están obligadas 
a respetar lo fallado en una sentencia, aunque las mismas no son 
constitutivas de derecho, lo cual es competencia de los tribunales de ple­
na jurisdicción. 

As! lo ha sostenido el Primer Tribunal Colegiado: 

EJECUCIÓN DE SENTENCIAS DEL TRIBUNAL FIS­
CAL.- A ELLA ESTAN OBLIGADAS TODAS LAS AUTORI­
DADES AUN CUANDO NO HAYAN INTERVENIDO EN EL 

JUICIO DE NULIDAD-.7 

Ahora bien, el hecho de que el Tribunal deba señalar el sentido que 
deba tener la cumplimentación de sentencia, resulta irrelevante para la 
propia autoridad, ya que si el tribunal es de legalidad, las autoridades 

6. lnfonnc de la Supmna Corte de Justicia de la N3Ción 1917-1995. Tcrccrn partc, lesis 408, pág. S 14. 

1. Primer Tribunal Colegiado de Circuilo, infom1e 1999, tercera parte, pág. 36. 
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deberán de dar cumplimiento a la sentencia en términos de la propia ley, 
caso distinto si el tribunal fuera de plena jurisdicción, se podría llevar a ca­
bo la condena o en su caso el poder de sustitución del acto administrativo. 

TRIBUNAL FISCAL DE LA FEDERACIÓN.- NO DEBE 

OBLIGAR A LA AUTORIDAD ADMINISTRATIVA A EMITIR UN 
NUEVO ACTO PURGANDO EL VICIO DE ILEGALIDAD.-

Además, como lo hicimos saber en el capitulo anterior, el recurso 
de queja que se prevé, resulta a veces nugatorio para el particular ya 
que en mucha ocasiones la autoridad no cumple en el término de cuatro 
meses y resulta, que si no ejecuta la sentencia, en dicho término, no existe 
sanción al respecto. Debiendo considerar que si reconociéramos al Tri­
bunal como de plena jurisdicción, la sanción sería inmediata, la pérdida 
del derecho de la autoridad, para realizar el acto o procedimiento que se 
establece en la sentencia. Operando el poder de sustitución en el juicio 
contencioso administrativo. 

EL CUMPLIMIENTO DE LA SENTENCIA FUERA DEL 

PLAZO.- NO INVALIDA.- Si bien es cierto que el artículo 239 B, 

fracción 1, inciso b), del Código Fiscal de la Federación señala 

que la parte afectada podrá ocurrir en queja ante la Sala que 
haya dictado la sentencia, cuando la autoridad omita cumplirla 

dentro de los cuatro meses que prevé el párrafo siguiente a la 

fracción 111 del articulo 239 del citado ordenamiento, también lo es 

que ello podría dar lugar a una sanción al servidor público res­

ponsable, pero no invalida dicha resolución por el hecho de haber 

sido emitida fuera del plazo señalado.ª 

8. Revista del Tribunal Fiscal de la Federación, n. 2, cuarta tpoca. Ano I, septiembre de 1998. 
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Queja No. 100(19)12197/414/93100(14)153/94/414/93.­
Resuella por la Primera Sección de la Sala Superior del Tribunal 

Fiscal de la Federación, en sesión del 27 de febrero de 1998, por 

mayorla de 4 votos a favor y 1 en contra,. Magistrado ponente: 
Luis Humberto Delgadillo Gutiérrez.- Secretario: Lic. Bertin 

Vázquez González. 

No obstante lo anterior, en los casos en que se presume el incum­
plimiento de la autoridad a la sentencia dictada por el Tribunal Federal, se 
ha resuelto que el juicuio de garantias es procedente para el efecto de 
seguir el cumplimiento de sus sentencias, tesis que ha sustentado tam­
bién la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia que señala: 

TRIBUNAL FISCAL.- EL AMPARO ES PROCEDENTE 

PARA EL EFECTO DE EXIGIR EL CUMPLIMIENTO DE SUS 

SENTENCIAS.- Las sentencias del Tribunal Fiscal son, en tér­

minos generales, de carácter declarativo; en consecuencia, no 

motivan por si mismas, en forma directa, la ejecución forzosa. 

Justamente por ello, el Código de la materia no establece recur­

so o procedimiento alguno para obtener el cumplimiento de las 

sentencias que pronuncia; y atendiendo a que dicho órgano 

carece legalmente de medios coercitivos para proveer al cum­

plimiento de sus fallos, resulta indispensable que ante otro tribu­

nal se tramite el proceso cuya culminación sea convertir en una 

sentencia meramente declarativa en un mandamiento idóneo, 

por si mismo, para motivar de modo directo la ejecución. Si las 

resoluciones de aquel tribunal son definitivas y poseen la fuerza 

de la cosa juzgada, y si, por tanto crean una obligación a cargo 

de un órgano administrativo, la cual es correlativa del derecho de 

un particular, no puede negarse que cuando se desobedece o 

deja de cumplir el fallo de la Sala Fiscal, se incurren en una viola­

ción de garantías, puesto que se priva a un individuo del derecho 
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que surge de una sentencia firme, pronunciada por autoridad 
competente, y esta privación se realiza sin que el órgano ad mi nis· 
trativo actúe con arreglo a la ley, y sin que la negativa , la omisión 
o la resistencia estén de ninguna manera, legalmente fundadas 
y motivadas. Es claro, por ende, que el incumplimiento de las 
sentencias que pronuncia el Tribunal Fiscal, da lugar a la ínter· 
posición del juicio de amparo, por violación de los articules 14 y 
16 constitucionales.9 

Lo anterior, como hemos mencionado a lo largo del presente trabajo 
constituye una penosa carga adicional para el particular, que después de 
haber litigado un asunto, durante algún tiempo, tenga, si el caso lo requiere, 
que solicitar la ejecución de sentencia ante un Juez Federal, iniciando con 
ello, otro juicio para que dicha resolución tenga fuerza ejecutiva. 

Es por ello, como narramos al inicio del presente trabajo, que 
revaloremos el sentido y el servicio que cumplen las instituciones, buscando 
en ellas, no su perpetuación por el simple transcurso del tiempo, sino la 
constante evolución hacia un desarrollo que permita el cumplimiento de 
sus objetivos primeros de acuerdo a la realidad, a la actualidad. 

De esta manera pretende reconocer el avance que se está dando 
hacia la plena jurisdicción, nos fortaleceria como una Nación que cumple 
sus ideales constitucionales y que camina hacia la conformación de un 
Estado de derecho, cumpliendo cabalmente sus principios de legalidad 
y de seguridad jurídica. 

Así, la importancia que el Tribunal Federal de Justicia Fiscal y 
Administrativa tiene en la actualidad como órgano de jurisdicción admi· 
nistrativa, encargado de vigilar la legalidad de las resoluciones que sean 

9. lnfonnc de la Suprema Concdc Ju!>licia 1917-1975, p.lg. 509. 
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dictadas en materia de su competencia, no permite ya, que su naturaleza 
se limite a una declaración únicamente. Sino que en vías de su propia 
subsistencia y fortalecimiento hacia el nuevo milenio, sea dotado de ele­
mentos propios para ejecutar sus sentencias, y que las mismas tengan la 
fuerza de plena jurisdicción, para que las mismas puedan impartir, de 
acuerdo al ideal constitucional, justicia más pronta y expedita, pues no 
debe ignorarse que de las autoridades administrativas depende en última 
instancia, con su acatamiento, la efectividad de la justicia administrativa 
que imparte el Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa. 

La naturaleza que se le atribuyó en un inicio al Tribunal Fiscal, 
hoy en día para el Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa le 
resulta insuficiente para resolver controversias que hoy en día requieren 
una justicia pronta y expedita, en función y en ejercicio de la seguridad 
jurídica de los gobernados y por la construcción de un Estado de Derecho, 
por lo que, la naturaleza del juicio que se desarrolla ante el citado Tribu­
nal debe ser objeto de una exhaustiva revisión. Lo anterior con el objeto 
de provocar y ayudar a la evolución del juicio de anulación y preservar a 
tan prestigiada institución como lo es Tribunal Federal de Justicia Fiscal y 
Administrativa, se siga enriqueciendo y camine hacia el horizonte de la 
plena jurisdicción. 

5.2 Por una Ley sobre el Juicio Contencioso Administrativo 

Como ha quedado asentado a lo largo del presente trabajo, la Ley 
de Justicia Fiscal de 1936 dio vida al Tribunal Fiscal de la Federación, 
como uno de los primeros tribunales independientes del Poder Judi­
cial de la Federación. 

En ese momento, considero, fue cuando se dio paso, verda­
deramente al inicio de la construcción de la justicia administrativa en 
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México, se comenzó a escribir la historia de una institución tan prestigia­
da, que no se ganó con buenos deseos, sino con el transcurso de los años 
y a base de una trabajo organizado, sistemático y de compromiso con los 
fines que persigue. 

En relación con lo anterior, se debe recordar que la interpretación 
que se le dio al sistema constitucional establecido en México a partir de 
1857, fue la considerar que los tribunales administrativos no encajaban en 
el mismo, por lo que, tal y como vimos en la parte histórica, el control de la 
legalidad estuvo encomendada a través del juicio de amparo. 

Sin embargo, hubo que superar en tales consideraciones de cor­
te tradicional (judicialistas) y el nacimiento del Tribunal Fiscal se destinó a 
conocer del contencioso-fiscal, para lo cual hubo necesidad de dese­
char dichas interpretaciones, considerando constitucionalmente viable el 
establecimiento de un tribunal administrativo. 

El inicio del funcionamiento del Tribunal Fiscal de la Federación y 
del juicio de anulación se llevó a cabo, en un inicio a través de la Ley de 
Justicia Fiscal, misma que posteriormente se abrogó por el Código Fis­
cal de la Federación del 30 de diciembre de 1938, que por cierto en dicho 
ordenamiento tuvo lugar un primer avance en la ampliación de su compe­
tencia, al incorporarse materias que escapaban al ámbito estrictamen­
te fiscal; y as! sucedió igualmente en el código de 1967, hasta el vigente 
de 1983, el funcionamiento de dicho tribunal que inserto en el articulado 
que contiene el Código Fiscal de la Federación. 

La evolución para su funcionamiento en el ámbito constitucional 
también siguió su camino, tal y como quedo asentado en la parte histórica 
de este trabajo, el Tribunal Fiscal tuvo que superar varios obstáculos an­
tes de poder gozar de libertad y autonomía, asilo reconoció el legislador 
al llevar a cabo las reformas respectivas al articulo 104 Constitucional, la 
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primera de 16 de diciembre de 1946 y posteriormente la de 19 de junio de 
1967. En donde se reconoce la necesidad de la existencia de Tribunales 
Contencioso-Administrativo dotados de plena autonomía para dictar sus 
fallos, que tuvieran a su cargo dirimir las controversias que se suscitaran 
entre la Administración Pública Federal y los particulares, estableciendo 
las normas para su organización, su funcionamiento, el procedimiento y 
los recursos contra sus resoluciones. 

Aunado a lo anterior, el Tribunal ha sido objeto de varias reformas, 
en especial de aquellas que de manera gradual han ido ampliando su 
competencia no sólo al ámbito estrictamente fiscal, sino de aquellas ten­
dientes a que conozca de los actos de la Administración Pública Federal, 
sin dejar de considerar aquellas a que hemos hecho referencia y que le 
han venido a dar una entrada clara a la plena jurisdicción. 

En este sentido, fue como a partir de las reformas del 31 de di­
ciembre de 2000 a la Ley Orgánica del Tribunal (artículo 11 fracción XIII) 
se convirtió en un Tribunal de Justicia Administrativa, cambiando su nombre 
a Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, toda vez que conoce, 
no sólo de las materias previstas en el articulo 11 de su Ley Orgánica, sino 
también de casi todos los actos y resoluciones administrativas expedi­
das por la Administración Pública Centralizada y Descentralizada. Tomando 
en cuenta también, aquellas que tocan la jurisdicción e inciden en su natu­
raleza y en sus sentencias. 

En este orden de ideas, y en relación con las consideraciones que 
se han vertido en el presente trabajo de tesis, queda claro que el Tribunal 
Federal de Justicia Fiscal y Administrativa ha evolucionado, ha desbordado 
su naturaleza por diversos ámbitos y es preciso una reforma que tem1ine 
de fraguar con este cambio. Es por ello, que se hace necesario consolidar 
dicha evolución mediante un procedimiento ágil, seguro y transparente, 
toda vez que el procedimiento previsto en el actual título VI del Código 
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Fiscal de la Federación ha quedado rebasado con motivo de la actual 
competencia del Tribunal y de todas las reformas ha que hemos hecho 
alusión en el presente trabajo. 

En razón de lo anterior, propongo que la parte adjetiva del Código 
Fiscal de la Federación que hace referencia al Juicio Contencioso Admi­
nistrativo sea derogada, y se instituya al efecto una ley que se denomine 
«Ley del Juicio Contencioso Administrativo Federal». 

En ella, considero, el Congreso de la Unión deberá de tomar en 
cuenta la opinión de los magistrados del Tribunal Federal de Justicia Fis­
cal y Administrativa y de las partes. Esto tendrá efectos benéficos para los 
justiciables, y todas las partes en general, ya que serian los magistra­
dos tomados en cuenta para llevar a cabo dichas reformas y con ello se 
podría impulsar, mediante concursos, los estudios y proyectos viables para 
reformar dicha Ley y transformar al Tribunal. 

Esto traerla aparejado la necesaria y urgente creación del Servicio 
de Carrera Contencioso Administrativa del Tribunal Federal de Justicia 
Fiscal y Administrativa para los secretarios proyectistas y para los pro­
pios magistrados, estableciéndose al efecto, una obvia especialización 
en la materia. 

De igual manera, también se considerarán los proyectos que 
formulen las autoridades y los abogados procuradores, con el afán de 
enriquecer a tan prestigiada institución. 

En términos generales, la creación de la «Ley del Juicio Con­
tencioso Administrativo Federal» se podrán considerar y prever todas a 
quellas necesidades que apremian al tribunal y a las partes en juego. En 
especial aquellas que se refieren al pago de costas a favor de la autori­
dad demandada, cuando se controviertan resoluciones con propósitos 
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notoriamente dilatorios; asimismo, la autoridad demandada deberá 
indemnizar al particular por el importe de los daños y perjuicios que se 
hayan causado, cuando la propia autoridad cometa una falta grave al dic­
tar la resolución y no se allane al contestar la demanda en el concepto de 
impugnación de que se trate. 

En concordancia con lo que hemos sostenido en materia de plena 
jurisdicción de los tribunales administrativos se sugiere y se propone que 
en materia de suspensión del acto impugnado, se incorpore un marco 
jurídico apropiado para lograr la suspensión de la ejecución de cualquier 
acto administrativo, e inclusive se incorpore la suspensión con efectos 
restitutorios bajo el criterio de la apariencia del buen derecho sustentado 
por la Suprema Corte de Justicia de la Nación. 

SUSPENSION. PARA RESOLVER SOBRE ELLA ES 

FACTIBLE, SIN DEJAR DE OBSERVAR LOS REQUISITOS 

CONTENIDOS EN EL ARTICULO 124 DE LA LEY DE AM­

PARO, HACER UNA APRECIACION DE CARACTER PROVI­

SIONAL DE LA INCONSTITUCIONALIDAD DEL ACTO 

RECLAMADO. La suspensión de los actos reclamados participa 

de la naturaleza de una medida cautelar, cuyos presupuestos 

son la apariencia del buen derecho y el peligro en la demora. El 

primero de ellos se basa en un conocimiento superficial diri­

gido a lograr una decisión de mera probabilidad respecto de la 

existencia del derecho discutido en el proceso. Dicho requisito 

aplicado a la suspensión de los actos reclamados, implica que, 

para la concesión de la medida, sin deiarde observar los requi­

sitos contenidos en el articulo 124 de la Ley de Amparo, basta la 

comprobación de la apariencia del derecho invocado por el 

quejoso, de modo tal que, según un cálculo de probabilidades, 

sea posible anticipar que en la sentencia de amparo se declarará 

la inconstitucionalidad del acto reclamado. Ese examen encuen-
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Ira además fundamento en el artículo 107, fracción X, cons­
titucional, en cuanto establece que para el otorgamiento de la 

medida suspensional deberá tomarse en cuenta, entre otros 

factores, la naturaleza de la violación alegada, lo que implica que 

debe atenderse al derecho que se dice violado. Esto es, el exa­

men de la naturaleza de la violación alegada no sólo comprende 
el concepto de violación aducido por el quejoso sino que implica 

también el hecho o acto que entraña la violación, considerando 

sus características y su trascendencia. En todo caso dicho aná­

lisis debe realizarse, sin prejuzgar sobre la certeza del derecho, 

es decir, sobre la constitucionalidad o inconstitucionalidad de los 

actos reclamados, ya que esto sólo puede determinarse en la 

sentencia de amparo con base en un procedimiento más amplio 
y con mayor información, teniendo en cuenta siempre que la 

determinación tomada en relación con la suspensión no debe 

influir en la sentencia de fondo, toda vez que aquélla sólo tiene el 

carácter de provisional y se funda en meras hipótesis, y no en la 

certeza de la existencia de las pretensiones, en el entendido de 

que deberá sopesarse con los otros elementos requeridos para 

la suspensión, porque si el perjuicio al interés social o al orden 

público es mayor a los daños y perjuicios de difícil reparación 

que pueda sufrir el quejoso, deberá negarse la suspensión so­

licitada, ya que la preservación del orden público o del interés de 

la sociedad están por encima del interés particular afectado. Con 

este proceder, se evita el exceso en el examen que realice el juz­
gador, el cual siempre quedará sujeto a las reglas que rigen en 

materia de suspensión. 

Contradicción de tesis 3/95. Entre las sustentadas por 

los Tribunales Colegiados Tercero en Materia Administrativa del 

Primer Circuito y Segundo del Sexto Circuito. 14 de marzo de 

1996. Unanimidad de nueve votos. Ausentes: Juventino V. Castro 
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y Castro y Humberto Román Palacios por estar desempeñando 

un encargo extraordinario. Ponente: Oiga Maria del Carmen 

Sánchez Cordero de Garcia Villegas. Secretario: Marco Anto­

nio Rodriguez Barajas. El Tribunal Pleno, en su sesión pri­
vada celebrada el ocho de abril en curso, aprobó, con el número 

15/1996, la tesis de jurisprudencia que antecede. México, Distrito 

Federal, a ocho de abril de mil novecientos noventa y seis. 

Instancia: Pleno Fuente: Semanario Judicial de la Fe­

deración y su Gaceta, Parte: 111, Abril de 1996, Tesis: P./J. 15/96, 
Página: 16. 

SUSPENSION. PROCEDENCIA EN LOS CASOS DE 
CLAUSURA EJECUTADA POR TIEMPO INDEFINIDO. El articulo 

107, fracción X de la Constitución General de la República, 
establece corno uno de los requisitos para la procedencia de la 

suspensión del acto reclamado en el amparo, el de tornar en 

cuenta la naturaleza de la violación alegada; esto es, el juzgador 

deberá realizar un juicio de probabilidad y verosimilitud del de­
recho del solicitante, que podrá cambiar al dictar la sentencia 

definitiva, pues el hecho de que anticipe la probable solución de 
fondo del juicio principal, es un adelanto provisional, sólo para 

efectos de la suspensión. Tal anticipación es posible porque la 

suspensión se asemeja, en el género próximo, a las medidas 

cautelares, aunque es evidente que está caracterizada por 

diferencias que la perfilan de manera singular y concreta. Sin 

embargo, le son aplicables las reglas de tales medidas, en lo 

que no se opongan a su específica naturaleza. En este aspecto 

cabe señalar que son dos los extremos que hay que llenar para 

obtener la medida cautelar: 1) Apariencia de buen derecho y 

2) Peligro en la demora. La apariencia de la existencia del dere­

cho apunta a una credibilidad objetiva y seria que descarte una 
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pretensión manifiestamente infundada, temeraria o cuestionable, 

lo que se logra a través de un conocimiento superficial, dirigido a 

lograr una decisión de mera probabilidad respecto de la existencia 

del derecho discutido en el proceso; el peligro en la demora con­

siste en la posible frustración de los derechos del pretendiente 

de la medida, que puede darse como consecuencia de la tardanza 

en el dictado de la resolución de fondo. En síntesis, la medida 

cautelar exige un preventivo cálculo de probabilidad sobre el pe­

ligro en la dilación, que no puede separarse de otro preventivo 

cálculo de probabilidad, que se hace sobre la existencia del 

derecho cuya tutela se solicita a los tribunales Consecuen­

temente, si toda medida cautelar descansa en los principios de 

verosimilitud o apariencia del derecho y el peligro en la demora, 

el Juez de Distrito puede analizar esos elementos en presencia 

de una clausura ejecutada por tiempo indefinido, y si la provisión 

cautelar, como mera suspensión, es ineficaz, debe dictar me­

didas que implican no una restitución, sino un adelanto provi­

sional del derecho cuestionado, para resolver posteriormente, 

en forma definitiva, si el acto reclamado es o no inconstitucional; 

asl, el efecto de la suspensión será interrumpir el estado de 

clausura mientras se resuelve el fondo del asunto, sin perjuicio 

de que si se niega el amparo, porque la «apariencia del buen 

derecho» sea equivocada, la autoridad pueda reanudar la clau­

sura hasta su total cumplimiento. Lo expuesto anteriormente se 

sustenta en la fracción X del dispositivo constitucional citado, que 

establece que para conceder la suspensión deberá tomarse 

en cuenta la naturaleza de la violación alegada, lo que supone la 

necesidad de realizar un juicio de probabilidad y verosimilitud del 

derecho esgrimido, con miras a otorgar la medida cautelar para 

evitar daños y perjuicios de dificil reparación al quejoso y conser­

var viva la materia del juicio, si con ello no se lesionan el interés 

social y el orden público, lo cual podrá resolver la sensibilidad del 
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Juez de Distrito, ante la realidad del acto reclamado, pues si el 

perjuicio al interés social o al orden público es mayor a los daños 

y perjuicios de difícil reparación que pueda sufrir el quejoso, deberá 

negar la suspensión solicitada, ya que la preservación del orden 

público y el interés de la sociedad están por encima del interés 

particular afectado. 

Contradicción de tesis 12/90. Entre las sustentadas por 

los Tribunales Colegiados Segundo y Tercero en Materia Adminis­

trativa del Primer Circuito. 14 de marzo de 1996. Unanimidad de 

nueve votos. Ausentes: Juventino V. Castro y Castro y Humberto 

Román Palacios por estar desempeñando un encargo extraor­

dinario. Ponente: Guillermo l. Ortiz Mayagoitia. Secretaria: Angelina 

Hernández Hernández. El Tribunal Pleno, en su sesión privada 

celebrada el ocho de abril en curso, aprobó, con el número 16/ 

1996, la tesis de jurisprudencia que antecede. México, Distrito 

Federal, a ocho de abril de mil novecientos noventa y seis. 

Instancia: Pleno, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y 

su Gaceta, Parte: 111, Abril de 1996, Tesis: P/J. 16/96, Página: 36. 

EJECUCIÓN DE UNA SENTENCIA DE AMPARO. AL 

ANALIZARSE EL RECURSO DE QUEJA POR EXCESO O 

DEFECTO, SE DEBE INTERPRETAR Y DETERMINAR EL 

EFECTO RESTITUTORIO. Como el cumplimiento de una eje­

cutoria de amparo es de orden público, al analizar el recurso de 

queja por exceso o defecto, es preciso determinar la materia 

del cumplimiento y el alcance del efecto restitutorio, a fin de acla­

rar las consideraciones que por su oscuridad y complejidad, 

impidan dar cabal cumplimiento o que de otra manera contraríen 

normas procesales a las que debe ajustar su actuación la auto­

ridad responsable. Asl, cuando se impone a la autoridad respon­

sable el trámite en única instancia de un incidente de liquidación 
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de costas, debe precisarse el alcance de esa frase, a efecto de 
establecer si es la autoridad de segunda instancia quien debe 
sustanciar el incidente, o si en razón de sus atribuciones corres­
ponde hacerlo al Juez de primera instancia. Luego, interpretando 
los alcances del fallo protector debe precisarse que cuando un 
Juez de Distrito establece en su sentencia que el tribunal de al­
zada debla ordenar tramitar en única i11stancia la incidencia de 
esa liquidación, en realidad se refirió a que debia ordenarse la 
reposición del procedimiento incidental a fin de que ante el Juez 
de primera instancia se pudieran lograr los demás efectos corno 
es que la actora incidentista ajustara su planilla de liquidación, lo 
que no puede lograrse si es que no ocurre tal reposición, sin que 
pueda realizarse en única instancia ante la Sala, porque la 
tramitación de los incidentes de liquidación de costas judicia­
les en única instancia, no se encuentran dentro de las facultades 
de los tribunales de alzada. 

TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL 
DEL PRIMER CIRCUITO.Clave: 1.3o.C., Núm.: 191 C 

Queja 113199. Edificadora Themis, S.A. de C.V. 2 de junio 
de 2000. Unanimidad de votos. Ponente: Neófito López Ramos. 

Secretaria: Laura Dlaz Jirnénez. 'º 

En este sentido, en materia de suspensión, se hace necesario 
consolidar su evolución y en términos generales para darle el toque final 
de tribunal de plena jurisdicción, ya que con motivo de la ampliación de su 
competencia y de las reformas mencionadas asilo requiere. 

1 O. l'rcccdcntc obtenido del sistema de consulla clc.:trónica de la página de Internet del lnstituto de 

lnvcstigacioncs Jurldicas de la UNAM. 
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Y para terminar de consolidar su camino hacia la plena jurisdic­
ción, dadas las reformas a que hemos hecho referencia (artículos 237 y 
238 del Código Fiscal de la Federación), es necesario incorporar un 
nuevo procedimiento para el efecto de hacer más efectivo el cumplimien­
to de sus propias sentencias, donde el tribunal pueda, mediante medidas 
de apremio y poder de sustitución de las resoluciones administrativas 
hacer valer y ejecutar sus propias sentencias.evitando con ello, un nuevo 
jucio al gobernado, incluyendo las resoluciones en materia de suspensión. 

Considero que las reformas que se proponen en el presente trabajo, 
concatenadas con las que se han llevado a cabo en los últimos años en el 
Juicio Contencioso como en la Ley Orgánica de dicho Tribunal, se pue­
den sentar las bases para consolidar la evolución hacia un reconocimiento 
del Tribunal, en un tribunal de plena jurisdicción que le permita seguir con 
su labor de impartición de justicia en materia administrativa. Ello abrirá la 
posibilidad de encontrar en él una evolución contencioso-administrativa 
que nos ayude a resolver nuestras controversias en un marco de legali­
dad y con la seguridad jurídica que se requiere para impartir justicia pronta 
y expedita. 
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CONCLUSIONES 

Primera.- El hombre es substancia individual de naturaleza racional. Es 
único e irrepetible. Es un ser que vive en sociedad. Por la estrecha 
relación que hay entre las personas, se hace necesario el Derecho 
(lo justo objetivo) que regule a través del orden jurídico {la norma) 
la vida de las personas humanas en sociedad (derecho subjetivo). 

Segunda.- En el reconocimiento de los tiempos de cambio se hace in­
dispensable una impartición de justicia que sea pronta y expe­
dita, donde impere el Estado de derecho, donde se fortalezcan 
principalmente las instituciones que la imparten, ya que en la 
supresión de la alienidad e incorporando las necesidades reales 
de cambio al contenido actual, se puede lograr la realización y 
enriquecimiento de nuestro sistema jurisdiccional, principalmen­
te el administrativo. 

Tercera.- La jurisdicción es la facultad de decidir, con fuerza vinculativa 
para las partes, una determinada situación jurídica controvertida. 
Así, entre los elementos que se destacan propios de la jurisdicción, 
está la facultad que tendrá el órgano jurisdiccional de ejecutar y 
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hacer ejecutar lo sentenciado¡ constituyendo un elemento funda­
mental de este concepto. 

La jurisdicción imprime la fuerza suficiente para que un juez tenga 
la facultad de resolver y decidir una situación jurldica determina­
da entre dos partes, y por la potestad que fue conferida al órgano 
de justicia, podrá conocer y juzgar de la causa y en su caso, eje­
cutar lo sentenciado. 

Cuarta •. - La función jurisdiccional es la realización de la facultad de resol­
ver las controversias que se le presenten al órgano competente, 
es la concretización de la facultad de decir el derecho con fuerza 
vinculativa para las partes una determinada situación jurídica. 

Quinta.- El Estado que es el único que tiene el ius imperi para delegar la 
jurisdicción, podrá delegarla a funcionarios investidos para im­
partir justicia y de acuerdo a los tribunales especializados para 
cada materia. Pariendo de esta premisa, podemos decir que la 
jurisdicción contencioso administrativa se encarga de resolver las 
cuestiones surgidas entre los particulares y la administración, mis­
ma que se resuelve por los tribunales administrativos instaura­
dos para ello. 

Sexta.- En el derecho francés, mismo que ha tenido una infiuencia rele­
vante en nuestro pais, se han distinguido varios tipos de conten­
ciosos de los cuales adquieren relevancia para el presente trabajo, 
el contencioso de anulación y el contencioso de plena jurisdicción. 

El contencioso de plena jurisdicción es aquél donde el juez tiene 
las más amplias f acullades y no se limita a anular simplemente la 
resolución o procedimiento de la autoridad, reconoce un dere­
cho subjetivo violado y vela por la reparación absoluta de dicho 
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derecho, condenando al emisor, e inclusive puede llegar a refonnar 
o substituir el acto administrativo impugnado, condenando a veces 
a la Administración a cubrir indemnización por daños y perjuicios. 

El contencioso de anulación únicamente estaba permitido para 
los tribunales de justicia delegada, que significa que sus resolu­
ciones no son revisables por ningún órgano. Este órgano tuvo como 
origen la promoción del recurso por exceso de poder, cuyo único 
propósito fue establecer una vía procesal idónea para recurrir 
un acto porexistirinarmonía entre el mismo y la ley, es decir, un 
control de la legalidad. Su objeto es prácticamente declarar 
la ilegalidad del acto, limitándose a declarar dicha nulidad, en 
ella el órgano jurisdiccional no puede sustituir a la Administración, 
por lo que, no puede dictar algún acto en sentido contrario, o 
reformar el acto que ha sido anulado, sino únicamente declarar la 
nulidad en al que constatando el error de derecho cometido por 
la Administración. 

Séptima.- El desarrollo de la justicia administrativa en nuestro país tuvo 
dos fuentes principales de abrevadero, la Revolución Francesa 
que fue un hecho histórico que iníluyó como movimiento político 
social en el derrumbe de las monarquias absolutas, encamina­
dos a establecer un límite a la voluntad del rey y en segundo lugar, 
una iníluencia ideológica de ese mismo movimiento que da inicio 
al establecimiento de los principios fundamentales de los dere­
chos de los particulares, que se encaminó a combatir la voluntad 
omnímoda del monarca en el Estado absoluto, dando origen al 
Estado Constitucional o Estado de derecho. 

La idea de Estado de derecho revolucionó la manera de impartir 
justicia en las sociedades, teniendo una idea clara de la defensa 
de los derechos de los particulares sobre los del Estado, una 
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división de poderes y estableciendo que los órganos que lo 
integran, realicen funciones que en cumplimiento de sus atribu­
ciones estén reguladas por la ley y normadas por el derecho, cuyo 
ideal se refleja en el principio de legalidad. 

Octava.-La defensa de los derechos de Íos particulares nació dentro de 
la propia Administración con el procedimiento contencioso ad­
ministrativo, y es un procedimiento de tipo jurisdiccional que im­
plica la afectación de un interés particular y en ocasiones de 
interés público, como el juicio de lesividad. Es una forma de con­
trol de los actos administrativos ineficaces que dio origen al 
moderno derecho procesal administrativo y que se apoya en 
las reglas generales del derecho procesal. 

Novena.- La justicia administrativa en México, tuvo en sus inicios un 
desarrollo inicial al amparo de los tribunales ubicados en el Poder 
Judicial. Pero no fue hasta la aprobación de las Bases Constitu­
cionales de 1835 cuando se generan en estas bases el primer 
antecedente que instituye el procedimiento contencioso fiscal 
en el derecho patrio. Sin embargo, dicho tribunal dependería del 
Poder Judicial continuando con la tradición judicialista. 

Décima.- La Ley de Justicia Fiscal expedida el 27 de Agosto de 1936 
por el Presidente Lázaro Cárdenas, fue el primer ordenamiento 
regulador de la justicia administrativa en México. Se creó el en­
tonces Tribunal Fiscal de la Federación, concebido en un principio 
como una jurisdicción administrativa dotada de una competen­
cia limitada a las inconformidades que tuvieran los contribuyentes 
por el cobro de impuestos que les hubieran determinado las auto­
ridades fiscales. 

Décima primera.- Actualmente la justicia administrativa tiene un fun­
damento constitucional sólido que permite funcionar a los tribu-
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nales administrativos dotados de plena autonomf a, independientes 
del Poder Ejecutivo y del Poder Judicial. 

Décima segunda.- El Tribunal Fiscal de la Federación se creó como un 
tribunal administrativo de justicia delegada, con el objeto de limitar 
sus sentencias a la declaración de nulidad, por lo que únicamente 
revisarla la legalidad de los actos de autoridades administrativas. 

Décima tercera.- Su competencia se dio en un inicio para actos de natu­
raleza fiscal, sin embargo, con el paso del tiempo y por diversas 
reformas su competencia se ha ido ampliando hasta conocer 
actualmente de asuntos que son propios de los tribunales con­
tenciosos de plena jurisdicción. 

Décima cuarta.- La sentencia y el cabal cumplimiento de ésta, son el fin 
normal del procedimiento, cuando el tipo de sentencia asf lo 
requiera, ya que toda la actividad de las partes y del órgano ju­
risdiccional se encamina, prácticamente a este resultado que 
constituyen su meta. De esta manera, la sentencia es un acto de 
soberanfa del Estado, que se dicta por el imperium de éste, mo­
tivo por el cual vincula a las partes litigantes. 

Décima quinta.- Los tribunales administrativos no pueden limitarse a 
procesos puramente declarativos o de anulación es preciso 
fortalecer el sistema de impartición de justicia con tribunales de 
plena jurisdicción que puedan resolver sobre el fondo del asun­
to planteado. 

Décima sexta.- Dentro de la clasificación tradicional de las sentencias, 
se ha ubicado a las sentencias que emite el Tribunal Federal de 
Justicia Fiscal y Administrativa dentro del contexto de las senten­
cias declarativas, ya que en general éstas podrán reconocer, 
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declarar la nulidad o la validez de una resolución impugnada. Sin 
embargo, el Tribunal ha venido conociendo de materias que son 
propias de un contencioso de plena jurisdicción y sobre las cua­
. les se pronuncia de manera condenatoria. 

séptima.- Por una reforma al artículo 239 del Código Fiscal de 
.·· la Federación, concerniente al juicio contencioso administrativo 

federal, se agrega una cuarta fracción por la que permite al Tribu­
nal emitir sentencias que declaren la existencia de un derecho 
subjetivo y puedan condenar al cumplimiento de una obligación, 
asl como declarar la nulidad de la resolución impugnada. 

Reforma que sitúa tímidamente al T rtbunal en el ámbito de la plena 
jurisdicción y por el tipo de sentencia, es una sentencia de conde­
na como las que emitía en Francia el contencioso de imposición. 

Décima octava.- Como efecto de las reformas, las sentencias que se 
dicten en el juicio contencioso administrativo, podrán ser mera­
mente declarativas y también de condena, y por ello deben de 
cumplir con el requisito de fundarse en derecho y resolver sobre 
la pretensión del actor que deduzca en la demanda, segundo, si 
la sentencia es de condena deberá constatar previamente la 
existencia del derecho subjetivo violado, y procederá a ordenar 
la restitución de ese derecho o a la devolución de una cantidad 
y, tercero, si la sentencia es declarativa sólo se concretará a anu­
lar o a reconocer la validez de la resolución impugnada. 

Décima novena.- México adoptó el sistema continental europeo o fran­
cés, que se agota en las salas del Tribunal Federal de Justicia 
Fiscal y Administrativa con la declaración de ilegalidad de la 
resolución impugnada. Sin embargo las sentencias que en 
ocasiones llega a dictar el Tribunal son de doble naturaleza, es 

205 



decir, en ocasiones se pronuncia como tribunal de anulación y en 
otras como de plena jurisdicción, desbordando en la práctica su 
naturaleza jurídica y haciendo insuficiente su figura que quiere 
evolucionar hacia el reconocimiento de plena jurisdicción. 

Vigésima.- Es indispensable reconocer la plena jurisdicción del Tribunal 
Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, dotándolo de instru­
mentos de fondo para hacer valer sus sentencias, ya que en 
algunos casos las autoridades no cumplen adecuada y sustan­
cialmente con las indicaciones que se vierten en una sentencia, 
dejando al particular-como lo han sostenido los Tribunales Fe­
derales- con la sola posibilidad de agotar el juicio de garantías 
para lograr el cumplimiento. Por lo que considerarnos es una car­
ga excesiva para el gobernado a quien se le obliga a iniciar un 
nuevo juicio, para hacer valer los derechos que ya le fueron reco­
nocidos en una sentencia firme. 

Vigésima primera.- El Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administra­
tiva no puede seguir siendo considerado como un tribunal ad­
ministrativo de anulación sui generis, es necesario dotarlo de 
instrumentos eficaces que puedan ayudar a colaborar en la 
verdadera instauración del Estado de derecho, a través de una 
impartición de justicia pronta y expedita. Otorgar al Tribunal 
medidas que puedan ir desde la sustitución en la resolución im-

. pugnada hasta la destitución del funcionario. 

Vigésima segunda.- Hay que otorgar mayores sanciones para la auto­
ridad administrativa responsable que no cumple con la sentencia 
de nulidad en el término de cuatro meses que tienen para ello, 
ya que, de hacelo después no es ilegal, si no simplemente le se­
rá oponible la caducidad de facultades. 
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Vigésima tercera.- La Ley de Justicia Fiscal no determinó la naturaleza 
jurídica del Tribunal, fue la exposición de motivos la que determinó 
que el contencioso de que se trataba en la presente ley, sería el 
que la doctrina conoce con el nombre de contencioso de anula­
ción. Sin embargo, en la Ley de Justicia Fiscal se dejó entrever la 
existencia de un contencioso de plena jurisdicción, pues en su 
artículo 58 estableció que cuando la sentencia declare la nulidad, 
y salvo que ordene reponer el procedimiento, deberá indicar de 
manera concreta y precisa en qué sentido debe dictar su nueva 
resolución la autoridad. 

Vigésima cuarta.- Las reformas a las sentencias que emite el Tribunal, 
rebasan la competencia para un estricto contencioso de anula­
ción, en el que debe limitarse a declarar si la resolución adminis­
trativa está o no afecta de ilegalidad, son reformas que abren la 
puerta para que se siga avanzando en el reconocimiento y en 
la formación de un contencioso de plena jurisdicción. La natura­
leza del tribunal ya no es la misma, y es poco técnico considerar 
que se trata de un tribunal de naturaleza ecléctico. Lo que se 
requiere es una profunda reforma a efecto de reconocerlo y do­
tarlo de instrumentos jurídicos eficaces, propios de un tribunal 
contencioso de plena jurisdicción. 

Vigésima quinta.- La naturaleza que se le atribuyó en un inicio al Tribunal 
le resulta insuficiente para resolver controversias que hoy en día 
requieren una justicia pronta y expedita, por lo que, la naturaleza 
del Tribunal y el alcance de sus fallos deberá de ser objeto de una 
exhaustiva revisión que tome en cuenta los proyectos de las partes. 

Vigésima sexta.- Otorgar al Tribunal facultades y poderes de sustitución 
del acto administrativo en caso de persistencias a la negativa de 
cumplimiento, sobre todo, cuando pasados los cuatro meses a los 
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que hace referencia el artículo 67 del Código Fiscal de la Federa­
ción la autoridad no ejecuta la sentencia. No existiendo sanción al 
respecto. Debiendo el particular de iniciar otro juicio, el juicio de 
amparo para solicitar el debido cumplimiento y ejecución de la 
sentencia, constituyendo una carga adicional para el particular. 

Vigésima séptima.- Es preciso que sea regulado el juicio contencioso 
administrativo federal en una ley independiente del Código Fiscal 
de la Federación, misma que se llamarla «Ley del Juicio Conten­
cioso Administrativo Federal». Tal y como estaba en la antigua 
Ley de Justicia Fiscal de 1936. 

Vigésima octava.- Otorgar para lo concerniente al juicio contencioso 
administrativo y sus leyes correlativas, el derecho de manifestar 
su opinión a los magistrados del Tribunal Federal de Justicia Fis­
cal y Administrativa y a las demás partes, provocando con ello, el 
fortalecimiento de la impartición de justicia y alentando a la espe­
cialización del servicio de justicia administrativa de carrera, que 
traería como efecto abogados y magistrados especializados 
en el área administrativa y fiscal. 

Vigésima novena.- Para tenninar de consolidar su camino hacia la plena 
jurisdicción, dadas las reformas a que ha sido objeto el Tribunal 
Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, es necesario incor­
porar en la nueva ley que se propone el pago de costas a favor 
de la autoridad demandada, cuando se controviertan resolucio­
nes con propósitos notoriamente dilatorios; asimismo. la autoridad 
demandada deberá indemnizar al particular por el importe de los 
daños y perjuicios que se hayan causado, cuando la propia 
autoridad cometa una falta grave al dictar la resolución y no se 
allane al contestar la demanda en el concepto de impugnación 
de que se trate. 
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En especial aquellas que se refieren al pago de costas a favor de 
la autoridad demandada, cuando se controviertan resoluciones 
con propósitos notoriamente dilatorios; asimismo, la autori­
dad demandada deberá indemnizar al particular por el importe 
de los daños y perjuicios que se hayan causado, cuando la propia 
autoridad cometa una falta grave al dictar la resolución y no se 
allane al contestar la demanda en el concepto de impugnación de 
que se trate. 

Las reformas que sufra el Tribunal Federal de Justicia Fiscal y 
Administrativa sobre el reconocimiento de un contencioso de plena 
jurisdicción, abrirá las puertas a México sobre el reconocimiento 
de un pals que ha evolucionado sobre el contencioso adminis­
trativo, ayudándonos al fortalecimiento del Estado de derecho y 
con la seguridad jurldica que se requiere para impartir justicia 
pronta y expedita. 

Trigésima.- En concordancia con lo que hemos sostenido en materia de 
plena jurisdicción de los tribunales administrativos se sugiere y 
se propone que en materia de suspensión del acto impugnado, 
se incorpore un marco jurídico apropiado para lograr la suspen­
sión de la ejecución de cualquier acto administrativo, e inclusive 
se incorpore la suspensión con efectos restitutorios bajo el criterio 
de la apariencia del buen derecho sustentado por la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación. 

Trigésima primera.- Consolidar el camino del Tribunal Federal de Justi­
cia Fiscal y Administrativa hacia la plena jurisdicción, dadas las 
refonmas, incorporando un nuevo procedimiento para el efecto de 
hacer más efectivo el cumplimiento de sus propias sentencias, 
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donde el tribunal queda mediante medidas de apremio y poder 
de sustitución de las resoluciones administrativas, hacer valer y 
ejecutar sus propias sentencias, evitando con ello, un nuevo juicio 
de amparo, incluyendo las resoluciones en materia de suspensión. 
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